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INTRODUCCIÓN

La Contraloría de Bogotá, en desarrollo de su función constitucional y legal, y en cumplimiento de su Plan de Auditoria Distrital PAD 2003 – 2004, practicó Auditoria Gubernamental con Enfoque Integral - Modalidad Especial, al Fondo de Desarrollo Local de Tunjuelito FDLT. Esta auditoria tiene origen igualmente en  el derecho de petición elevado a la Contraloría de Bogotá D.C, por el Doctor Juan Manuel Ospina, Secretario de Gobierno de Bogotá D.C, así como el memorando No 120622-079 del 7 de septiembre de 2004 emanado de la abogada del Fondo de Desarrollo Local de Tunjuelito (FDLT).
La Auditoria se centró en la evaluación de la Contratación  suscrita en el segundo semestre de 2003, a los convenios en ejecución o ejecutados en la vigencia de 2003, a los contratos y convenios de comodato y donación celebrados por el FDL, se realizaron las respectivas pruebas selectivas, así como a una muestra de los contratos FDLT vigencia 2004.

Se evaluó la gestión del esquema Fondo – UELS  determinando el tiempo en que demoran las Unidades Ejecutoras Locales desde la presentación de los proyectos hasta su contratación. 

El criterio utilizado para desarrollar las anteriores líneas de auditoria fueron especialmente, el interés de la comunidad así como el interés de la administración tanto distrital como local. Las observaciones detectadas en la presente auditoria se comunicaron oficialmente a la Administración Local y las respuestas dadas por la entidad fueron analizadas, evaluadas e incluidas en el informe cuando se consideraron pertinentes.

Dada la importancia estratégica que el Fondo  tiene para el sector y  la ciudad, la Contraloría de Bogotá, D. C., espera que este informe contribuya a su mejoramiento continuo y con ello a una eficiente administración de los recursos públicos, lo cual redundará en el mejoramiento de la calidad de vida de los ciudadanos.

1. ANALISIS ESTRATEGICO SECTOR LOCAL

Desde una visión estructural, la gestión del Sector Local engloba un proceso complejo en el cual intervienen diversos actores tales como: el Alcalde Mayor, los Alcaldes Locales, las Juntas Administradoras Locales, los Fondos de Desarrollo Local (con sus funcionarios pertenecientes a la nomina de la Secretaria de Gobierno), Las Unidades Ejecutivas locales UEL, Las instituciones representantes de la comunidad y la comunidad en general.

Por el campo de acción tan amplio en el que se circunscribe la gestión local, se han presentado un sinnúmero de falencias de todo orden en las administraciones locales, pero principalmente, en los procesos de contratación.

Por lo anterior, el tema de la presente auditoria de carácter especial versa sobre la contratación local, lo anterior, teniendo en cuenta las recurrentes irregularidades detectadas en dicho proceso, de acuerdo con los resultados de las auditorias regulares efectuadas por esta Contraloría en anteriores vigencias.

A manera de recuento en cuanto al desarrollo de la contratación local, es importante destacar que el origen de la creación de las UEL (en 1998, durante el Gobierno de Enrique Peñalosa), se sustentó con el argumento de combatir la corrupción imperante en ese momento, en el proceso de contratación surtido en las localidades de forma directa por parte de los Alcaldes Locales, además de la falta de adecuados estudios técnicos, oportunidad e impacto para la comunidad en general en cuanto a la ejecución de los contratos. 

Se esperó que mediante el seguimiento de las actividades de asesoría y asistencia técnica correspondientes a la planeación, programación, revisión y elaboración de componentes técnicos y legales de los proyectos de inversión y de los contratos por suscribir, por parte de las UEL; además de combatir la corrupción, permitiría una mejor gestión en el proceso de contratación. 

Con la expedición del Decreto 022 del 8 de enero de 1998, el Alcalde Mayor suspendió de manera general, la delegación otorgada a los Alcaldes Locales en relación con la contratación de los Fondos de Desarrollo Local. Posteriormente, a fin de precisar las facultades de las autoridades locales, el Alcalde Mayor emitió tres Decretos efectuando delegaciones a dichas autoridades en materia de contratación, estos fueron: El Decreto 121 del 28 de enero, el Decreto 176 del 10 de febrero y el Decreto 359 del 25 de marzo, todos de 1998.

Específicamente, mediante el Decreto 176 del 10 de febrero, se delegó en los Alcaldes Locales las facultades de contratar, ordenar gastos y pagos correspondientes a la Prioridad, en ese entonces, legitimidad Institucional e igualmente la celebración de convenios interadministrativos de cofinanciación y convenios de comodato a través de los cuales se debían entregar a las entidades locales los equipos adquiridos por éstas, sin distinguir si ellos habían  sido adquiridos antes o después de la vigencia  del precitado Decreto.

De otra parte, en el artículo segundo del Decreto 359 del 25 de marzo, se determinó: “Delegar en los Alcaldes Locales la facultad de ordenar los pagos, contratar interventores, suscribir prórrogas, adiciones originadas en obras adicionales y extras, actas de iniciación, suspensión, liquidación y, en general, todas las actividades inherentes a los contratos celebrados en las localidades con anterioridad a la expedición del Decreto 176 de 1998".

Como es evidente, se buscó sanear el proceso estructural de contratación con el propósito de definir a posteriori las competencias en cuanto a la capacidad de contratación, deslindando claramente las competencias locales de las UEL en materia de contratación; ya que con los anteriores decretos se delegó a los Secretarios de Despacho, Directores de Departamentos Administrativos y de Establecimientos Públicos, la facultad para contratar, ordenar los gastos y pagos con cargo a los presupuestos de los Fondos de Desarrollo Local, en los programas, subprogramas y proyectos de los Planes de Desarrollo Locales. Delegaciones ratificadas en el artículo 35 del  Decreto 854 del 2001, que, además, mantiene y permite la celebración de convenios interadministrativos de cofinanciación, por parte de los alcaldes locales. 

En el anterior contexto, en la vigencia 2003 en materia presupuestal, para el cumplimiento de los Planes de Desarrollo, el 50,32% de los presupuestos locales es decir $114.589.7 millones fueron ejecutados por las Unidades Ejecutivas Locales (UEL), mientras que los Alcaldes Locales contrataron directamente un total de $113.135,9 millones, es decir el 49.68% de los recursos de los Planes; de los cuales $78.652.7 millones (34.54%) fueron ejecutados por Convenios Interadministrativos de Cofinanciación y $34.483.2 millones (15.14%) mediante el Objetivo Gestión Pública Admirable, con lo cual se pagan los honorarios, seguros y servicios de salud de los ediles y se adquieren los elementos necesarios para el normal funcionamiento de la administración local y se pagan servicios públicos, entre otros.
Como ha podido establecer esta Contraloría, desde la misma creación e implementación de las UEL en la vigencia 1998, los argumentos que dieron lugar a la descentralización de los recursos, en cuanto a la ejecución de los mismos, por parte de la Administración Central mediante las UEL, se han desvirtuado.

En cuanto al criterio de oportunidad en la ejecución de los proyectos, con el nuevo proceso FDL-UEL, en vez de ajustarse a los trámites normales, la excesiva tramitología ha ocasionado la falta de oportunidad en la ejecución de los proyectos y los contratos derivados de estos. Como ejemplo, el proceso de contratación de los proyectos viabilizados, en su mayoría se realizaron en los meses de noviembre y diciembre del año 2003, en promedio este proceso tardó entre 6 y 8 meses, lo cual determinó que el avance físico y/ ejecución de los proyectos, en su mayoría, se trasladarán a la vigencia 2004. Ya en las UEL, en promedio se toman entre tres (3) y cinco (5) meses para efectuar la correspondiente contratación. 

En materia presupuestal, para la vigencia 2003 el Sector Local contó con un presupuesto acumulado de $352.566.7 millones, de los cuales la inversión directa del período fue de $227.726.5 millones, las Obligaciones por pagar fueron de $122.712.6 millones, (distribuidos en Reservas Presupuéstales, Cuentas por pagar y Pasivos Exigibles), la Disponibilidad Final fue de  $2.127.6 millones.

La ejecución presupuestal global acumulada del sector local en la vigencia 2003 fue de $322.979.0 millones es decir el 91.6% del total de recursos apropiados para el período. Sin embargo, la ejecución efectiva relacionada con las autorizaciones de giro solo alcanzó un total de $171.096.5 millones es decir el 48.5% del total de recursos. De otra parte, los compromisos y reservas alcanzaron un total de $151.882.5 millones lo que representó el 43.1% de los $352.566.7 millones apropiados finalmente para la vigencia. El saldo no ejecutado en la vigencia alcanzó el 9.4% de los recursos apropiados para el período, es decir $31.715.3 millones. 

Lo anterior evidencia el rezago en la ejecución de los presupuestos locales, problema que se ha acrecentado desde el traslado de la competencia de la ejecución de parte de dichos recursos en las UEL, proceso que incide en el incumplimiento y atraso de los objetivos, programas, subprogramas, proyectos y metas establecidas en los Planes de Desarrollo Locales.

Como ejemplo de lo anteriormente mencionado, en la vigencia 2003 en las 20 localidades se incluyeron para ser ejecutados un total de 612 proyectos, de estos el 7,68% que representa 47 proyectos, no fueron ejecutados o sus recursos fueron contracreditados, quedando un total de 566 proyectos, de los cuales tan solo 44 es decir el 7,77% presentaron giros del 100.0% durante la vigencia de 2003; los recursos de los restantes 500 proyectos, el 88,34% quedaron en reservas presupuéstales, lo cual implica el traslado de la ejecución física de estos para la vigencia 2004. 

En relación con la supuesta falta de adecuados estudios técnicos y la posible solución con la implementación del proceso FDL-UEL y de acuerdo con los resultados de la muestra seleccionada en la Auditoria Regular de la evaluación a la vigencia 2003, las principales observaciones, dentro de la línea de contratación, tuvieron que ver con la falta de estudios jurídicos y técnicos previos a la apertura de las licitaciones y celebración de los contratos, con lo cual se desvirtúa la supuesta mejora de dicha irregularidad.
Los procesos de planeación y contratación fueron deficientes e inoportunos, notándose la mayor concentración de los compromisos al final de la vigencia, denotando falencias en la formulación y ejecución de los proyectos, en el cumplimiento de funciones y en el intercambio de información entre los Fondos de Desarrollo Local que tienen la responsabilidad de la expedición de certificados de disponibilidades y registros presupuéstales; formulación de los proyectos; diligenciamiento de las fichas EBI e inscripción en el Banco de Programas y Proyectos; avales de la oficina de planeación local; descripción y análisis de conveniencia; presupuestos de obra y suscripción de convenios Interadministrativos de Cofinanciación y en las UEL donde debían responder por la evaluación de la viabilidad técnica de las solicitudes; devolución de solicitudes no viables para ajuste; selección objetiva para la contratación; suscripción de contratos; solicitud de registros presupuéstales a los FDL y elaboración de relaciones de giro para efectos del pago.

En este orden de ideas, el balance social de las Administraciones Locales indica que estas no cumplen con los objetivos y la misión de mejorar oportunamente el nivel de calidad de vida de la población, dada la falta de oportunidad en la solución de los problemas más sentidos de la comunidad a través del gasto social; por lo tanto, el impacto hacia la comunidad es tardío, por cuanto el bajo índice de ejecución de la inversión y la demora en la ejecución de los proyectos no permite que los habitantes de las localidades solucionen la problemática relacionada con las competencias de las Administraciones Locales en materia de infraestructura vial, salud, seguridad educación y medio ambiente, entre otras, mostrando así un proceso administrativo ineficaz e ineficiente en la gestión local.
De otra parte,  a pesar de la experiencia en el proceso de contratación entre los FDL y las UEL, este no se ha consolidado, y por el contrario hoy son el problema central que ocasiona la deficiente gestión de la inversión en el Sector Local.
Del análisis de información de los FDL y las UEL se estableció que el promedio de tiempo para el envío de los proyectos a las UEL, por parte de los FDL es de 4 meses lo que significa que los proyectos en la vigencia 2002 fueron radicados al finalizar el mes de abril. La viabilización de los proyectos de los 20 FDL se realizó en promedio de  3 meses, después de radicados en las UEL. En estas dos etapas del proceso, ya ha transcurrido el 75.0% del tiempo de la vigencia, lo cual asegura que ya los proyectos no se podrán ejecutar en la vigencia para la cual fueron programados, agravando de una parte el rezago de ejecución presupuestal y física de los proyectos que vienen de vigencias anteriores y de otra, la posibilidad de implementar soluciones efectivas y oportunas  a la problemática de las localidades.

Posteriormente, el tiempo transcurrido entre el aval del proyecto y el perfeccionamiento del contrato por parte de las UEL es de  es de 4 meses, sumando el tiempo de las anteriores etapas ha transcurrido más de una vigencia, es decir, 11 meses, si aún dar inicio a los contratos de los proyectos.

Si se tiene en cuenta el lapso de tiempo transcurrido entre el perfeccionamiento del contrato y su inicio, que es en promedio de (2) dos meses, se puede concluir que en total el proceso de contratación surtido entre los FDL y las UEL se efectúa en aproximadamente 13 meses. 

Por lo evidenciado anteriormente, es indudable que el Modelo FDL-UEL ha influido negativamente en la gestión local, en todas sus áreas, mostrando ineficiencia en la distribución y ejecución de los dineros públicos.
2. HECHOS RELEVANTES

En la vigencia auditada se destacan como hechos relevantes el cambio de Administración Local tanto en la Alcaldía como en la Junta Administradora Local, es así como por medio del Decreto Distrital No. 096 del 12 de abril de 2004, se nombró al doctor Martín Emilio Rodríguez Cárdenas, identificado con la cédula de ciudadanía No. 79.325.770 de Bogotá, como Alcalde Local de Tunjuelito, quien tomó posesión en la misma fecha, según consta en Acta No. 132. Así mismo, la nueva Junta Administradora Local de Tunjuelito, conformada por nueve (9) miembros, se posesionó el 1 de enero de 2004.

De otra parte, mediante el Decreto Local  No. 06 del 19 de diciembre de 2003, se decretó la repetición del presupuesto de 2003 para 2004, al no haber sido aprobado por la JAL y mediante el Decreto Local No. 07 de 2003, se ordena su liquidación.

La Secretaría de Gobierno ha realizado reiterados cambios en el cargo de Asesor Jurídico del FDLT, toda vez que de julio de 2003 a octubre de 2004, se han desempeñado en dicho cargo cinco (5) profesionales diferentes, lo cual resta continuidad en las labores asignadas a dicho profesional.
Doctor 

MARTÍN EMILIO RODRÍGUEZ CÁRDENAS

Alcalde Local de Tunjuelito

Ciudad

Doctora

LUZ PATRICIA GONZALEZ AVILA

Directora UEL

Instituto Distrital de Recreación y Deportes

Ciudad

Respetados doctores:

La Contraloría de Bogotá, D. C., con base en los artículos 267 y 272 de la Constitución Política de Colombia; el Decreto 1421 de 1993 y los literales b) y l) del artículo 4° de la Ley 87 de 1993, ”por la cual se establecen normas para el ejercicio del Control Interno en las entidades y organismos del Estado y se dictan otras disposiciones”, así como la Ley 42 de 1993, practicó Auditoria Gubernamental con Enfoque Integral, Modalidad Especial, al Fondo de Desarrollo Local de Tunjuelito, teniendo en cuenta en la evaluación los principios de economía, eficiencia, eficacia, equidad y la valoración de los costos ambientales, con los que la Administración Local administró los recursos puestos a su disposición y la gestión y resultados obtenidos en la misma.

Para todos los casos, la Administración es responsable por la información suministrada y analizada por la Contraloría de Bogotá, D. C. El ente auditor es responsable por el informe integral obtenido que posee el concepto sobre la gestión realizada por la Administración Local, incluyendo las observaciones de Control Interno en cumplimiento de la normatividad vigente y la calidad y eficiencia que le debieron dar al Sistema.

El informe presenta observaciones sobre deficiencias en aspectos administrativos, financieros y legales, los que deberán ser subsanados por la Administración, constituyéndose en el Plan de Mejoramiento Continuo, en la eficiente y efectiva productividad o prestación de bienes y servicios que redunden en beneficio de la comunidad.

[image: image1.jpg]La auditoria se realizó sobre la contratación suscrita por el Fondo de Desarrollo Local de Tunjuelito y las UEL, en los últimos seis (6) meses de la vigencia de 2003; los convenios interadministrativos en ejecución o ejecutados en el mismo período; los contratos de comodato y donación, así como una muestra de la contratación celebrada en el año 2004, de acuerdo con la memorando No 120622-079 del 7 de septiembre de 2004. El análisis contempló que la contratación realizada por el Fondo, se ajustara a la Ley 80 de 1993, los decretos reglamentarios y las demás normas concordantes. Finalmente, se verificó el cumplimiento dado a la Resolución 001 de 2001 ó Manual de Procedimientos Administrativos y Contables para el Manejo de los Bienes en los Entes Públicos del Distrito Capital, especialmente en lo que se refiere a los bienes entregados a terceros.

El análisis se realizó de conformidad con las normas de auditoria gubernamentales, compatibles con las de general aceptación; así mismo, las políticas y procedimientos fueron los adoptados por  la Contraloría de Bogotá, D. C. y en consecuencia, la planeación y ejecución del ejercicio tienen base razonable que fundamentaron  el informe obtenido. El examen incluye pruebas selectivas, análisis de las evidencias y confrontación de documentos, visitas administrativas, etc.

Respecto de los convenios interadministrativos, suscritos por el FDLT con la Universidad Distrital, Francisco José de Caldas, en el año 2003, los números 20, 21, 23 y 27 no se han ejecutado a la fecha de la Auditoria (octubre 6 de 2004), por lo que la población objeto no ha sido beneficiada. De acuerdo con la documentación analizada, se observa que la Universidad no estaba preparada para abocar dichos convenios. Se vieron precisados a suspender su ejecución por el término de cuatro meses.

Se presentan fallas significativas en el control documental, en el cumplimiento de los manuales de procedimientos y funciones, en lo estipulado en los términos de referencia y en lo pactado en los contratos, tampoco se ejerce un control adecuado a la documentación presentada por los proponentes y a la ejecución de los contratos. Así se incumple con la normatividad en general.

En el contrato No. IDRD-06-15-00-2003, Contratista Recreación, Deporte y Salud Limitada; se contrataron instructores que no reunían los requisitos establecidos en los términos de referencia.

En la orden de Prestación de Servicios Nº 06-OS-018-2004 (Junio 2), En los términos de referencia se indica que se debe conducir los vehículos pesados de propiedad del FDLT, se señala que se debe tener pase de 4ª, tener conocimientos básicos de mecánica y certificar experiencia como conductor un año mínimo”;
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De acuerdo con el Código de Tránsito, para conducir vehículos pesados se necesita una licencia de conducción de categoría superior, toda vez que, la categoría 04, solamente autoriza para “Conducir motocarros, automóviles, camperos, camionetas y microbuses de servicio público”. 
La Administración en su respuesta manifiesta que anexó al contrato en mención la fotocopia de la Licencia de Conducción de categoría 5ª. Telefónicamente se consultó con el señor Juan Carlos Hincapié, de la Oficina de Tránsito de Dos Quebradas, Risaralda, quien manifestó que “el Código de la Escuela de Conducción es de esa ciudad pero que allí nunca se han expedido licencias de 5ª, información que confirmó vía fax. Presuntamente se trata de un documento apócrifo ya que el número o rango 66170-0001722 pertenece a la Licencia de Categoría 4ª, correspondiente al señor Andrés Ladino Ríos, identificado con la C.C. 18.516.872 expedida el 11 de noviembre de 1998. Como quiera que no se verificó debidamente la documentación presentada por el contratista, presuntamente, se transgredió el artículo 410 del Código Penal.

En el contrato de Prestación de Servicios No. 033 de 2004, la Administración no aportó el cuadro comparativo de las propuestas al contrato, como lo manifiesta en la respuesta. En pruebas de auditoria se estableció que la empresa EDITORA GUADALUPE LTDA., presentó la Cotización No. 12834, radicada en la Alcaldía Local el 31 de mayo de2004, bajo el No. 2383, por un valor total de $4.700.000 para la reimpresión de 1000 ejemplares del libro “recuperación Histórica de la Localidad de Tunjuelito”. Esta cotización, inexplicablemente, no fue considerada por la Administración a pesar de tener un valor mucho más económico y contar con la experiencia de ser los impresores originales del libro. Además de las normas citadas, presuntamente, se incurrió en lo señalado en los artículos 292, 294, 409 y 410 del Código Penal. Se consolida el hallazgo administrativo con incidencia fiscal disciplinaria y penal.

En el Contrato de Suministro 05 de 2004, en las pruebas de auditoria se detectó que la proponente Solmary Benavides W., no presentó la cotización firmada con su nombre, sin embargo, ella elaboró las banderas con un costo de  $925.000; facilitó una fotocopia de la orden de compra, que recibió por fax, suscrita por Yanny Zambrano Díaz, C.C. 52.835.202 de Bogotá, y en la cual se encuentra la descripción de las banderas solicitadas. Se evidencia detrimento por valor de $1.270.900. Este grupo de auditoria no encuentra coherencia entre los documentos que reposan en la carpeta del contrato y las pruebas recaudadas por el equipo auditor, concluyendo que hay una posible inconsistencia en el documento que reposa a folios 10 y 11. Presuntamente se incumple lo normado en la cláusula Séptima. Cesión del contrato, los artículos 3, 22, numeral 8 del artículo 24, numeral 1, 2, 4, 5 y  7 del artículo 26, 29 y 39 de la Ley 80 de 1993; numerales  1, 3, 4 del artículo 34 de la Ley 734 de 2002. . Además de las normas ya citadas, presuntamente, se transgredieron los artículos 409 y 410 del Código Penal. Se consolida el hallazgo administrativo de incidencia fiscal, disciplinaria y penal.

En la UEL de Gobierno se presentan incumplimientos de los plazos establecidos para adelantar las etapas de la contratación situación que genera demoras en la ejecución de los contratos y por ende de los proyectos.

En la UEL del IDRD se  incumplen los requisitos establecidos en los términos de referencia sobre la capacidad profesional  del personal ejecutor de los contratos, perjudicando la población objeto de los proyectos, pues no reciben un servicio idóneo.

Concepto sobre  Gestión y Resultados   
Los hallazgos presentados en los párrafos anteriores y los demás contenidos en el informe, nos permiten conceptuar que en la gestión adelantada por la administración del FDLT, no se acatan las disposiciones que regulan su hechos y operaciones, no ha implementado adecuadamente el Sistema de Control Interno que ofrezca garantía en el manejo de los recursos, lo cual ha incidido en el desarrollo de los proyectos y que los recursos no se manejen con criterios de economía, eficiencia, eficacia y equidad. Así mismo, no se cumplió, en un porcentaje significativo, con las metas y objetivos propuestos.

Sobre los convenios y contratos que a la fecha de la auditoria fiscal se encontraban en ejecución y/o en liquidación la Contraloría de Bogotá se pronunciara en forma definitiva una vez la Administración ejecute el pago y/o liquidación final de los mismos.
En desarrollo de la presente auditoría, tal como se detalla en el Anexo No. 1, se establecieron 17 hallazgos administrativos, de los cuales 2 corresponden a hallazgos con alcance fiscal en cuantía de $8.135.567 que se trasladan a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva, 16 tienen alcance disciplinario los cuales se trasladan a la Personería de Bogotá, D. C., y 2 con alcance penal que se trasladan a la Fiscalía General de la Nación.
A fin de lograr que la labor de auditoría conduzca a que se emprendan actividades de mejoramiento de la gestión pública, la entidad debe diseñar un Plan de Mejoramiento que permita solucionar las deficiencias puntualizadas, en el menor tiempo posible, documento que debe ser remitido a la Contraloría de Bogotá, D.C., dentro de los quince (15) días siguientes al recibo del informe por parte de la entidad.

El Plan de Mejoramiento debe detallar las medidas que se tomarán respecto de cada uno de los hallazgos identificados, cronograma en que implementarán los correctivos, responsables de efectuarlos y del seguimiento a su ejecución.

Bogotá, D. C.

PEDRO NEL PINEDA ROJAS

Director Técnico Desarrollo Local y Participación Ciudadana. 

4. RESULTADOS DE LA AUDITORIA GUBERNAMENTAL CON ENFOQUE INTEGRAL, MODALIDAD ESPECIAL A LA CONTRATACIÓN
VIGENCIA  2003, 2004

4.1. CONTRATACIÓN FONDO DE DESARROLLO LOCAL TUNJUELITO 2004

4.1.1. Orden de Prestación de Servicios Nº 06-OS-018-2004 (Junio 2)
Contratista: Carlos Eduardo Oviedo Martínez, C. C. 79.902.353 de Bogotá. Objeto: “Conducir los vehículos pesados de propiedad del FDLT y que se encuentran al servicio de la Alcaldía Local”. Valor: $3.900.000. Plazo: Tres (3) meses. 

En el examen fiscal se detectaron las siguientes observaciones:

4.1.1.1. En los términos de referencia que reposan a folios de 5 a 8 se indica: ”1.1 OBJETO conducir los vehículos pesados (resaltado nuestro) de propiedad del FDLT y que se encuentran al servicio de la Alcaldía Local”; además, en el numeral se señala: “4.3, PERFIL DEL CONTRATISTA  las personas interesadas para participar en la presente invitación deberán cumplir como mínimo con el siguiente perfil: a. Tener pase (sic) b. Tener conocimientos básicos de mecánica. C. Certificar experiencia como conductor un año mínimo”;

 De acuerdo con el Código de Tránsito, para conducir vehículos pesados se necesita una licencia de conducción de categoría superior, toda vez que, la categoría 04, solamente autoriza para “Conducir motocarros, automóviles, camperos, camionetas y microbuses de servicio público”. Es decir, en los Términos de Referencia se desconoció lo normado en el Código de Tránsito y, en consecuencia, para conducir los vehículos pesados de la Localidad (Volqueta y Compactador) se contrató un conductor que no llenaba los requisitos para tal fin.

Como quiera que no se solicitó la idoneidad necesaria para conducir esta clase de vehículos y el conductor contratado no la acreditó (Licencia de Conducción Categoría 5ª  o superior), se pone en riesgo un bien del FDLT, aunado a una eventual responsabilidad civil extra contractual.

Presuntamente se transgredió lo establecido en los literales  a, b, c y e del numeral 5  del artículo 24 de la Ley 80 de 1993.

Respuesta de la Administración:

“Sobre el requisito exigido en los términos de referencia, referido a la categoría exigida para el conductor contratista: Una vez verificado la documentación del señor CARLOS EDUARDO OVIEDO MARTINEZ, se constató que posee licencia de conducción categoría 5a. En consecuencia, el contenido de los términos de referencia fue únicamente error de digitación. Al ser requerido este contratista manifestó que él aportó constancia de su pase de categoría 4ª, porque así lo exigían los términos de referencia. No obstante se anexa prueba de la real categoría en la carpeta de este contrato.

En la realidad formal, si bien se cometió un error en la elaboración de los términos, no significa haber transgredido ninguna norma de carácter legal, por cuanto el contratista poseía en el momento de la celebración del contrato, pase de categoría 5ª. Respecto a la certificación de experiencia y de conocimientos de mecánica fueron aportados por el contratista”.
La Administración acepta que se cometió un error en los Términos de Referencia y argumenta que “una vez verificado la documentación del señor CARLOS EDUARDO OVIEDO MARTÍNEZ, se constató que posee licencia de conducción categoría 5ª”, sin embargo, se contradice en su respuesta porque, a renglón seguido, señala “Al ser requerido este contratista manifestó que él aportó constancia de su pase categoría 4ª, porque así lo exigían los términos de referencia. No obstante se anexa prueba de la real categoría…”. No es normal tener dos licencias de conducción al mismo tiempo.

El equipo auditor consultó la página Web del Ministerio del Transporte: http://www.mintransporte.gov.co y allí aparece que la Licencia del conductor correspondiente a la C.C. 79.902.353 tiene categoría 4ª. Por sugerencia de la Oficina de Tránsito de Bogotá, telefónicamente se consultó con el señor Juan Carlos Hincapié, de la Oficina de Tránsito de Dos Quebradas, Risaralda, quien manifestó que “el Código de la Escuela de Conducción es de esa ciudad pero que allí nunca se han expedido licencias de 5ª categoría, solamente hasta de 4ª”, información que confirmó vía fax. Presuntamente se trata de un documento apócrifo ya que el número o rango 66170-0001722 pertenece a la licencia de categoría 4ª correspondiente al señor Andrés Ladino Ríos identificado con la C.C. 18.516.872 expedida el 11 de noviembre de 1998. Como quiera que no se verificó, debidamente, la documentación presentada por el contratista, presuntamente se transgredió el artículo 410 del Código Penal.

Segunda respuesta de la Administración:

“Como se indicó en la respuesta del primer informe, en los términos de referencia se cometió una imprecisión sobre el requisito relacionado con la categoría del pase del contratista. Esta situación fue subsanada oportunamente, solicitándole al conductor allegar el pase de 5ª categoría, el cual, según lo indicó el mismo contratista, había sido tramitado desde el año pasado. De otra parte, hay que señalar que los fines de la contratación estatal se han cumplido, al prestar de manera continua y eficiente el servicio contratado, dando cumplimiento al artículo 3 de la Ley 80 de 1993. Esta administración, al recibir el pase de 5ª categoría, obró de buena fe, puesto que con este documento se cumplía lo exigido legalmente.

Por último, es necesario aclarar que no es responsabilidad de esta administración que el contratista posea y haya presentado  dos  licencias de conducción, en diferentes  épocas, y con diferentes categorías; lo importante para el caso es que  aportó las licencias, cumpliendo de esta manera con el requisito exigido legalmente. 

La confrontación de la legalidad de las licencias, la detectó ese ente de Control, quién por deber constitucional, al observar la comisión de una falta presuntamente punible, queda en la obligación de ponerla en conocimiento de la autoridad competente.

Por otra parte, los literales a,  b, c y e del numeral 5 del artículo 24 de la ley 80 de 1993 establecen las indicaciones para los pliegos de condiciones o términos de referencia  de los contratos y  del principio de transparencia, lo  cual nos conlleva a concluir sobre la inexistencia de su presunta violación.

Sobre la materia, la corte constitucional en Sentencia C-645/00, señala: “el contrato de prestación de servicios, se entiende como un mecanismo que utiliza la  entidad estatal para cumplir sus funciones e igualmente realizar sus objetivos” y  en el caso  del  perfil del  conductor en los términos de referencia se establece claramente como requisito poseer  licencia de conducción, y el  objeto  del  mismo contrato  establece  que el servicio se requiere para conducir vehículos pesados. De lo anterior se infiere, tanto por parte de la administración como del particular, la clase de categoría que debe tener el contratista en su respectiva licencia. Además, el contratista presentó su licencia de conducción de categoría 5ª la cual  avala el objeto del contrato. 

Lo importante es precisar que las incoherencias establecidas  dentro de este ítem son errores de forma que en ningún momento conllevan un detrimento patrimonial.

Dentro de los principios del derecho, acogidos por la disposición legislativa, se encuentra el de la  "buena fe", amparado por la Constitución Política en su artículo 83, que lo establece como una presunción respecto de las actuaciones entre los particulares y las autoridades públicas. El principio constitucional de la buena fe tiene el carácter de veraz y transparente.

Ahora, el objeto del contrato tiene como finalidad la conducción de vehículos pesados, exigiendo esta clase de  vehículos  una categoría especial como es la 5ª, y, además, cierta experiencia que va implícita al obtener la licencia de conducir, por lo que no implica que una persona que haya reunido los requisitos para manejar este tipo de vehículos no pueda manejar vehículos de menos exigencia, ya que ello no representa ningún detrimento patrimonial o algún riesgo contra la administración; al contrario, le da mayor seguridad, por cuanto no pone en peligro ni los vehículos ni mucho menos vidas humanas .

Por lo anterior, el art. 3 de la Ley 80/93 no es transgredido ya que se conservan los fines del contrato que es la conducción  y la prestación de este servicio. Sería un error, este sí evidente, si dicho conductor sólo tuviera la licencia de conducir de 4ª categoría y se obligara a manejar  vehículos pesados.

Así mismo, los numerales 5 y 8 del art. 24 no se transgreden ya que se cumplen los objetivos propuestos del contrato, que son conducir, con un ingrediente adicional, se reducen los riesgos por bajar de vehículos de tráfico pesado a  camioneta.

En cuanto al art. 26 en sus numerales 1) y 4), establece el principio de responsabilidad, y por los motivos anteriormente expuestos, conlleva a que la administración, en este caso, aplica en todo su contexto dicho Principio, ya que es una persona idónea  y capaz de desarrollar una actividad como la de conductor, lo cual no representa un peligro para la administración ni causa un detrimento patrimonial. Y aplica el principio de responsabilidad como lo establece la Sentencia de la Corte Constitucional C-004/96: PRINCIPIO DE RESPONSABILIDAD CONTRACTUAL. La consagración del principio de responsabilidad contractual, obedece a la necesaria articulación y armonía que debe existir para garantizar la efectividad y vigencia de los principios de transparencia, economía, de mantenimiento del equilibrio económico financiero del contrato y de selección objetiva que igualmente se establecen en el estatuto contractual, así como a la necesidad de asegurar un equilibrio o balance entre la mayor autonomía y libertad de gestión contractual que se otorga a las entidades estatales, las potestades o privilegios que se les reconocen, y la finalidad de interés publico o social a que debe apuntar la actividad contractual de dichas entidades, cual es la de procurarse la satisfacción de los objetos contractuales, (obras, bienes, servicios etc.), bajo una gestión signada por la eficiencia, la economía, la celeridad y la moralidad, que garantice no solo los intereses de la administración sino de los contratistas que intervienen en la actividad contractual”.
4.1.1.2. Documentos como los oficios de invitación a cotizar y solicitud del certificado de reserva presupuestal no tienen numeración consecutiva de la dependencia o despacho donde se haya originado la actuación, es decir, no se dio cumplimiento a los principios y normas de Control Interno y, especialmente, a lo ordenado en el Memorando No. 316518 de la Secretaria de Gobierno, referente al listado del sistema de codificación.

Igualmente, de las tres (3) propuestas presentadas, fechadas todas el 1º de junio de 2004, no hay constancia de fecha y número de la Oficina de Radicación o de recibido en otra dependencia de la Alcaldía Local.

Con esta conducta, presuntamente, se transgredió lo establecido en los literales e), f) y g) del artículo 2 de la Ley 87 de 1993 y el numeral 5 del artículo 10 del Decreto 205 de 2003. 

Respuesta de la Administración:

“Respecto a la solicitud de certificado de registro presupuestal, esto no requiere de oficio firmado por el Alcalde, por cuanto con la presentación de la orden de servicios a la Oficina de Presupuesto, (acto administrativo), la cual debe ir firmada por las partes, es suficiente requisito para que el Profesional de esa dependencia proceda a expedir el registro presupuestal. En estos casos se ha elaborado una solicitud innecesaria, puesto que se está vulnerando lo dispuesto en el Decreto-ley 2150 del 1995. En la normatividad vigente no hay procedimiento alguno que exija que debe elaborarse oficio para solicitar expedición del registro presupuestal, puesto que quien solicita el registro es la oficina jurídica del Fondo, que utiliza la hoja de ruta, en donde se diligencia y se hace firmar por parte de la persona responsable del presupuesto, para que esta la expida.

Sobre la falta de radicación, nos permitimos manifestar que el procedimiento que se venía aplicando en esta administración era la radicación en la oficina de correspondencia o en la oficina de planeación. Sin embargo, es importante resaltar que en cuanto a las tres propuestas presentadas el decreto 2170 de 2002 en el artículo 11, parágrafo, indica que “cuando el valor del contrato por celebrar sea igual o inferior al 10% de la menor cuantía a que se refiere el literal a) del numeral 1º. Del artículo 24 de la ley 80 de 1993, las entidades podrán celebrarlo tomando como única consideración los precios del mercado, sin que se requiera obtener previamente previas ofertas.” Es decir, que no había necesidad de tres propuestas porque habría bastado con una.

Por lo anterior, no es dable inferir que se violaron normas específicas de control interno”.
Respecto del sistema de codificación, la Administración no dio respuesta a lo observado por el ente de control fiscal y, en cuanto a la falta de radicación en la oficina de correspondencia, no es aceptable el argumento, porque, como se dijo en el requerimiento, los documentos no aparecen radicados en ninguna dependencia de la Alcaldía Local. Además, en este aspecto también se incumple lo señalado en los Términos de Referencia. Se consolida el hallazgo de carácter administrativo con incidencia disciplinario.

Segunda respuesta de la Administración:
“Sobre este aspecto es importante resaltar que estos procedimientos eran desarrollados por la Coordinación Administrativa. Procedimientos internos que se venían ejecutando por esta Coordinación desde administraciones anteriores, los cuales no habían sido objeto de cuestionamientos en las evaluaciones practicadas dentro de las auditorias a los sistemas de control interno.
Ahora, teniendo en cuenta el valor del contrato, según lo indicado en el párrafo del artículo 11 del decreto 2170, este no exigía la radicación de varias propuestas, y por tanto no era requisito tramitar oficios de invitación. 

Respecto del registro presupuestal, me ratifico en la respuesta entregada en los descargos anteriores, puesto que para solicitar registro presupuestal no se requiere oficio de solicitud con numeración consecutiva, por cuanto este documento se diligencia mediante la presentación del contrato firmado por las partes, y con base en este requisito el responsable de presupuesto expide el certificado correspondiente. Prueba de ello es el certificado que obra en  la carpeta contentiva del contrato observado, el cual ampara presupuestalmente el citado contrato;  por consiguiente, no se transgrede normatividad alguna, toda vez que el registro presupuestal fue expedido oportunamente.

Sobre los controles que actualmente existen, al interior de la administración local, estos están soportados en la radicación que se llevaba en la oficina de presupuesto, y con ello se están garantizando que las gestiones  relacionadas con el registro presupuestal, están acompañadas de efectivos controles internos.

Sobre el procedimiento que se explicó en los descargos anteriores, este se refiere a que en la práctica existía una invitación, pero que a los potenciales proponentes se les requería telefónicamente, y estos recibían el contenido de las indicaciones en la oficina de planeación.

4.1.1.3. No hay cuadro de verificación de los documentos presentados y calificación de las propuestas y/o documento que indique cómo se seleccionó al señor Carlos Eduardo Oviedo Martínez, quien además, de acuerdo con la Hoja de Vida (folios 15 a 22), no llenaba los requisitos establecidos en los Términos de Referencia, como son: “4.3. PERFIL DEL CONTRATISTA las personas interesadas para participar en la presente invitación deberán cumplir como mínimo con el siguiente perfil: a. Tener pase (sic) categoría cuarta b. Tener conocimientos básicos de mecánica. C. Certificar experiencia como conductor de un mínimo”, es decir, se desconoció lo indicado en los Términos de Referencia.

Al respecto, también es oportuno señalar que dentro de las pruebas de auditoria se detectó:

a) En la propuesta del señor Fredy Andrés Esparza aparece escrito el número telefónico 720 87 67, al llamar a este número y preguntar por el señor Esparza manifestaron no conocerlo, tampoco al señor Fredy Andrés Pedraza; el señor que contestó la llamada dijo llamarse Asencio Lozada.

b) El señor Fredy Andrés Esparza en su propuesta (folio 13) escribe por dirección de domicilio la Carrera 41 No. 33-13 Sur, en visita de verificación no se encontró dicha nomenclatura, no existe el número; se encontró la Carrera 41 A No. 33-13 Sur, en la cual esta ubicado un edificio de cuatro (4) pisos. En piso cuarto, apartamento 401, reside el señor Asencio Lozada Cedeño, según información suministrada por un joven, quien dijo llamarse Nelson Rojas y que es compañero de estudios de una hija del señor Lozada Cedeño. 

c) Se constató que la dirección relacionada en la propuesta del señor Asencio Lozada Cedeño, Carrera 51 N° 35–65 Sur, se encuentra un edificio de tres (3) pisos; en el tercer piso, que aparentemente es el único destinado para vivienda, dos (2) personas residentes allí manifestaron no conocer al señor Asencio Lozada Cedeño. 

d) El señor Alcalde Local invita a presentar propuesta al señor Fredy Andrés Pedraza (folio 10), pero, quien responde presentando la propuesta es el señor Fredy Andrés Esparza (folio 13).

e) Las invitaciones aparecen enviadas a los señores Fredy Andrés Pedraza, Asencio Lozada Cedeño y Carlos Eduardo Oviedo Martínez (folios 10, 11 y 12) con fecha del 1° de junio de 2004, pero no tienen número y fecha de radicación, fecha y/o nombre alguno que compruebe  la entrega y recibo de las mismas por los destinatarios.

Este organismo de control fiscal, de acuerdo con lo señalado, no entiende cómo la Administración Local le comunicó la invitación al señor Fredy Andrés Pedraza (o Esparza) si la dirección a la cual se le envió la comunicación no existe en la nomenclatura de Bogotá, D. C.; tampoco se explica cómo se enteraron de la invitación a proponer los señores Fredy Andrés Esparza y Asencio Lozada Cedeño, quienes presentan propuestas y reiteran direcciones que no corresponden.

Por lo expuesto, este organismo fiscalizador encuentra falta de rigor en la evaluación y control de la documentación y fallas en el proceso de selección objetiva del contratista. 

Normas presuntamente transgredidas: artículo 3º; literal c) del numeral 5º y el numeral 8º del artículo 24; los numerales 1º y 4º del artículo 26 de la Ley 80 de 1993.

Respuesta de la Administración:
“Efectivamente en la carpeta de los contratos no reposa el cuadro de verificación de los documentos y calificación de las propuestas. Estos documentos se venían archivando en carpeta independiente la cual existe en la Oficina de Planeación. En consecuencia se revisará este procedimiento y se anexarán a los contratos respectivos.  

Respecto a la falta de documentación por parte del contratista Eduardo Oviedo Martínez, la documentación sí existe y se allegará a la carpeta respectiva. 

En cuanto a las observaciones presentadas en los literales a, b, y c queremos manifestar que una vez se verificó directamente con los proponentes se estableció la causal real de estas presuntas irregularidades, la cual se aclara con las declaraciones juramentadas aportadas por estas personas. Y esta causal hace referencia con el cambio de información de manera involuntaria y de buena fe en las propuestas. Las declaraciones extrajuicio de las personas que hicieron las propuestas se anexarán al contrato.

Sobre la invitación al señor Freddy Andrés de apellido PEDRAZA, fue error involuntario al elaborar la invitación. Porque el apellido real es ESPARZA. Sin embargo, esta comunicación fue conocida por el verdadero destinatario FREDY ANDRES ESPARZA. Prueba de ello es la propuesta y la declaración juramentada. Sobre la prueba de que las invitaciones fueron recibidas por estos señores, basta verificar la existencia de su respuesta en la carpeta.

Por otra parte queremos precisar que únicamente se hacía verificación de la propuesta a contratar, por cuanto la normatividad vigente (Decreto 2170 de 2002, artículo 11) sólo exige como requisito una sola propuesta”.
Respecto del cuadro de verificación, la administración acepta que no reposaba en la carpeta del contrato. En las evaluaciones jurídica, administrativa y financiera, allegadas después de la evaluación fiscal (folios 63 al 68), se detecta que éstas adolecen de la fecha en que se realizaron; tienen contradicciones, tales como: en la del señor Carlos Oviedo Martínez, en el numeral “2 Disponibilidad Presupuestal, El valor de la propuesta supera la disponibilidad presupuestal” dice SI, en el numeral “8 Propuesta económica, El valor de la propuesta supera la disponibilidad presupuestal” dice NO; en los numerales 4 Persona natural, Tiene experiencia suficiente”, dice Si, en el numeral “7 Propuesta técnica, El proponente acredita experiencia específica en el área objeto de la presente invitación” dice NO. 

En cuanto a lo señalado en literales a), b), y c), la administración acepta la existencia de irregularidades en el cambio de información en los documentos indicados y señala que se estableció la causa real de estas presuntas irregularidades, argumento que no es de recibo dado que la verificación es extemporánea. 

El hecho de que aparezcan documentos de propuestas en la carpeta, no demuestra que, las personas a quienes estaban dirigidas las invitaciones, las hayan recibido en las direcciones que allí aparecen. Los documentos allegados a la carpeta del contrato, después de la auditoria, contradicen la respuesta de la Administración porque en el “Acta de Declaración Juramentada” (folios 69 y 70) los declarantes manifiestan que la invitación fue telefónica y la administración asevera que fue escrita. Al respecto, el ente fiscalizador practicó pruebas de auditoria con el resultado que las direcciones estaban erradas. 

Presuntamente se transgredió los artículos 409 y 410 del Código Penal.

Segunda respuesta de la Administración:

“El cuadro de verificación fue aportado con el informe anterior, el cual hacía ya parte de las carpetas, y obran a folios 63 a 68.  

En cuanto a la aludida falta de claridad de las propuestas, porque al momento de su verificación no se pudo constatar su información por tener números telefónicos y direcciones erradas, los mismos proponentes mediante declaración juramentada explicaron el origen de esta presunta equivocación, la cual había sido objeto de intercambio involuntario de esta información en las dos propuestas, por haberse elaborado en el mismo establecimiento. Afirmación que no fue tenida en cuenta por el evaluador del informe. (Ver declaración juramentada).

Consideramos que las inconsistencias que fueron detectadas en el cuadro de evaluación, que como se ha afirmado es un documento preparado por la coordinación Administrativa, fueron errores, que si bien debe ser objeto de consideración, no alteraron el resultado de esta evaluación”. 

4.1.1.4. En el objeto de la orden de prestación de servicios se pactó: “OBJETO conducir los vehículos pesados de propiedad del Fondo de Desarrollo Local de Tunjuelito y que se encuentran al servicio de la Alcaldía Local”, sin embargo, analizada las  Planillas de Labores realizadas por el conductor (folios 38, 39, 47, 48, 55 y 56), se observa que tan solo en ocho (8) días manejó, como vehículos pesados, el volquete de placas OBC 053 y un compactador de placas OBD 694 y que la “ACTIVIDAD” fue “TRANSPORTE” al servicio de la “DEPENDENCIA” Asesoría Obras, Asesor Jurídico e Inspecciones, pero no se indica la clase de transporte, si fue a los señores funcionarios o de materiales bajo la dirección de ellos. El resto de días de la prestación del servicio aparecen relacionados manejando la camioneta Chevrolet Rodeo de Placas OBE 651, vehículo asignado al servicio del señor Alcalde Local, pero que no está dentro de los contemplados como vehículos pesados.

De lo anterior, se observa que, no hay congruencia entre la solicitud de certificación a la Secretaría de Gobierno para que se certifique que no existe un conductor adicional que pueda ser designado en la Alcaldía Local de Tunjuelito para la conducción de los vehículos pesados de propiedad del Fondo de Desarrollo Local, los Términos de Referencia, la Orden de Prestación de Servicio con el servicio propiamente prestado por el señor contratista, conducir la camioneta al servicio del señor Alcalde Local.

Normas presuntamente transgredidas: artículo 3º; literal c) del numeral 5º y numeral 8º del artículo 24; y, los numerales 1º y 4º del artículo 26 de la Ley 80 de 1993.

Respuesta de la Administración:

“En la orden de servicios, ítem obligaciones especificas del contratista numeral 1, se estipula que el conductor deberá: “conducir cualquiera de los vehículos del FDLT que se encuentren al servicio de la Alcaldía Local, acorde a las necesidades de la Administración”. De esta manera se debe concluir que no hay desacato a ninguna norma legal ni contractual.
La respuesta no desvirtúa lo señalado por el equipo auditor en el sentido de que en los Términos de Referencia y en la solicitud de certificación a la Secretaría de Gobierno se requería un conductor para vehículos pesados pero que en realidad el Fondo contrató un conductor para vehículos livianos.
Segunda Respuesta de la Administración:

“Nos ratificamos en al respuesta entregada en el pliego anterior, porque si bien es cierto que este contratista ha conducido vehículos livianos, es porque una de las obligaciones contractuales lo permiten. Obsérvese que en la Orden de Servicio, folio 33, capítulo “Obligaciones específicas del contratista”, se señala en el numeral primero como obligaciones del contratista: “Conducir cualquiera de los vehículos de propiedad del FDLT y que se encuentren al servicio de la Alcaldía Local.” Igualmente a folio 7, en los términos de referencia se indica que es obligación del contratista “conducir cualquiera de los cinco vehículos de propiedad del FDLT y que se encuentran al servicio de la Alcaldía Local...” No hay duda sobre las obligaciones contractual, las cuales eran manejar vehículos livianos y pesados”. 

4.1.1.5. En la carpeta contentiva de la orden de servicios, no reposan documentos, tales como: ficha de formulación del proyecto, copias de la resolución de nombramiento, acta de posesión y demás documentos que acrediten la facultad del señor Alcalde Local para contratar, así como su identificación.

Lo anterior indica falta de diligencia en el manejo y archivo de la documentación de los contratos.

Presuntamente se incumple con lo normado en el articulo 35 del Decreto  Distrital 854  de 2001; literales e), f) y g) del artículo 2º de la Ley 87 de 1993. 

Respuesta de la Administración:

“Estos documentos serán aportados a la carpeta”.
No se desvirtúa lo señalado por el equipo auditor.

Segunda respuesta de la Administración:

“Los documentos exigidos en este punto, ya fueron aportados a la correspondiente carpeta, que se entregó con los descargos. Además hay que indicar que estos documentos por su  naturaleza fueron expedidos con anterioridad a la firma del contrato, y que eran de público conocimiento. Esta era una de las razones, por la que se solicito en los descargos que se decretara la prueba de inspección ocular, que a la vez reiteramos en este escrito. Por último, hay que indicar que estos documentos no son de manejo exclusivo de esta administración, sino de la administración central, y a la vez hacen parte de otros contratos examinados por esta auditoria. Según el manual de funciones, existe un funcionario responsable de armar las correspondientes carpetas, y es el abogado del Fondo, y es el quien tiene que verificar que estos documentos estén dentro de la carpeta”.

Evaluada la respuesta, en Mesa de Trabajo, se consideró que no es satisfactoria porque no desvirtúa ni justifica lo observado por el Equipo Auditor respecto de este contrato. 
Hallazgo de carácter Administrativo con incidencia Disciplinaria y penal. Debe incluirse en Plan de Mejoramiento y la Contraloría dará traslado a la Personería de Bogotá, D.C. y a la Fiscalía General de la Nación, para lo de su competencia.
Teniendo en cuenta que a la fecha de la evaluación por parte del equipo auditor, el contrato se encontraba en ejecución, la Contraloría de Bogotá, D. C., se pronunciará en forma definitiva una vez se ejecute, se realicen los pagos y se surta el acto de liquidación, si a ello hay lugar.
4.1.2. Contrato de Prestación de Servicio 06-CPS-025-2004 (julio 23)

Contratista: Yeny Patricia Arévalo López. Objeto: Prestar el servicio de apoyo a las comunicaciones y divulgación de la gestión en la Alcaldía Local de Tunjuelito. Valor: Ocho millones quinientos mil pesos ($8.500.000). Plazo: Cinco (5) meses.

En el examen fiscal se detectaron las siguientes observaciones:
4.1.2.1. Durante el día lunes diecinueve (19) de julio de 2004, se llevaron a efecto los trámites necesarios para adjudicar y suscribir el contrato 06-CPS-025-2004, incluido el Acta de Iniciación del mismo (folios: 7 al 67), debido a lo anterior se observa que la Administración Local no tuvo el tiempo necesario para efectuar las verificaciones de los datos consignados en cada una de las propuestas presentadas contraviniendo lo normado en el numeral 2 del artículo 26 DEL PRINCIPIO DE LA RESPONSABILIDAD de la Ley  80 de 1993.

“En esta observación, al parecer, se está cuestionando la eficiencia de los funcionarios y su capacidad de gestión cuando se afirma que “...no se tuvo el tiempo necesario para efectuar verificaciones sobre los datos consignados en las propuestas ...”. respetuosamente me permito considerar que es responsabilidad de los funcionarios el cumplimiento de las funciones asignadas de acuerdo a sus capacidades, profesionalismo y ritmos de trabajo. 

El hecho de que se haya evaluado en un solo día las tres propuestas no significa que esa evaluación no haya sido satisfactoria o este mal realizada o no haya sido objetiva. 

Por otra parte, queremos insistir que el Decreto 2170 no consagró procedimiento alguno para contratación de mínima cuantía, de acuerdo al parágrafo del artículo primero de la norma citada. Razones que deben impedir elaborar juicios sobre la presencia de ligerezas o irresponsabilidades en el análisis y evaluación de lo referido”.
La respuesta no desvirtúa lo observado por el ente fiscalizador, la evaluación no fue satisfactoria, toda vez que se presentaron fallas tales como aceptar certificaciones vencidas, suscribir el Acta de Iniciación sin el pago de la publicación en el Registro Distrital (agosto 12 de 2004), en la fecha de la suscripción del contrato no contar con afiliación a una EPS y Pensiones (al parecer esta se efectuó el 18-08-2004).
Segunda respuesta de la Administración:

“En los términos de referencia de este contrato no se indicó cronograma alguno para la realización de estas actividades. Sin embargo, hay que decir, sin lugar a dudas, que este procedimiento se agotó de esta manera, por verdadera urgencia y necesidades del servicio. Estas necesidades fueron las que definieron la urgencia en su trámite y el inició de su ejecución.

Además, el artículo 25 de la ley 80, numeral 4o, principio de economía, indica que los trámites se adelantarán con austeridad de tiempo, medios y gastos sin dilaciones, ni retardos en la ejecución.

Sobre los requisitos de seguridad social,  se anota que para el primer pago, fueron requeridos,  y que por lo tanto, así hubiese sido de manera posterior, se subsanó su omisión. Según lo indica la contratista mediante declaración jurada, que se anexa, los documentos fueron entregados en la oficina jurídica del fondo de desarrollo Local, donde después de revisarlos y aceptarlos se elaboró el contrato”.

4.1.2.2  En la invitación (folio 16) que incluyen los términos de referencia, se estableció que la propuesta deberá radicarse en la Oficina de Correspondencia de la Alcaldía Local de Tunjuelito. No hay constancia sobre el cumplimiento de este requisito, pues, no hay número y fecha de recibido en la propuesta no presenta numeración, sello o firma de la oficina de Radicación ni de ninguna otra dependencia de la Localidad. Incumpliendo lo establecido en los términos de referencia que hacen parte del contrato y son ley para las partes.  Inobservando lo normado en el numeral 2 del artículo 26 DEL PRINCIPIO DE LA RESPONSABILIDAD de la Ley  80 de 1993, así como el literal e del artículo 2 de la Ley 87 de 1993

“Esta propuesta, según explicación de la contratista, fue radicada en la oficina Jurídica del Fondo de Desarrollo, mediante entrega directa que ella hizo al Doctor Octavio Quintero, quien recibió y verificó dicha documentación.   

De tal manera, que al ser recibida esta información por el asesor jurídico, responsable del manejo de esta documentación en el proceso precontractual, no se causó ningún perjuicio a la entidad, ni se violó ninguna de la normatividad planteada.
No se desvirtúa lo señalado por el equipo auditor, se argumenta que la contratista manifestó haberla entregado en la Oficina Jurídica pero no hay constancia al respecto.
Segunda respuesta de la Administración:

“Este procedimiento, sobre la recepción de documentos, se practicó de la manera como se indicó en la primera respuesta al informe de auditoría, y el profesional responsable de verificar este trámite, en esa oportunidad, lo aceptó sin ninguna objeción. Este tratamiento o procedimiento fue el que se le dio a todas las propuestas de este contrato, en  aplicación del  principio de igualdad para todos los proponentes. No hay duda que en los términos de referencia se indicaba que las propuestas debía ser radicadas en correspondencia; exigencias que no era  acatada por la Oficina de planeación, en este y otros contratos”.
La respuesta no desvirtúa lo señalado por el equipo auditor, por el contrario, entra en contradicción, al señalar que la exigencia no era  acatada por la Oficina de planeación, en este y otros contratos”. 

4.1.2.3 La Contratista en su propuesta no presenta la metodología para la ejecución del contrato  en donde se debía especificar las actividades a realizar, los instrumentos metodológicos a usar en el desarrollo de los objetivos propuestos (folio 15), la contratista solo transcribió las catorce (14) actividades mínimas relacionadas, sin tener en cuenta lo establecido numeral 2 del artículo 26 DEL PRINCIPIO DE LA RESPONSABILIDAD de la Ley  80 de 1993, así como el literal e) del artículo 2 de la Ley 87 de 1993

“Respecto a la metodología me permito afirmar que este requisito existe en el numeral 2 de la propuesta. Documento que aparece a folio 41 del contrato, y que no fue observado por el equipo auditor. Por esta razón no se puede afirmar que se desconoció norma alguna.
La respuesta no desvirtúa lo indicado por el ente fiscalizador. Lo descrito en el numeral 2 de la propuesta no indica: Objetivos específicos, actividades a realizar, los instrumentos metodológicos para desarrollar los mismos, el alcance y su cronograma.
Segunda respuesta de la Administración:

“La contratista se obligó de acuerdo con los términos de referencia. Con fundamento en  ellos y  con base en el contenido de la propuesta,  y con  los informes presentados,  se puede inferir que sí se estaba cumpliendo con el objeto del contrato.   

Se  observa que en la invitación que obra a folio 15,  la administración,  describe la  metodología  exigida para esa contratación y que en  la solicitud de contrato (términos de referencia),  está plasmado el objeto contractual, que exige un perfil profesional específico, así como las actividades a ejecutar y plazo de ejecución, como instrumentos metodológicos que constituyeron  la base de la oferta y de cumplimiento del objeto contractual.

Los  anteriores parámetros, que  son obligatorios para las partes contratantes, tal como lo señala el Código de Comercio, al referirse  a la oferta y su aceptación, forman parte integral que no puede ser escindida”.
4.1.2.4 Toda vez que los contratos de prestación de servicios son para ejecutar actividades relacionadas con la administración, estos se celebrarán con personas naturales cuando no se puedan realizar con personas de planta o requieran conocimientos especializados. Se detectó que dentro de la carpeta del contrato no reposa el Oficio de la Administración, solicitando a la Secretaría de Gobierno la asignación de un Profesional en comunicación social o afines y tampoco se evidencia la respuesta (No hay) de la Secretaría de Gobierno para poder cumplir con la contratación. Sin tener en cuenta lo normado en el numeral 3 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993.

“Copia de este documento reposa en la Dependencia de Gestión Humana de Secretaría de Gobierno, y que se aporta en copia. Norma que no se está violando”.

No se acepta la respuesta porque la Administración allega una certificación expedida el 22 de septiembre de 2003, solicitada por otra administración el 18 de septiembre de 2003, para la ejecución de una vigencia fiscal anterior, para celebrar otro contrato. No es válido pretender que una certificación expedida para un caso específico sea utilizada indefinidamente, sino que es necesario solicitarla para cada caso. Presuntamente, se violaron los artículos 409 y 410 del Código Penal, además de las normas ya citadas.  

Segunda respuesta de la Administración:

“El requisito establecido en el numeral 3 del articulo 32 de la ley 80 establece que “son contratos de prestación de servicios los que celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse con personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta ...”  si bien esta certificación sobre la inexistencia de  personal de planta no obra en el expediente, se ha subsanado con la certificación expedida por la oficina de recursos humanos, donde se indica que a la fecha de celebración del contrato ni a la fecha de dar respuesta a las inquietudes de la contraloría, no existía personal de planta.  (Se anexa certificación”). 

La respuesta no desvirtúa lo señalado por la Contraloría. Este requisito debe cumplirse previamente y no a posteriori.
4.1.2.5. Las Certificaciones de Antecedentes Disciplinarios de la Personería de Bogotá y de la Procuraduría General de la Nación, están prescritas por tener más de tres (3) meses de expedidos (folios 18 y 19) sin tener en cuenta lo que se indica dentro del cuerpo de los mismos certificados, incumpliendo el numeral 2 del artículo 26 DEL PRINCIPIO DE LA RESPONSABILIDAD de la Ley  80 de 1993, así como el articulo 174 de la Ley 734 de 2002 

“Ante la formulación de esta observación se requirió a la contratista, quien de manera inmediata lo aportó, el cual se anexa a la carpeta del contrato. En este punto, se debe indicar que la responsabilidad de la verificación de estos documentos radica en cabeza del Abogado del Fondo, según lo indican la resolución No. 128 del año 2003. 

Además esta constancia aportada  solamente estaba con 4 días de vencimiento y la nueva  no reporta ningún antecedente, como evidentemente no lo indicaba la primera constancia. Por ello es importante que en la interpretación de esta observación se deba aplicar la proporcionalidad de la norma. Ya que no se estaría violando el principio de responsabilidad, por vencimiento de esta constancia por pocos días. Porque con la nueva certificación realmente se verificó la inexistencia de antecedentes disciplinarios por parte del contratista, superando el eventual riesgo por esta omisión”.
La administración acepta lo observado por el ente fiscalizador. No es válida la justificación de que “solamente estaba con 4 días de vencimiento”, porque el término de vigencia fijado por la Ley es perentorio. 
Segunda respuesta de la Administración:

“Reiteramos la respuesta que se había entregado, porque con la nueva certificación se está demostrando que este contratista no ha tenido antecedentes disciplinarios. Con los documentos allegados se subsanó esta observación. Con el inicio de sus labores se estaba evitando que se interrumpiera el servicio, y con ello garantizar las finalidades esenciales de la contratación. El objetivo práctico y legal de esta certificación es evitar que el contratista esté incurso en alguna inhabilidad por razón de la presencia de antecedentes disciplinarios, con la nueva certificación se supera este riesgo”. 

4.1.2.6. El Supervisor del Contrato es el Coordinador Administrativo y Financiero, según Cláusula 8° y Acta de Iniciación (folios 59 y 66 respectivamente), pero él no asume dicha responsabilidad. A folio 72, quien certifica el cumplimiento a las obligaciones del contrato 06-CPS-025-2004 entre el período 19 de julio y el 18 de agosto de 2004, es el Alcalde Local, en calidad de supervisor, dicha certificación no posee el logo institucional, no tiene fecha de expedición, no tiene código de la dependencia que lo produjo, ni iniciales de la persona que lo proyectó y elaboró.  El señor Alcalde asume tácitamente la supervisión del contrato contraviniendo lo pactado en la mencionada cláusula, incumpliendo lo normado en los numerales 1 y 2 del artículo 26 de la Ley 80 de 1993 al igual no cumple lo establecido en el Memorando No. 316518 de la Secretaria de Gobierno.

“Sobre la certificación de cumplimiento deseo informar que la contratista desarrolla actividades y obligaciones muy cercanas a mi despacho, por lo que me permití certificar directamente su cumplimiento, aunque exista delegación. Igualmente  este contrato de prestación de servicios, junto con el informe y la certificación de cumplimiento fueron remitidos al Coordinador Administrativo, quien refrendó esta actividad, la cual ya reposa en la carpeta. En cuanto a la certificación de cumplimiento esta puede ser verificable tanto por los funcionarios de la administración local, como por los funcionarios del nivel central con quienes se desarrollan acciones conjuntas; igualmente pueden ser verificables por la comunidad, los medios de comunicación y las organizaciones sociales que han encontrado corresponsabilidad en la continua comunicación de la gestión local.

Aunque la certificación hubiese sido firmado por el Alcalde, no significa una irregularidad, porque la supervisión general de todos los contratos sigue estando en cabeza del Alcalde (Art. 36 del Decreto 854); aunque se haya delegado esta función no se puede inferir que no se pueda ejercer la supervisión en cualquier momento, porque, como ya se indicó, la ejecución de estas tareas, son de verificación directa de este despacho, dada su naturaleza. Circunstancias que explican porque no se vulneró ninguna norma legal”.
Se acepta la respuesta en cuanto a que el Coordinador Administrativo allegó los documentos que demuestran el cumplimiento de las funciones de supervisión del contrato. En cuanto a la falta de requisitos de los documentos expedidos se consolida el hallazgo administrativo. 

Segunda respuesta de la Administración:

“Sobre las formalidades del documento, se observa que fue firmado por el Representante Legal del Fondo, y según el Código de Procedimiento Civil, artículo 264,  estos documentos de carácter público, dan fe de su otorgamiento, de su fecha y de las declaraciones que hace el funcionario, de donde se puede decir que  su fecha,  corresponde a época posterior al vencimiento del período al que se refiere, y que   este período esta claramente indicado en dicho documento. Sobre la ausencia de los requisitos formales señalados se ordenará su cumplimiento por parte de todas las dependencia de la administración”. 

4.1.2.7. En el numeral 14 INFORMES MENSUALES de la cláusula Segunda del contrato se observa que la contratista debe presentar informes detallados (folio 49) lo cual no se cumple a cabalidad  debido a que los informes presentados son generales y se giran las órdenes de pago sin el debido rigor en la supervisión e incumpliendo lo establecido en el contrato.

“La contratista mensualmente ha aportado los informes de conformidad a lo estipulado en el contrato. En respuesta a esta observación la contratista aportó carpeta que contiene documentos que reflejan sus actividades, la cual hará parte del contrato. Además, en mi concepto, fueron suficientes y detallados”.
Analizados los documentos aportados, el equipo auditor encuentra que no se trata de informes detallados, como asevera la administración, porque no se hace una relación específica de las actividades desarrolladas en un período determinado en ejercicio del contrato.
La administración no argumentó por segunda vez. 
Evaluada la respuesta, en Mesa de Trabajo, se consideró que no es satisfactoria porque no desvirtúa ni justifica lo observado por el Equipo Auditor.

Hallazgo de carácter Administrativo con incidencia Disciplinaria, debe incluirse en Plan de Mejoramiento y la Contraloría dará traslado a la Personería de Bogotá, D.C. para lo de su competencia.
Teniendo en cuenta que a la fecha de la evaluación por parte del equipo auditor, el contrato se encontraba en ejecución, la Contraloría de Bogotá, D. C., se pronunciará en forma definitiva una vez se ejecute, se realicen los pagos y se surta el acto de liquidación, si a ello hay lugar.
4.1.3. Contrato de Suministro Nº 06-CS-05-2004

Contratista Ernesto Morales Pérez, el objeto del contrato es suministrar a título de venta carpas y banderas para el Fondo de Desarrollo Local de Tunjuelito, de acuerdo a los precios pactados y propuestos en la oferta presentada por el contratista, la cual hace parte integral del presente contrato de suministro y vigentes al momento de la celebración del contrato, el valor es de siete millones novecientos noventa y tres mil novecientos pesos ($7.993.900), con un plazo de quince (15) días y fecha de suscripción 28 de julio de 2004.

En el examen fiscal se detectaron las siguientes observaciones:
4.1.3.1. La Administración contrató la adquisición de Carpas y Banderas para la Localidad, pero no hay dentro de la carpeta del contrato documento que soporte la necesidad de esta compra, no hay formulación de proyecto en donde se incluya dicha actividad sin observar presuntamente lo normado en el literal c) y h) de la Ley 87 de 1993.

“Si existen soportes de la necesidad de la compra, a través de documentos elaborados por el Almacenista y el Coordinador Administrativo, los cuales se anexarán a la carpeta. Además la necesidad se hizo apremiante por la visita a la localidad de nuestro Alcalde Mayor, dentro del programa “Alcaldía en Movimiento”. El proyecto se formuló para este contrato, y es el No. 6038 “fortalecimiento de la capacidad operativa de la administración Local”, que fue elaborado por la Oficina de Planeación, cuya copia se anexará al contrato.

Por lo anterior no se están desconociendo los literales c y h  de la ley 87 de 1993”.
No se acepta la respuesta porque verificados los documentos del Proyecto 6038, en los componentes y actividades no está contemplada la compra de carpas y banderas. Además, la visita del Alcalde Mayor no puede ser generadora de gastos extraordinarios.
Segunda respuesta de la Administración:

“Este documento obra a folio 18, y aún cuándo se le ha denominado “SOLICITUD DE CONTRATO”, contiene todas  las exigencias  propias de unos términos de referencia,  tales como actividades a ejecutar, que en los  seis primeros ítems, describen perfectamente el objeto del contrato (carpas y banderas), así como  el   análisis de conveniencia. De esta  forma, se cumple con lo requerido en el artículo 8 del decreto 2170. 

Si bien es cierto que la visita del alcalde mayor, por sí sola no debe generar erogaciones presupuestales, es también cierto que esta adquisición no se puede considerar administrativamente como un gasto. Y es indebido asumirlo como gasto, por cuanto son elementos que representan la institucionalidad no solo de la administración local sino del ente territorial y del país. Su justificación, no es otra que la necesidad que debe tener toda entidad, de cualquier orden, de contar con los símbolos patrios, y con los elementos propios para hacer presencia ante la comunidad. La presencia del Alcalde mayor, fue un aspecto coyuntural que se aprovechó para concretar esta adquisición y suplir esta evidente necesidad. Si su visita fuera sencillamente protocolaria, también se tendría razón, pero esta obedece un plan de gobierno y a la ejecución de una política distrital, frente las comunidades locales, que no es necesario demostrarla por ser hecho públicamente conocido. Y es tan esencial esta adquisición, que es la imagen de nuestra administración. 

El proyecto 6038 está formulado para el fortalecimiento a la capacidad operativa de la administración Local. Concepto genérico que puede involucrar un número, si bien no indefinido, si muy amplio de ítem, con la única condición o requisito que sean necesarios para la Administración Local. Obsérvese que las carpas y banderas que existían estaban deterioradas, según se evidencia con los requerimientos de los funcionarios de Almacén y Coordinación Administrativa. Además, de manera más específica, la matriz proyección de gastos mínimos esencial de operación 2004, obra la imputación No 3.1.1.11 07.33.60.38 3.1. denominada “sede alcaldía. Estos elementos eran los que permiten la presencia de nuestra alcaldía en los diferentes eventos ante la comunidad. Se constituye en una sede ambulante”.
La respuesta no desvirtúa lo endilgado por el grupo auditor, los  argumentos de la Administración no son válidos, especialmente el “que las carpas y banderas que existían estaban deterioradas”, porque no está demostrado el deterioro de dichos elementos, además, no está probado que estas compras estén contempladas en el Proyecto señalado, lo que figura a folio 18 es la Solicitud de Contrato.
4.1.3.2. Se observa que no se invita a presentar propuesta a Solmary  Benavides W. ni a Oscar Armando Pulido, por tanto, no se entiende cómo los oferentes se enteraron de los servicios y bienes a proponer.

“Con base en la información comercial que existe en la Oficina de Coordinación Administrativa, esto es, tres propuestas,  se elaboró un estudio de precios. Sobre este procedimiento, es vital advertir que nuestra obligación legal según el Decreto 2170 de 2002, artículo 11, era analizar una propuesta. Sin embargo, con base en este estudio se estableció y se contrató con el proponente que había presentado la oferta comercial más favorable para la administración”.

No se da respuesta a lo observado por el equipo auditor.

Segunda respuesta de la Administración:

“Reiteramos nuestro primer comentario de este escrito, en el que se indica que no es requisito que debe ser cumplido por la administración, y que  el exigirlo, por costumbre, con el fin seguramente de proteger los intereses de la  Entidad, se incurre en exceso y no en defecto, y por ello precisamente no se le puede endilgar su vulneración. Sobre  la  preocupación de esa Auditoria, en relación con la  presencia de  estas dos (2) propuestas, sin previa invitación, insistimos que no obstante ser requisito inane,  esta invitación se hizo para la  época en forma telefónica por parte de la Oficina de  Planeación; formalidad que en la fecha se tendrá el cuidado de hacerla por escrito, atendiendo esta observación”.

La respuesta no desvirtúa lo observado por la auditoría. No hay claridad de cómo los mencionados proponentes se enteraron de las características de los bienes que requería la Alcaldía y de las condiciones en que se debía presentar la oferta y en qué oficina.
4.1.3.3. En los  folios 10, 11, 12, 13 y 14 aparecen dos (2) propuestas o cotizaciones firmadas por Solmary Benavides W. con dirección Calle 7 Sur Nº 9-34, por $8.320.000 y Oscar Armando Pulido con dirección Calle 50 B Sur Nº 35-33, por $8.600.000 en el  folio 15, hay un Estudio de Mercado firmado por el Coordinador Administrativo y Financiero sobre las anteriores cotizaciones más una tercera propuesta a nombre de Ernesto Morales, por $7.993.000, que aparece posteriormente a folios 30 a 32; a esta última sí le envió invitación a proponer, mientras a las demás no hay claridad sobre la aparición de sus ofertas. Ninguna de las propuestas y las respuestas a ellas certifica que sean fabricantes o confeccionistas de carpas y banderas que es lo que se requiere. Con esta conducta, presuntamente, se transgredió lo establecido en los literales e), f) y g) del artículo 2 de la Ley 87 de 1993 y el numeral 5 del artículo 10 del Decreto 205 de 2003, así como el artículo 3º de la Ley 80 de 1993.

“Como se ha indicado en otros comentarios, el procedimiento que se venía aplicando era radicar los documentos en la oficina de correspondencia o en la Oficina de Planeación.  

En relación a este punto, es importante mencionar que el contratista seleccionado se dedica al ejercicio del comercio, y ha tenido trayectoria y experiencia sobre este tipo de confecciones. Condiciones que se pueden verificar directamente sobre el producto entregado, el cual se garantiza con unas marquillas particulares, que lo identifican, y con lo manifestado en la declaración juramentada que el propio comerciante aporta, junto con evidencias fotográficas del lugar donde se elaboraron dichos elementos. Y en tratándose de contratación de mínima cuantía no requería la obtención de varias ofertas. 

La respuesta no es aceptable porque los documentos no aparecen radicados en las oficinas de Correspondencia o de Planeación. El documento que acredita a un ciudadano la calidad de comerciante es el Certificado de Existencia y Representación expedido por la Cámara de Comercio y en la carpeta no reposa y tampoco se allegó, desconociendo lo estipulado en los términos de referencia o invitación a proponer que dice “la propuesta deberá venir acompañada del certificado de Cámara y Comercio, certificado del NIT y de la cédula del representante legal de la compañía y especificando dentro de la misma si son responsables del IVA y a qué régimen  pertenecen”, documentos que no se allegaron con la propuesta. No se entiende cuál es la finalidad de allegar una Declaración Extrajuicio, fechada el 13 de noviembre de 2004, presentada “por solicitud telefónica del señor Alcalde Local de Tunjuelito”. 

De acuerdo con las cotizaciones efectuadas por este grupo de auditoría, mediante escogencia al azar de tres establecimientos que aparecen en el Directorio Telefónico, a saber: Jae Decora (Nit 3.229.978, Régimen Simplificado), $3.100.000; Kioscos y Parasoles $3.300.000 y Euro Carpas $3.240.000, se estableció que el precio promedio de mercado de las dos carpas asciende a $3.213.333. Al comparar este precio de mercado con la suma pagada por el FDLT de $5.798.000 se determina una diferencia de $2.584.667, que se constituyen en detrimento del patrimonio público.

Así mismo, de acuerdo con la diligencia administrativa fiscal adelantada por este grupo auditor, la señora Solmary Benavides White, identificada con la Cédula de Ciudadanía 39.088.130 expedida en El Plato, Magdalena, declaró haber confeccionado las banderas que se encuentran en el Almacén del FDLT, por orden de la señora Yanny Zambrano Díaz con la cédula 52.835.202 de Bogotá por la suma de $920,000. Al FDLT, según comprobante de entrada No. 0020 del 22 de septiembre de 2004, las banderas tienen un valor de $2.195.900. Entre estas dos cifras se presenta una diferencia de $ 1.275.900. En conclusión en este contrato la diferencia entre lo cobrado al FDLT y los precios del mercado es de $3.627.233.

Además de las normas ya citadas, presuntamente, se transgredieron los artículos 409 y 410 del Código Penal.

Segunda respuesta de la Administración:

“Como lo anotamos en el punto anterior, este requisito de efectuar invitaciones para ofertar no es de exigencia legal y en consecuencia su inobservancia no infringe ninguna norma legal, no obstante con la información de las dos (2) propuestas,  la oficina de Planeación realizó estudios de mercado como consta a  folio 15. A folio 69 A, obra la constancia de la consulta al SISE, que se toma como referente, dentro del umbral superior, para los estudios e mercado.

Es de aclarar, que en relación con la  actividad profesional del contratista, esta no era necesario acreditarla, porque el señor ERNESTO MORALES, ofertó y contrató como persona natural  y así se indica  textualmente en la parte inicial del contrato.

Si bien es cierto que en la invitación se exige certificado de Cámara de Comercio, denominador común en todas las invitaciones y términos de referencia, este requisito debe entenderse que se aplica solamente para el caso de personas jurídicas. Obsérvese que esta invitación, estaba dirigida a persona natural.

De otra parte, ésta adquisición está soportada por un estudio de mercado, ( folio 15), elaborada por el Coordinador Administrativo, donde se puede determinar el valor y que la oferta  más favorable correspondía al señor ERNESTO MORALES. 

El sobre costo que se enuncia  por el ente  Fiscalizador, se desvirtúa con los precios existentes en el Sistema de Información para la vigilancia de la contratación estatal SISE, porque los productos cotizados se encuentran por valores superiores a los adquiridos. Este sistema es manejado por la Contraloría General de la Nación, que  fue consultado para que sirviera de punto de referencia, para constatar que el precio contratado fuera inferior. Se anexa copia  este documento,  para que sea tenido como prueba, ya que es un referente oficial y de naturaleza legal. (folio 69 A). 
Sobre  la autenticidad de la propuesta de la señora  SOLMARY BENAVIDEZ,  la administración local la aceptó de buena fe,  al igual que las demás  propuestas, y  la calificación  de falsa, le corresponderá a la autoridad competente. Principio de buena fe que está consagrado en la Constitución Política como determinante en la  interpretación de las relaciones que se presente por particulares ¿

En cuánto a  la recepción de estas propuestas, debo señalar que en la invitación que obra en el expediente (folio 20), se exige expresamente que estas propuestas deban ser  remitidas a la Coordinación Administrativa y financiera Local de  Tunjuelito. Este era el procedimiento que esa unidad administrativa ejecutaba en la práctica.  

Respecto a la presunta  elaboración de estos elementos, por parte de  la señora  Yanny Zambrano Díaz, solicito se  ordene  practicar declaración, con el fin de que deponga sobre  la presunta cesión o subcontratación,  y  que de esta forma  se aclare este punto, porque la  Administración solo tiene conocimiento que estos elementos fueron entregador por el señor Morales, así lo indica la documentación que obra en el expediente, quién según su declaración juramentada fueron elaborados por él mismo. Se repite que esta administración no conoce ni ha autorizado ninguna Cesión o Subcontratación. Si hubo un presunto detrimento, en términos de esa auditoria, quien deberá responder es el contratista. No obstante hay que recordar que el precio contratado estaba por debajo de los precios oficiales de referencia  señalados por el SISE”. 

La respuesta no desvirtúa lo señalado por el grupo auditor. No se allegó el Certificado de la Cámara de Comercio o documento que demuestre la calidad de comerciante o fabricante del Contratista.

4.1.3.4. En los términos de referencia se establece claramente que las propuestas se deben presentar en la Oficina de Radicación de la Alcaldía Local, la propuesta presentada (folios 22 al 32) no fue radicada en la oficina señalada ni en ninguna otra dependencia ya que no presenta ningún radicado o recibido. El oficio de invitación a Ernesto Morales Pérez a presentar propuesta, no se  evidencia de haberse entregado a su destinatario; presuntamente se incumple lo normado en los términos de referencia y las correspondientes normas de la Secretaría de Gobierno que establece la forma de radicación de correspondencia externa. 

Si bien no se evidencia en el oficio de invitación la entrega de este documento al señor ERNESTO MORALES PEREZ, esta entrega material se colige con la presencia de la propuesta en el expediente y con la ejecución del proceso contractual. Es evidente que el procedimiento administrativo que se venía aplicando no se caracterizaba por dejar constancia escrita de estas entregas. 

Por lo tanto, no se desconoció lo establecido en los numerales 1, 2 y 3 del artículo 26 de la Ley 80”.
La Administración acepta lo observado por el grupo de auditoria. El argumento de que la entrega “se colige por la presencia de la propuesta en el expediente”, no es de recibo porque no desvirtúa la falta de cumplimiento de requisitos establecidos.

Segunda respuesta de la Administración:

“Se reitera  que en la invitación que obra a folio 19, último párrafo, se indica: “Las propuestas podrán presentarse... en la Oficina de Radicación de  la Alcaldía...”. (el subrayado es nuestro). Por lo anterior su entrega en la oficina de radicación,  era  de carácter facultativo y no obligatoria, observando que en la misma invitación, se exige que deberá ser remitida a la Coordinación Administrativa. Esto lo que indica y demuestra era el procedimiento que se venía aplicando en esa instancia administrativa”.

La respuesta no desvirtúa lo observado por el equipo auditor, no se demuestra haberse recibido oficialmente en la Oficina de Radicación ni en ninguna otra dependencia del FDL Tunjuelito.

4.1.3.5. Con respecto a Solmary Benavides W. (Calle 7ª Sur Nº 9-34), se encontró que ella  labora en esa dirección y al indagarle sobre la cotización firmada con su nombre, que obra en la carpeta del contrato, manifestó desconocerla, que ella sí había confeccionado las banderas y que la habían contactado telefónicamente para ello y le habían pagado $ 925.000; facilitó una fotocopia de la orden de compra, que recibió por fax, suscrita por Yanny Zambrano Díaz, C.C. 52.835.202 de Bogotá, y en la cual se encuentra la descripción de las banderas solicitadas, evidenciándose un posible detrimento por valor de $ 1.270.900 ya que por estas banderas en el contrato se estipuló un valor de $2.195.900. Este grupo de auditoria no encuentra coherencia entre los documentos que reposan en la carpeta del contrato y las pruebas recaudadas por el equipo auditor, concluyendo que hay una posible inconsistencia en el documento que reposa a folios 10 y 11. Presuntamente se incumple lo normado en la cláusula Séptima. Cesión del contrato, los artículos 3, 22, numeral 8 del artículo 24, numeral 1, 2, 4, 5 y  7 del artículo 26, 29 y 39 de la Ley 80 de 1993; numerales  1, 3, 4 del artículo 34 de la Ley 734 de 2002.

“Sobre el contenido de este numeral, esta administración desconoce los detalles informados por la señora Solmary Benavides W. Respecto a estos hechos, se ha requerido al contratista por escrito para que precise sobre una eventual cesión o subcontratación, no obstante la declaración juramentada que fue aportada. 

Por otra parte, en los términos de referencia y en la cláusula séptima se hace efectivamente la indicación de que se prohíbe subcontratar o ceder el contrato. Al respecto el fondo de Desarrollo Local no ha autorizado ninguna clase de subcontratación o cesión de este contrato, y se desconoce si estos hechos prohibidos en los términos fueron ejecutados por el señor proveedor ERNESTO MORALES.

Así las cosas, no se violó lo ordenado en la normatividad de contratación citada en este punto.literales a), b) c) y e) del artículo 2 de la Ley 87 de 1993”.
No se acepta la respuesta dada por la Administración toda vez que las pruebas practicadas por la Contraloría se establecieron unos hechos que no han sido desvirtuados. Además de las normas citadas, presuntamente se transgredieron los artículos 409 y 410 del código Penal.

Segunda respuesta de la Administración:

“Ante una posible irregularidad ejecutada por el Contratista, considero que se debe dar traslado a las autoridades competentes, pues el Contratista bajo juramento le manifestó a esta administración que él directamente había elaborado las carpas y las banderas. Mal podría pensarse que la administración respondiera por los hechos imputables de terceras personas, que muy bien pudieron actuar de mala fe, en relación con sus contractuales.

Sobre la presencia o intervención de esta señora en la ejecución del contrato, esta despacho desconoce por completo esta situación. Sobre su negativa de haber presentado una propuesta, y la probable comisión de un ilícito, esta es decisión de la autoridad competente”.

Evaluadas las respuestas señaladas a este contrato, en Mesa de Trabajo, se consideró que no son satisfactorias porque no desvirtúan ni justifican lo observado por el Equipo Auditor. 
El Equipo auditor obtuvo cotizaciones de empresas que figuran en el Directorio Telefónico de Bogotá, para banderas: Fuerzas Especiales, carrera 9 No. 8-11, por un total de $1.310.000; Representaciones Comander, calle 8 No. 8-96, por un total de $890.000, que junto con lo señalado por la señora Solmary Benavides $925.000. Promedio del precio para las banderas es de $1.041.667. El FDL Tunjuelito pagó un mayor valor en las banderas de $1.154.233, que es la diferencia entre $2.195.900 que pagó el FDL y el promedio de las cotizaciones $1.041.667.
Para las carpas se obtuvieron cotizaciones, así: Jae Decora (Nit 3.229.978, Régimen Simplificado), $3.100.000; Kioscos y Parasoles $3.300.000 y Euro Carpas $3.240.000, se estableció que el precio promedio de mercado de las dos carpas asciende a $3.213.333. Al comparar este precio de mercado con la suma pagada por el FDLT de $5.798.000 se determina una diferencia de $2.584.667.
Hallazgo de carácter Administrativo con incidencia Fiscal por valor de TRES MILLONES SETECIENTOS TREINTA Y OCHO MIL NOVECIENTOS PESOS ($3.738.900) M/Cte., que corresponden a un mayor valor pagado de $1.154.233 por las carpas y $1.154.233 por las banderas, Disciplinaria y Penal. Debe incluirse en Plan de Mejoramiento. La Contraloría dará traslado a la Dirección de Responsabilidad Fiscal, a la Personería de Bogotá, D.C., y a la Fiscalía General de la Nación, para lo de su competencia.
4.1.4. Contrato de Suministro Nº 06-CS-04-2004

El contratista es el señor José Manuel Velásquez Arboleda con el objeto  “El Vendedor se obliga para con el Fondo a suministrar a título de compra de tintas para las impresoras con destino a la Alcaldía Local de Tunjuelito, todo de conformidad con lo estipulado en los términos de referencia y la propuesta anexa. Parágrafo: Los elementos objeto del presente contrato se adquieren para uso único y exclusivo de la Alcaldía Local de Tunjuelito, de acuerdo con la propuesta presentada que forma parte integral del presente documento, el valor pactado es de seis millones cuatrocientos mil pesos ($6.400.00),  el plazo es de quince (15) días calendario y fecha de suscripción 28 de julio de 2004.

En el examen fiscal se detectaron las siguientes observaciones:

4.1.4.1. No hay invitación a cotizar y, sin embargo, aparecen siete cotizaciones; dos presentadas por un mismo proponente señor José Manuel Velásquez, una de ellas sin firmar, a la cual se le adjudicó el contrato las cuales no poseen el radicado de la oficina de correspondencia de la Alcaldía Local. No se sabe cómo los proponentes se enteraron de los requerimientos para poder ofrecer sus servicios inobservando el artículo 3,  literal b, c, y e del numeral 5 del artículo 24, numeral 4 del artículo 26 de la Ley 80 de 1993.  

“Respecto de la invitación a los proponentes, es preciso indicar que el procedimiento que se venía aplicando, por parte de la Coordinación Administrativa, era por vía telefónica, cuando la naturaleza del objeto contractual lo permitía, y mediante comunicación escrita, en algunos casos, cuando la información que tenía esta oficina así lo permitía, y el contenido del objeto lo exigía, o cuando el invitado así lo requería. Es este caso la invitación se realizó de manera verbal, y por ello no se deja constancia. Actuación que fue realizada por el Almacenista.

Respecto a la existencia de la propuesta que fue objeto de adjudicación, es decir, la presentada por el señor JOSE MANUEL VELAZQUEZ, con matrícula mercantil No. 01355500, y que no aparece firmada, queremos indicar que este proponente efectivamente radicó dos propuestas, donde él unilateralmente replantea o reconsidera el valor de su propuesta y la administración, teniendo en cuenta que los elementos que se requerían comprar eran de la misma calidad, por ser un producto original, optó por la propuesta que le brindaba mejores condiciones de carácter económico a la administración. La ausencia de la firma en la segunda propuesta, efectivamente fue un error que no se observó al estudiar las cotizaciones y al firmar el contrato, requisito que se subsanará cuando el contratista firme la liquidación.

La razón de este cambio en la propuesta, según lo manifestado por el contratista, estuvo sustentada en circunstancias de carácter tributario, ya que el proveedor, por su condición de persona natural, no podía facturar IVA, tal como se evidencia en la primera propuesta. Si bien no aparece en esta propuesta la firma del proveedor, él avaló su compromiso con la firma del contrato, del acta de iniciación y con el cumplimiento contractual.

Procedimiento innecesario, puesto que hay que recordar que en estos casos, cuando la contratación es de mínima cuantía, no se hace obligatorio obtener un número determinado de propuestas, según se establece en el parágrafo del artículo 11 del decreto 2170, y, en consecuencia, con una sola propuesta es suficiente, y con el estudio de mercado, el cual se puede agotar mediante consulta en el SICE, por lo cual no es cierto que se hayan violado las normas citadas. Anexamos copia de la referencia de los precios del SICE, por menor valor al contratado”.
No es aceptable el argumento que se plantea en cuanto a que las invitaciones se realizaron de manera verbal porque esto contraviene las normas señalas en el requerimiento. Tampoco son de recibo las explicaciones sobre que el contratista presentó dos propuestas, argumentando que por ser persona natural no podía facturar el IVA. Es obligatorio indicar en la factura si el contribuyente pertenece al régimen común o simplificado por lo tanto una persona natural puede pertenecer al régimen común y tener la obligación de discriminar el IVA y consignarlo.

Segunda respuesta de la Administración:

“La presencia de un número mayor de propuestas a la que tradicionalmente se aportaba y la recepción vía fax, reitera que el procedimiento seguido por la Coordinación Administrativa era de hacer este requerimiento de manera informal o vía telefónica. Las personas interesadas eran invitadas a las Oficinas de la Coordinación, donde se les informaban las condiciones exigidas para poder ofertar. Exigencia que, según la normatividad ya enunciada, sólo debía aplicarse para una sola persona o proponente.

En cuanto a la presencia de doble propuesta por una misma persona, se debe entender en nuestra primera explicación, que esta obedeció al interés del contratista, por pertenecer efectivamente al régimen simplificado, de no incurrir indebidamente en el cobro de este impuesto. La ausencia de firma en la segunda propuesta, hay que decir que está oferta si provenía del oferente, que allí manifestaba su voluntad, que con ello se obligaba, en los términos del C. de Co., y, no obstante, su omisión se subsanará en el momento de la firma del documento de liquidación. El contratante aceptó la adjudicación y se allanó al cumplimiento de los requisitos exigidos por la Oficina Jurídica del fondo de Desarrollo.

Al cotizar, como persona natural, perteneciente al régimen simplificado, no requería cobra IVA, y así actúo este contratista”.
La respuesta no desvirtúa lo observado por la auditoría, como ya se dijo, todas las personas, naturales o jurídicos, que ejerzan el comercio deben cumplir  con unos requisitos generales y unos específicos, y esto no puede ser argumento para presentar ofertas sin el lleno de requisitos.

4.1.4.2. Con las siete (7) propuestas se debió hacer un cuadro comparativo y determinar la más favorable, para la Administración Local, procedimiento que al omitirse genera dudas en el proceso de selección objetiva  utilizado por la Alcaldía Local en la selección del contratista. Como quiera que no se realizó el análisis comparativo de las propuestas no se tiene certeza sobre cuál era la más favorable por experiencia, calidad y seriedad.

Dentro de las  pruebas practicadas por este equipo de auditoria, se estableció  que: Rome-Computo Ltda. No se encuentra en la dirección anotada; Print Class no vende tintas de esa marca; BF Computadores no vende tintas, su objeto es reparación y mantenimiento de computadores. De acuerdo con los documentos que reposan en el contrato, la Administración omitió analizar todos los aspectos de las propuestas mencionadas, luego, no hay una selección objetiva. Con esta omisión transgredió presuntamente lo normado en el artículo 29 de la Ley 80 de 1993, los numerales 1, 2 y 3 del artículo 4 del Decreto 2170 de 2002, así como el artículo 6 del Decreto 2170 de 2002.

“En todos los  procesos de contratación se ha venido elaborando este estudio, por parte de la Coordinación Administrativa y Financiera, los cuales se archivan en carpeta separada. Este análisis se hizo teniendo en cuenta las condiciones económicas presentadas por los oferentes, ya que las condiciones técnicas no eran objeto de valoración, por cuanto se exige marca, esto es, que el producto debería ser original, y específicamente de la compañía HEWLETT PACKARD, una condición no valorable.  La selección es objetiva por cuanto, al exigirse marca idéntica, el único ítem variable es el precio, por eso se le adjudicó a la propuesta más económica. Sin embargo, se aportará la respectiva copia al contrato. Procedimiento no exigido legalmente, en los casos de contratación de mínima cuantía, como ya lo hemos precisado 

Sobre las cotizaciones presentadas por los cinco comerciantes que no fueron objeto de adjudicación, queremos manifestar que dentro de los procedimientos de esta administración, los cuales no son nuevos, la verificación debió hacerse de manera telefónica, y cuando no es posible contactar al oferente, sencillamente no se tienen en cuenta en el momento de hacer la valoración de carácter económica. En este caso específico las propuestas cuestionadas por su veracidad llegaron vía fax. Es este punto, tampoco se puede afirmar que hubo trasgresión alguna de las normas legales”.
No se acepta la respuesta por que no se desvirtúa la observación, toda vez que el cuadro comparativo no reposa en la carpeta del contrato y no es de recibo el argumento que se encuentra archivado en otra carpeta.

Segunda respuesta de la Administración:

“Estos documentos sí fueron anexados a la carpeta, en los términos indicados en respuesta anterior, y de acuerdo con el requerimiento de ese despacho. Ver anexo folio 58. Es de aclarar que la Coordinación Administrativa no realizó este análisis sobre todas las propuestas, porque, en razón de su número, y las diversas vías de recepción, hubo necesidad de entrar a verificar, y aquellas que no fue posible su contacto, o surgían dudas sobre la seriedad, se descartaron por sustracción de materia. Esa es la razón porque en el cuadro de evaluación de propuestas se incluyeron únicamente dos, aunque no era obligación legal. Los requisitos exigidos, en cumplimiento del principio de selección objetiva, están expuestos en el primer capitulo de estos comentarios. No hay marco jurídico que obligará a analizar todas las propuestas. 

En la carpeta aportada a esa auditoria con el informe, dichos cuadros comparativos fueron aportados, y obran a folio 55 a 58, dentro de la foliatura elaborada en esas oficinas en el momento de su entrega”.

La respuesta no desvirtúa lo observado por la auditoría, todas las ofertas recibidas deben ser evaluadas objetivamente, verificando toda su información y en el cuadro de evaluación se debe indicar la razón por la cual no se tiene en cuenta o se descarta.
4.1.4.3. A folio 37 aparece el Acta de Iniciación del Contrato, fechada el 19 de julio de 2004 y a folio 40 está el Certificado de Registro Presupuestal Número 279 del 28 de julio de 2004, es decir nueve (9) días después del Acta de inicio; No se cumplieron los requisitos de legalidad previos previstos para la ejecución del contrato transgrediendo presuntamente el articulo 71 del Decreto 111 de 1996, concordante con el artículo 24 del Decreto Distrital No. 1139 de diciembre 29 de 2000.

“Si bien es cierto el acta de iniciación figura con fecha 19 de julio anterior a la expedición del registro presupuestal, de 28 de julio, el contratista inicio  labores el día 30 de julio de 2004, donde suministró los elementos del contrato como consta en la entrada de almacén No. 17 de 30 de julio  de 2004. En otras palabras, dada la naturaleza del contrato y de su ejecución, la cual puede ser desarrollada en un solo evento, es decir, no es de ejecución permanente, no se requería acta de iniciación, ya que su ejecución se formaliza o agota con la sola entrega, y en este caso, su ejecución se cumplió, impidiendo con ello que se hayan desconocido normas del decreto 111 de 1996 y decreto 1139 del año 2000”.
La norma es clara, señala que para iniciar la ejecución del contrato se deben agotar los trámites de legalización. No se desvirtúa la observación. 

Segunda respuesta de la Administración:

“Se reitera que el requisito o procedimiento de elaboración de Acta de iniciación es un requisito sin fundamento legal, dada la naturaleza del contrato de suministro. Este trámite es propio de los contratos de ejecución sucesiva. No se advierte en la observación cuál es la norma que así lo exige. Este es uno de los procedimientos que la administración venía aplicando sin ser necesario. Pero dado el análisis que esa auditoría realiza, y la evaluación que se plantea a este procedimiento interno, se incluirá en el plan de mejoramiento como elemento determinante del sistema de control interno. Entonces, elaborar este documento no exigido legalmente, no se puede tomar como relevante si este presenta una inconsistencia. El objeto del contrato se cumplió con la entrega de los elementos, y esta se hizo después de perfeccionado el contrato y de haberse cumplido con los requisitos contractuales para su ejecución. Formalmente este hecho no incidió en la ejecución contractual ni significó detrimento patrimonial alguno, lo importante es que se cumplió con los fines de la contratación administrativa”. 

4.1.4.4. Los documentos que conforman la carpeta del contrato  no se encuentran archivados en debida forma y en estricto orden cronológico. Hacen falta, entre otros, los siguientes documentos: a) El documento en el que se ordena iniciar el proceso de compra. b)  Las invitaciones a presentar propuesta y cuyas respuestas aparecen en la carpeta. c) El cuadro comparativo de las propuestas presentadas,  su análisis y calificación para hacer la selección del contratista  d) La resolución o acto administrativo que determina el proponente seleccionado e) El documento  mediante el cual se le notifica. f) A folios 33 a 36 se encuentra el contrato, en el cual no se encuentra estipulado la clase, número y el año en que suscribe. h) El acto administrativo aprobando la Póliza de Seguro.

Se observa que los documentos que reposan a folio 4 y 5 no tiene fecha, ni nombre de la dependencia y funcionario que lo expide, a folio 38 el documento no tiene fecha, logotipo institucional normado por la Secretaria de Gobierno, numeración del consecutivo de oficio de la dependencia que lo elaboro, ni codificación de la misma. 

Incumpliendo presuntamente lo normado en el artículo 39 de la Ley 80 de 1993, literales d) y e) del artículo 2 de la Ley 87 de 1993.

“a) Este documento sí existe y se aportará a la carpeta. b) El procedimiento aplicado no incluía esta formalidad, de hacer las invitaciones previa remisión escrita, teniendo en cuenta que el decreto 2170, únicamente exige una sola propuesta para contratación de mínima cuantía.  c) Este documento obra en carpeta separada, el cual se aportará en copia a la carpeta correspondiente. d) Si existe y se aportará al expediente. e) en el documento de adjudicación se realizó la notificación. f) es evidente; sin embargo la fecha aparece al final del contrato. h) en este caso existe la correspondiente póliza, la cual ampara los siniestros de cumplimiento y calidad del  objeto contractual, desde el 12 de julio de 2004 hasta el 28 de noviembre de 2004, el contrato se ejecutó y se liquidó.  i)- los derechos se cancelaron como se observa la consignación del Banco de Occidente cuenta No. 25604807 – 5 del 19 de julio de 2004, por valor $162.000,oo. 

Sobre la observación sobre los folios 4 y 5 hay que decir que este documento fue expedido por el almacenista del Fondo, Rubén Darío Montenegro. Sobre el folio 38, este documento fue expedido por la oficina Jurídica del Fondo. Consideramos, sin embargo, como ya se había anotado, que este procedimiento es innecesario, porque el solo soporte del contrato debidamente firmado es suficiente para expedir el Certificado de Registro Presupuestal. Como ya se ha indicado, este documento es innecesario, puesto que con la firma en el contrato de las dos partes es suficiente requisito para la expedición del Certificado de Registro Presupuestal. Y esto es comprobable, puesto que ninguna norma lo exige. Por lo tanto no hay violación de las normas planteadas”.
No se acepta la respuesta toda vez que no se desvirtúa lo señalado por la Contraloría.
Segunda respuesta de la Administración:

“ La preocupación de su despacho por el archivo de los documentos en el contrato, también ha sido preocupación de nuestras administraciones, y, por ello, actualmente se está ejecutando un convenio con la Universidad Distrital, que es conocido por ese ente fiscalizador, donde se incluye capacitación a los funcionarios sobre metodología e instrumentación para el archivo de la documentación. No obstante, hay que señalar que esta labor, que en realidad es advertida, era realizada por la Oficina Jurídica del Fondo de Desarrollo, cuya característica era la desorganización en el manejo de estos documentos.

El acto que da inicio al proceso de contratación no es expreso, sino tácito. Y este opera y se concreta en el momento en que se solicita el CDP, Certificado de Disponibilidad Presupuestal, el cual es proyectado por la Coordinación Administrativa. El informe indica que no hacerlo mediante acto administrativo autónomo, se viola lo normado en el artículo 39 de la ley 80, la cual no trata este tema.

Art. 39.- Los contratos que celebren las entidades estatales constarán por escrito y no requerirán ser elevados a escritura pública, con excepción de aquellos que impliquen mutación y, en general, aquellos que conforme a las normas legales vigentes deban cumplir  con dicha formalidad.

Las entidades estatales establecerán las medidas que demande la preservación, inmutabilidad y seguridad de los originales de los contratos estatales.

Parágrafo.- No habrá lugar a la celebración de contrato con las formalidades plenas, cuando se trate de contratos cuyos valores correspondan a los que a continuación se relacionan, determinados en función de los presupuestos anuales de las entidades a las que se aplica  la presente ley, expresados en salarios mínimos legales mensuales. (...) A continuación se desarrolla lo anunciado. 

Sobre las invitaciones se ha dicho en apartes anteriores y en los primeros descargos, que este procedimiento se hacía de manera informal o por la vía telefónica; esto es, que no obstante elaborar la invitación escrita esta se entregaba directamente en la Oficina de Planeación, previa comunicación telefónica. 

El acto administrativo mediante la cual se hace la adjudicación obra a folio 54 de la correspondiente carpeta, la cual fue de su conocimiento, y es la resolución No. 049 de 2004.

La notificación de este acto administrativo, si bien no consta expresamente ni en el documento ni en la carpeta, esta se debe entender que se realizó por conducta concluyente, según lo indica el artículo 330 del Código de Procedimiento Civil. Y su evento se infiere del conocimiento que debió tener el contratista al momento de firmar el contrato y aportar la documentación. Esta notificación es de consagración legal, y por tanto válida.

Sobre la falta de indicación del número del contrato, este está perfectamente señalado en el acta de iniciación. Hay que considerar que el contrato no debe analizarse ni interpretarse por partes, sino que debe analizarse en todo su contenido, y, es así que en la solicitud de reserva presupuestal (folio 39) y en el registro presupuestal (folio) se indica este dato. 

En relación con la clase de contrato, basta observar la cláusula del objeto del contrato para inferir que corresponde a un contrato de suministro de los enunciados en al artículo 32 de la ley 80 de 1993. Esta omisión, si bien no altera el contenido contractual, ni pone en riesgo el patrimonio  público, es un requisito formal que se tendrá en cuenta en todos los procesos de contratación.

La fecha del contrato se observa en la parte final (folio 34), y es del 2 de julio de 2004. Como ese despacho podrá darse cuenta esta omisión es exclusiva de este contrato, ya que en los demás se enuncian estos requisitos expresamente, lo que permite inferir que fue un error, y que no obedece a un procedimiento establecido. 

Sobre la falta de estas formalidades el C.C. en sus artículos 1618: “conocida claramente la intención de los contratantes, debe estarse a ella más que a lo literal de las palabras.“ y 1619: “Por generales que sean los términos de un contrato, sólo  

Respecto al acta de aprobación de la póliza, la cual es deber del Abogado del Fondo de Desarrollo, esta cumple la función de determinar que la póliza aportada por el contratista cubre los riesgos propios del cumplimiento del contrato. Con el Acta de liquidación, se está indicando el cabal cumplimiento de las obligaciones por parte del contratista, y revisada la correspondiente póliza se observa que, en su momento, cumplió con los requerimientos legales, y amparaba de manera suficientes los riesgos que implicaban las obligaciones.

El acto administrativo de aprobación de póliza, como requisito para la ejecución del contrato junto con la certificación presupuestal, se aporta al contrato.

En la respuesta se admite la existencia de las fallas indicadas por el equipo auditor. La justificación no es de recibo.
4.1.4.5. A folio 46 obra el Acta de Recibo Final firmada por el doctor Martín Emilio Rodríguez Cárdenas, como Alcalde Local y Supervisor del contrato. Este Organismo de control encuentra que la función de supervisor del contrato fue asignada en  la cláusula octava en el contrato, al Almacenista del Fondo de Desarrollo Local de Tunjuelito, además el acta no esta firmada por el contratista, desconociendo lo pactado en este sentido. Presuntamente violó el numeral 2 del artículo 35  de la Ley 734 de 2002. 

“No se puede concluir que por falta de la firma en el acta final el contratista esté desconociendo lo pactado, cuando existe la entrada por compras No. 17 de fecha 30 de julio del los elementos objeto del contrato (folio 45) debidamente firmados por el supervisor que establece la cláusula octava del contrato. A pesar que este documento se viene elaborando legalmente no es un requisito necesario. 

Ahora, a folio 45, existe la entrada de almacén No. 0017, documento con el cual se dan por recibidos los elementos adquiridos por el Fondo de Desarrollo Local, lo cual da cuenta del cabal cumplimiento del objeto material del contrato. La administración recibió a satisfacción y con esto se cumple legalmente, esto hace innecesaria la solemnidad del acta de recibo final, porque además el almacenista verificó calidad y cumplimiento en los siguientes términos: “los elementos aquí relacionados son recibidos a entera satisfacción”.
La Administración desconoció lo pactado es relación a la supervisión del contrato de acuerdo a la cláusula octava y no da cumplimiento del contrato por esto se cita una norma disciplinaria, adicional no se firma el acta por lo tanto la Administración no dio respuesta a la observación.

Segunda respuesta de la Administración:

“Es comprensible el contenido de esta observación, al deducir por parte del equipo auditor que la función de supervisor la ejerce en este caso el alcalde Local, al firma el documento denominado “Acta Final y Liquidación”, a folio 46 del expediente. Este documento, no obstante denominarse “Acta Final”, es la ultima acta donde se plasma la Liquidación del contrato, en los términos del artículo 60 de la ley 80 de 1993, la cual debe ser firmada por las partes. “ ... serán objeto de liquidación de común acuerdo por las partes contratantes ...” Las partes que debían intervenir en esta acto es el contratista y el representante Legal del Fondo de Desarrollo Local. En la actualidad se observa la falta de firma de este documento por parte de este contratista, pero por lógico desarrollo de esta auditoría no ha sido posible concretar este acto.

Pero si se observa el mismo artículo 60 de la ley 80, este exige como requisito la liquidación del contrato para aquellos de tracto sucesivo, o que su ejecución se prolongue en el tiempo. “los contratos de tracto sucesivo , aquellos cuya ejecución o cumplimiento se prolongue en el tiempo y los demás que lo requieran, serán objeto de liquidación  En el caso analizado, a pesar de la naturaleza del contrato, cuya ejecución no se prolonga en el tiempo, no se requeriría este documento. No obstante al realizarse es el momento para definir que se ha cumplido el contrato en todos sus objetivos y que el contratista se encuenta a paz y salvo.

 En cuanto la actividad principal del supervisor, como se ha indicado en otros puntos, se ciñe al recibo de los elementos en las cantidades y calidades establecidas en los términos de referencia, lo cual se concreta y define con el acta de ingreso al almacén de todos los elementos firmada por el almacenista”.
Evaluada la respuesta, en Mesa de Trabajo, se consideró que no es satisfactoria porque no desvirtúa ni justifica lo observado por el equipo auditor respecto de este contrato.

Hallazgo de carácter Administrativo con incidencia y Disciplinaria. Debe incluirse en Plan de Mejoramiento. La Contraloría dará traslado a la Personería de Bogotá, D.C. para lo de su competencia.
4.1.5. Orden de Prestación de Servicio No. 06-OS-015 de 2004.

Contratista Oscar Armando Pulido Gómez, el objeto es la compra de cinco (5) pendones a color con logo de la Administración Local, Valor cinco millones de pesos ($5.000.000), con un plazo de 8 días calendario, fecha de suscripción mayo 13 de 2004.

En el examen fiscal se detectaron las siguientes observaciones:

4.1.5.1. En el contrato no existen estudios previos que permitan definir la necesidad del FDLT para adquirir los pendones, ni para hacer una descripción técnica de los elementos, así mismo, no se anexa el proyecto donde se desarrolle esta acción, ni hay soporte técnico ni económico.  Inobservando lo estableció en el numeral 1, 2, 3 y 4 del articulo 8 del Decreto 2170 de 2002. 

“Estos documentos serán allegados a la carpeta: Documento del Almacenista donde se evidencia esta necesidad de fecha abril 19; escrito de fecha 23 de abril, de la Coordinación Administrativa solicitando al almacenista las características técnicas de estos elementos y escrito del 29 de abril de 2004 del Almacén del Fondo, donde informa el número de pendones y sus características, o descripción técnica de los elementos.  

El artículo 8 del decreto 2150 hace referencia a los estudios previos; pero hay que advertirse la excepción consagrada en el parágrafo del artículo 11 del decreto 2170.  Por otra parte, este contrató obedeció al proyecto No. 6042, “fortalecimiento de la Interacción y participación a la comunidad, de Gestión Publica Admirable formulados en la anterior administración, en noviembre de 2003, junto con las fichas EBI. Por lo anterior, no es dable afirmar que se violaron las normales legales allí descritas”.
El  proyecto no se anexa a la carpeta del contrato. Después de verificada la ficha del proyecto se observa que en los componentes o actividades así como en los costos no se contempló la compra de los pendones. En relación con las especificaciones técnicas,  se anexan a destiempo en la carpeta del contrato.
Segunda respuesta de la Administración:

“El proyecto 6038 está formulado para el fortalecimiento a la capacidad operativa de la administración Local. Concepto genérico que puede involucrar un número, si bien no indefinido, si muy amplio de ítem, con la única condición o requisito que sean necesarios para la Administración Local. De manera más específica, la matriz proyección de gastos mínimos esencial de operación 2004, obra la imputación No 3.1.1.11 07.33.60.38 3.1. denominada “sede alcaldía. Estos elementos eran los que permiten la presencia de nuestra alcaldía en los diferentes eventos ante la comunidad. Se constituye en una sede ambulante”.

La respuesta no desvirtúa la observación porque no dio cumplimiento a la norma señalada. 
4.1.5.2. En el contrato no reposan los documentos del Representante Legal del FDLT como son la cédula, el acta de posesión, la Resolución de nombramiento, incumpliendo lo normado en los literales b), c), d) y e) del artículo 2 de la Ley 87 de 1993.

“Estos documentos ya se anexaron al contrato”. 

Si bien  es cierto estos documentos ya se agregaron a la carpeta del contrato, no es menos cierto que en el momento de la revisión no reposaban.

Segunda respuesta de la Administración:

“Entendemos el criterio del ente fiscalizados al censurar la falta de estos documentos en el momento que se practicó al auditoría. Por ello hay que indicar que por la naturaleza de estos documentos, lo cuales son de público conocimiento, y que a la vez reposan en todas las carpetas de los contratos celebrados por esta administración. Por estas razones es preciso definir que esta omisión, de responsabilidad del Abogado del Fondo de Desarrollo, es de carácter meramente formal, relacionada con la organización de las carpetas. Recuérdese que existe actualmente un convenio con la universidad Distrital, donde se incluye el insumo de capacitación a los funcionarios sobre técnicas y metodología para el manejo de documentos. Se procederá a subsanar estas irregularidades”.
La respuesta no desvirtúa lo observado y la justificación de que se trata de un formalismo, no es válida.
4.1.5.3. El señor Alcalde Local suscribió la siguiente invitación “Mediante el presente, los invitamos cordialmente a presentara (sic) cotización para contratar COMPRA DE CINCO (05) PENDONES A COLOR CON LOGOS DE LA ADMINISTRACIÓN LOCAL.” Y se cursaron a la señora Stella Gómez,  Carrera 68 C No. 65-60 sur; señora Juana Rodríguez Carrera 4 No. 56-36  sur  y al señor Oscar Armando Pulido Gómez  Calle 50 B No. 35-33 Sur.

Después de realizadas las pruebas de auditoria se estableció que las invitaciones no fueron radicadas en la oficina de correspondencia para su posterior envío, que las invitaciones cursadas a la señora Stella Gómez y Juana Rodríguez carecen de la constancia de recibido por parte de las destinatarias. En la invitación cursada no se indica el presupuesto oficial. Inobservando lo establecido en los literales a), b), c) y e) del articulo 2 de la Ley 87  de 1993.  

“Respecto de la indicación, en la invitación, del presupuesto oficial, este no es un requisito legal, porque lo esencial en estas invitaciones es la descripción técnica o detallada del objeto. Además, no se indica qué normas se violaron. Necesidad que sí es esencial para los términos de referencia, más no para una invitación”.
La administración no da respuesta a la observación respecto de la radicación. 
Segunda respuesta de la Administración:

“Es una constante la preocupación por parte del equipo auditor la falta de formalidades y la consistencia de los procedimientos internos en el manejo de la correspondencia, sobre todo en lo que se refiere a la Oficina de Planeación. Circunstancia que hace relación con la solidez del Sistema de Control Interno. Atendiendo estas observaciones, y su importancia, ya se ha instrumentalizado por parte de este despacho su inmediata corrección. Correctivos que esperamos sean evaluados por ese organismo con el fin de fortalecer nuestros procedimientos como parte del sistema de control interno”.

La respuesta no desvirtúa lo observado.
4.1.5.4. En las pruebas de auditoria realizadas demostraron  que la Señora Juana Rodríguez no vive en la dirección indicada en la invitación y en la propuesta la señora Rodríguez no relaciona dirección ni teléfono y en cuanto a la señora Stella Gómez la dirección es incorrecta. Por lo tanto no se sabe cómo la Administración pudo entregar las invitaciones y, en consecuencia, los oferentes presentar las propuestas. Con estas omisiones se transgredió presuntamente lo normado en el artículo 29 de la Ley 80 de 1993, los numerales 1, 2 y 3 del artículo 4 del Decreto 2170 de 2002, así como el artículo 6 del Decreto 2170 de 2002
“Respecto a la señora Juana, como no fue posible contactarla, no obstante haber recibido su propuesta, no fue tenida en cuenta su propuesta en el estudio comparativo, cuya copia se aporta al contrato. Es necesario volver a precisar que según el parágrafo del artículo 11 del decreto 2170, no exige pluralidad en las propuestas, cuando se trata de contratación de mínima cuantía. La señora Stella aporta declaración juramentada donde aclara este procedimiento”.
No se acepta la respuesta toda vez que la Administración manifiesta que la señora Stella Gómez aporta declaración juramenta documento que no fue anexado a la respuesta ni reposa en la carpeta del contrato. Además de las normas citadas, presuntamente se transgredieron los artículos 409 y 410 del Código Penal.

Segunda respuesta de la Administración:
“Se ha indicado que el procedimiento utilizado para la entrega de invitaciones esta caracterizado por el requerimiento informal por parte de la Coordinación Administrativa, y por la entrega de estos documentos en esta misma oficina. Invitaciones y propuestas que para esta clase de contratación no eran requisitos legales, según se ha reiterados al analizar el contenido del decreto 2179, quien trae los requisitos para los contratos de menor cuantía, pero que exceptúa de estos requisitos para los contratos de mínima cuantía”. 

4.1.5.5. No se hace el respectivo cuadro de evaluación de las propuestas que evalué la capacidad jurídica, económica, las condiciones de experiencia, la capacidad administrativa y financiera del oferente, solamente aparece (a folio 26) una certificación, suscrita por el doctor Martín Emilio Rodríguez Cárdenas, en donde se manifiesta que previo el análisis y revisión jurídica de la cotización decide adjudicar la contratación al señor Oscar Armando Pulido Gómez. Presuntamente, se viola los numerales 1, 2, 3 y 4 del artículo 4 del Decreto 2170 de 2002.

“Este estudio se elaboró, y reposa en la carpeta creada para este fin, pero a la fecha ya se anexó copia a la carpeta del contrato. Estudio que fue la base para que se adjudicara. Lo que evidencia que no existe violación alguna de las normas relacionadas”.
No se acepta la respuesta por que no se desvirtúa la observación, toda vez que el cuadro comparativo no reposaba  en la carpeta del contrato al momento de la revisión por equipo auditor  y no es de recibo el argumento que se encuentra archivado en otra carpeta, adicionalmente en la evaluación jurídica, administrativa y financiera del proponente Stella Gómez anexada extemporáneamente se observa que la misma es admitida a pesar de que sobre pasa el valor de la disponibilidad, también se observan imprecisiones como en el punto 4 cumple con los requisitos exigidos en los términos de referencia a los cual marcaron X en la casilla SI.

Segunda respuesta de la Administración:
“En el pasado informe se indicó la ausencia de estos documentos en la respectiva carpeta, pero se afirmó que estos documentos reposaban en la Coordinación Administrativa, y, ante la observación fiscal, se anexaron a la carpeta. Para evidencia esta circunstancia se le invitó a ese ente de control una inspección ocular para que se verificara directamente los archivos existentes en la oficina de Planeación. Prueba legal que fue denegada.  

Por lo demás, en relación con las inconsistencias encontradas en el cuadro de evaluación, no son más que errores de forma que se cometieron en su elaboración, pero que no afectan su resultado. Ejercicio que no era que origen legal para los contratos de mínima cuantía como se ha indicado en otros apartes”.  

4.1.5.6. En las invitaciones a cotizar no se hace indicación de medidas, clase de materiales, colores, presupuesto oficial y demás elementos que permitan a los oferentes presentar las propuestas donde se satisfagan las necesidades de la Administración. Inobservando lo estableció en los numerales 2, 3 y 4 del artículo 26 de la Ley 80 de 1993, artículo 146 del Decreto Ley 100 de 1980.

“En el momento en que a los proponentes se les hizo entrega de la invitación se les entregó copia del documento elaborado por el Almacenista, que contenía las especificaciones técnicas de los elementos a elaborar, como únicos requisitos que se deben incluir en las invitaciones”.
No se acepta la respuesta primero porque el documento no reposaba en la carpeta en el momento de la auditoria, segundo en diligencia administrativa fiscal practicada el día 22 de octubre de 2004, en la oficina de la Contraloría Local de Tunjuelito el contratista ante la pregunta “ La invitación a presentar propuesta no indica pormenores sobre las dimensiones, clase de material, colores, si le entregan el arte y demás especificaciones, cómo determina la ejecución del trabajo”, el contratista contesto “ mi diseñador, el tiene un manual reglamentado por el DAMA y posee las medidas especificas” y más adelante agrega “al iniciar pensábamos elaborar los cinco pendones iguales al momento de elaborarlos nos teníamos que ajustar al presupuesto de la Alcaldía y tomando en cuenta la fachada decidimos cambiar los tamaños ajustándonos al presupuesto de la Alcaldía”. Esta versión del contratista esta en contradicción con lo aseverado por la Administración toda vez que el contratista no hace referencia a que con la invitación se entregaron las medidas y especificaciones técnicas, además en la Orden de Servicio 015 de 2004 no se hace alusión a dicho documento. Además de las normas citadas, presuntamente se transgredieron los artículos 409 y 410 del Código Penal.

Segunda respuesta de la Administración:
“Al momento de desarrollarse el proceso de contratación existía un documento elaborado por el almacenista de ese entonces, que contenía las especificaciones técnicas de los elementos a elaborar. Documento que hacía parte de los términos de referencia  a folio 29 de la carpeta obran los términos de referencia, donde se indica en uno de sus capítulos “DOCUMENTOS”, LO SIGUIENTE “HACE PARTE INEGRAL DE ESTA ORDEN DE SERVICIO (...) LA PROPUESTA DEL CONTRATISTA. Y en esa propuesta se indica claramente las especificaciones. No obstante, en los términos de referencia se dan las orientaciones y especificaciones a partir de las cuales se debe estructurar la oferta: “1)REALIZAR EL BACKIN EXTERIORES CON LA NUEVA IMAGEN DE LA ALCALDIA MAYOR DE BOGOTA, DE ACUERDO AL MANUAL DE IDENTIDAD VICUAL....” En este catálogo o manual se encuentran establecidas todas las normas para el diseño y elaboración de los emblemas, símbolos y logos institucionales, indicando en forma precisa sus tamaños o medidas,  y ”  2) INCORPORAR LOS ELEMENTOS NECESARIOS PARA EL USO ADECUADO DE LA IMAGEN INSTIUTUCIONAL ...”, por ello se indicaba que la propuesta era parte integral de los términos de referencia. 

Se advierte la afirmación, por parte del ente fiscalizador, que con las conductas presuntamente desarrolladas en la celebración y ejecución de este contrato, se evidencia la conducta punible consagrada en el artículo 409 del C.P. denominada. Interés indebido en la celebración de contratos. El texto original es el siguiente: “El servidor público que se interese en provecho propio o de un tercero, en cualquier clase de contrato u operación en que deba intervenir por razón de su cargo o de sus funciones, incurrirá en prisión de cuatro (4) a doce (12) años, multa de cincuenta (50) a doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de cinco (5) a doce (12) años. (Penas aumentadas por el artículo 14 de la Ley 890 de 2004, aa partir del 1o. de enero de 2005.
Esta descripción típica, en los términos expuestos por la Sala de casación Penal de la Corte Suprema de justicia en sentencia de abril 18 del año 2002, “ ... se circunscribe entonces al “interés” que en provecho propio o de un tercero tenga el funcionario en cualquier clase de contrato u operación ...”   Interés que no se entiende cómo pueda estar presente en la celebración de este contrato, ya que lo que resalta con claridad es una presunta irregularidad por parte del contratista, al ofertar ante la administración en su condición de proveedor, celebrar contrato comprometiéndose a no realizar Cesión del contrato ni a subcontratar, pero con la investigación traída al informe auditoría se trasluce todo lo contrario. La conducta aquí planteada no es la propia de los funcionarios públicos sino del tercero particular. 

Igualmente se advierte como conclusión que aquí pueda tipificar el tipo penal consagrado en el artículo 410 de la normativa penal vigente: Contrato sin cumplimiento de requisitos legales. (Penas aumentadas por el artículo 14 de la Ley 890 de 2004, a a partir del 1o. de enero de 2005.) El texto original es el siguiente: “El servidor público que por razón del ejercicio de sus funciones tramite contrato sin observancia de los requisitos legales esenciales o lo celebre o liquide sin verificar el cumplimiento de los mismos, incurrirá en prisión de cuatro (4) a doce (12) años, multa de cincuenta (50) a doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de cinco (5) a doce (12) año

Para entender este tipo penal basta retomar el estudio planteado por el magistrado Jaime Araujo Rentería, en su salvamento de voto en sala plena de la Corte constitucional, dentro de la sentencia C-917 de agosto 29 de 2001, siendo Magistrado Ponente el doctor Alfredo Beltrán Sierra, al referirse a este tipo penal del artículo 410 del C.P. “ ... no define cuáles son los requisitos esenciales del contrato y deja en manos del juez la determinación de esos requisitos esenciales; pudiendo un juez considerar  que en un caso unos son los requisitos esenciales  y otro juez en otro caso, podrá considerar respecto de un mismo contrato , que son otros los requisitos legales esenciales.

No sobra recordar que de acuerdo con la teoría de los contratos hay unos elementos que se consideran esenciales, otros que hacen parte de la naturaleza del contrato y otros que accidentalmente pertenecen al contrato. Además cada tipo de contrato tiene unos elementos esenciales, que lo tipifican y que son diferentes de los elementos esenciales de otra categoría contractual; por ejemplo la cosa y el precio son esenciales en la compraventa sin embargo no son esenciales en otro tipo de contrato.

Como quiera que el tipo penal no define lo que son requisitos legales esenciales, esa indeterminación puede atentar contra la libertad de los ciudadanos.”

Efectivamente el Código Civil en su artículo 1501, inciso segundo, hace esta precisión sobre los elementos esenciales: “son de la esencia de un contrato aquellas cosas, sin las cuales, o no produce efecto alguno, degeneran en un contrato diferente...”  En el caso en estudio el único efecto que se produjo fue la adquisición del bien objeto del contrato; es decir, se cumplió con los fines de la contratación, y mal podría afirmarse que este contrato asumió un contenido diferente, porque de sus elementos y de su ejecución se colige que es un contrato de suministro.

En esta conclusión del equipo auditor no se precisa cuales fueron los requisitos esenciales del contrato de suministro que se incumplieron, como ingrediente normativo necesario para que se califique como hecho punible.
No se desconoce que pudieron existir fallas en la parte de control interno, y menos se puede desconocer una probable comisión de hechos irregulares por parte del contratista”.
4.1.5.7. Llama la atención de este equipo auditor que como ya se dijo la invitación sólo era de compra sin hacer ningún tipo de especificación sin embargo las tres cotizaciones presentan dentro de un cuadro con tres columnas denominadas con “RECURSO, UNIDADES Y VALOR” y se describe como recurso, director de proyecto, un diseñador y pendones, cuando en la invitación sólo se estipulo la compra de pendones. Sin tener en cuenta lo normado en los numerales 2, 3, 4 del artículo 26 de la Ley 80 de 1993. 

“Es evidente que en la invitación solo se especifica la compra de pendones. Información que coincide con el producto que se recibió según se observa en la factura y en el acta de entrada de almacén.

Al respecto, no es de nuestro resorte aclarar el contenido de documentos producidos fuera de la entidad. Sin embargo, no se le canceló ninguna suma de dinero a estas personas, ni por estos conceptos, sino sólo el valor del producto, objeto de este contrato”.
4.1.5.8. Como quiera que la invitación era únicamente para la compra (venta) de pendones es necesario aclarar por que se considero dentro de los ítem un coordinador de proyecto (donde solo se desarrolla una activad y no la ejecución de un proyecto en sí) y un diseñador (justificación técnica jurídica y financiera de la necesidad de estos cargos).

“Las propuestas fueron presentadas de esta manera, aunque no se exigía en la invitación”.
Las observaciones de los numerales 4.1.5.7 y 4.1.5.8 no se aceptan la respuesta  toda vez que la Administración no hace claridad al respecto de lo señalado en la observación. Además, este grupo de auditoria no encuentra explicación al hecho que las tres propuestas que reposan en el contrato, presentadas por oferentes diferentes hayan sido radicadas el mismo día 6 de mayo de 2004  y  con números de radicación consecutivos 1900, 1901 y 1902, a la misma hora como consta en la planilla de correspondencia enviada al Despacho del Alcalde, pero aparecen en la carpeta del contrato relacionados con los números 1900, 1991 y 1992 con fecha 5 de mayo 2004, los tres documentos tienen características de descripción muy similares de impresión y estructura. Presuntamente estos documentos son apócrifos. Además de las normas señaladas, presuntamente se transgredieron los artículos 409 y 410 del Código Penal.

Segunda respuesta de la Administración:
“Como se manifestó en el pasado informe, este despacho desconoce el origen de estas propuestas, y su mecanismo por medio del cual fueron allegadas a la Coordinación Administrativa. Los procedimientos que se venía aplicando para esta clase de operaciones, era el que se ha indicado en otros puntos, signado por la falta de formalidades en su recepción o entrega, y ejecutados por parte de la Coordinación Administrativa, y bajo su responsabilidad. No se habían modificado en esta administración, por que no se conocía una evaluación sobre estos procedimientos internos, ni por parte de la Oficina de Control Interno ni en desarrollo de estas auditorias.

En forma particular, bajo la gravedad de juramento, el contratista nos narra el mecanismo a través del cual  fue invitado e informado de la adjudicación. (folio  53)  

Cada pendón, como se puede observaren el documento de “entradas por compra”, está determinando el valor a prorrata, o unitario. De igual manera indica el valor total de los pendones, esto es, $5.000.000,oo. Así mismo, la factura (folio 34), señala un valor total de $5.000.000,oo, que fue lo que realmente se canceló.  En las propuestas se indica aspectos de logística, que hacen parte de los elementos contratados, y que hacen parte del valor final del bien. Costos que hacían parte del precio final de los pendones.   

En la declaración referida, por parte del contratista, se indica la razón del contenido de la propuesta: “era necesario a juicio de nosotros estructurar muy bien la propuesta con el fin de especificar cada una de las acciones a ejecutar en este sentido. Es así como se especificó una columna de recursos (con el fin de mencionar si era talento humano, material o suministro (cuantitativamente ) y por supuesto el valor.

Los costos del coordinador de ese proyecto y del diseñador son insumos de la naturaleza del objeto a contratar, y hacen parte del valor agregado especificado en el valor a contratar: $5.000.000,oo. 

Sobre su incidencia penal, en los términos de los tipos penales consagrados en los artículo 409 y 410, ya se hizo referencia sobre su inaplicación”.

4.1.5.9. Consultados los precios del mercado, por parte del grupo auditor, se obtuvo cotizaciones de los mismos elementos y características técnicas, por valores mucho más bajos.

“Los precios del mercado de estos productos, donde uno de los principales insumos es el diseño, específicamente cuando se trabaja con parámetros definidos en el manual de identidad visual de la Alcaldía Mayor, puede diferir dependiendo del buen nombre de quien lo realiza. Por ello los proponentes especificaron este valor agregado”.

No se acepta la respuesta de la Administración porque en primer lugar en la orden de “servicio” No. 015 de 2004 el objeto es la compra de cinco pendones y no el diseño ni dirección del proyecto. En la propuesta del contratista se indica claramente que el valor de los cinco pendones es $3.800.000 ($760.000 c/u), luego no se entiende por qué contrató y se ordenó el pago de cinco millones. Además de las normas ya citadas, presuntamente se transgredieron los artículos 409 y 410 del Código Penal.

Segunda respuesta de la Administración:
“No hay que olvidar que el diseño, por ser una labor subjetiva, tiene un precio, no comparable formalmente con los precios del mercado. Desconocemos el valor de este insumo en las consultas de auditoria”.

La respuesta no es satisfactoria porque no desvirtúa ni justifica lo observado. 
El Equipo auditor obtuvo cotizaciones para los mismos elementos, con empresas que figuran en el Directorio Telefónico de Bogotá, así: Éxito Producciones NIT 41563485-3 por un valor total de $400.000; The Sing-Publicidad NIT 79905503-5 por un valor total de $790.000; AC Publicidad NIT 45455404-9 por un valor total de $620.000. El promedio de estas cotizaciones es de $603.333. 

Se concluye que el FDL Tunjuelito pagó un mayo valor por la suma de CUATRO MILLONES TRESCIENTOS NOVENTA Y SEIS MIL SEISCIENTOS SESENTA Y SIETE PESOS ($4.396.667), que  es la diferencia entre  los $5.000.000 que pagó el FDL Tunjuelito y el promedio de las cotizaciones obtenidas que es de $603.333.
4.1.5.10. En la factura no se indica a qué régimen corresponde el contribuyente y no se señala el NIT.  

“Se requerirá al contratista para que aclare las situaciones enunciadas en la observación”.
La respuesta no se acepta por cuanto la actuación es totalmente extemporánea, además, el contratista no pasa cuenta de cobro sino “factura de venta No. 295771”, en la inscripción en el RUT se inscribió en el régimen simplificado pero en la factura no lo estipula y no detalla el IVA, si es del caso, así mismo la factura no cumple con los requisitos mínimos  legales contenidos en el Estatuto Tributario. Consolidándose hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria.

Segunda respuesta de la Administración:
“Según el RUT del contratista este pertenecía al régimen simplificado. Esta condición, adicional al haber ofertado y contratado como persona natural, indica que no estaba obligado a presentar factura con los términos legales  este documento que obra a folio debe tomarse como una solicitud de cobro, sin las formalidades legales que exige realmente una factura.

El artículo 616-2 indica los casos en los que no se requiere la expedición de factura: “ ... tampoco existirá esta obligación en las ventas efectuadas por los responsables del régimen simplificado ...”
Evaluada la respuesta, en Mesa de Trabajo, se consideró que no es satisfactoria porque no desvirtúa ni justifica lo observado por el Equipo Auditor respecto de este contrato.

Hallazgo de carácter Administrativo con incidencia Disciplinaria y Fiscal por la suma de CUATRO MILLONES TRESCIENTOS NOVENTA Y SEIS MIL SEISCIENTOS SESENTA Y SIETE PESOS ($4.396.667), que  es la diferencia entre  los $5.000.000 que pagó el FDL Tunjuelito y el promedio de las cotizaciones obtenidas que es de $603.333. Debe incluirse en Plan de Mejoramiento. La Contraloría dará traslado a la Personería de Bogotá, D.C. y la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva, para lo de su competencia.
4.1.6. Contrato de Suministro No. 06-CSUM-002-2004 (mayo 7). Suscrito con la señora ALBA NURY BELLO PEÑALOSA, C.C. 52.203.914 de Bogotá. Objeto: realizar el suministro de refrigerios para eventos de la localidad de acuerdo con la propuesta presentada que forma parte integral del presente contrato. Valor $8.900.000. Plazo: tres meses o hasta agotar el valor pactado.

En la evaluación fiscal se detectaron las siguientes observaciones: 
4.1.6.1. En la invitación se indica que las propuestas deberán estar de “Conformidad con los términos de referencia“. Dentro de los documentos del contrato no se encuentran los términos de referencia a que aluden las invitaciones. Se le señala específicamente el valor de la propuesta $8.900.000 y no el presupuesto oficial.

“Los términos de referencia ya existían y se aportarán al contrato.  

En la respuesta se indica que “se aportarán”, es decir, se admite que los Términos de Referencia no reposaban en la carpeta del contrato, como se señaló en el requerimiento. Analizado el documento “TERMINOS DE REFERENCIA”, allegado a la carpeta del contrato después del examen del grupo auditor, se establece que no guarda concordancia con lo pactado en el contrato, porque: en el numeral 1.4. Forma de pago de los Términos de Referencia se indicó “se cancelará por mensualidades vencidas, previa presentación de informe y cuentas de cobro aprobada por el supervisor del contrato”, sin embargo, en el contrato se pactó, cláusula quinta, Forma de Pago. “EL FONDO pagará … un 50% en calidad de anticipo…”. 

Segunda respuesta de la Administración:
“Lo mencionado en dicho articulo obedece a un inconveniente de forma mas no de fondo que fue subsanado en su momento, y que será incluido dentro del plan de mejoramiento. Este inconveniente no comprometió el cumplimiento del contrato ni los fines de la contratación”. 

4.1.6.2. El señor Héctor Lozano presentó propuesta fechada el 5 de mayo de 2004, sin oficio remisorio, está en un solo folio y no posee nombre de persona natural o jurídica destinataria, no tiene dirección, ni número telefónico, tiene sello de radicado en la oficina de correspondencia de la Alcaldía Local el 5 de mayo de 2004, con número 1993, igual la propuesta de la señora Alba Nury Bello Peñaloza, no tiene dirección ni teléfono, la entrega de las propuestas tienen la misma fecha, con números de radicación 1993 y 1994, respectivamente. 

En estas condiciones la Contraloría Local no entiende cómo en primer lugar los señores Héctor Lozano y Alba Nury Bello Peñaloza se enteraron de la solicitud de propuesta. En segundo lugar tampoco se entiende cómo la Administración efectuó la evaluación de precios 

En la Alcaldía Local no se cumple el manual de procedimientos de recepción de la correspondencia externa, establecido por la Secretaría de Gobierno  presentando graves fallas de control interno, adicionalmente se incumple lo estipulado en las invitaciones respecto de la recepción de las propuestas, transgrediendo, presuntamente, los literales e) y f) del artículo 2 de la Ley 87 de 1993.

“Como se ha indicado en otros puntos, el procedimiento que venía desarrollando la Coordinación Administrativa para realizar las invitaciones era por vía telefónica o personalmente. 

Se acepta la observación sobre incumplimiento de los requisitos en la recepción de la correspondencia. Procedimiento que no había sido objeto en el pasado de ningún cuestionamiento por parte de los organismos de control, ni se conocen resultados de evaluación de procedimientos y controles internos en desarrollo de auditorias. Por otra parte, el parágrafo del artículo 11 del decreto 2170, sobre contratación de mínima cuantía, excluye estos requisitos.

En esta Alcaldía se ha iniciado un proceso de implementación de acciones mancomunadas con la oficina de control interno de la Secretaria de Gobierno y personal especializado en archivística del SENA, tendientes a lograr cada día una mejora en los aspectos relacionados con el manejo de correspondencia y archivo de documentos”.
En cuanto al procedimiento de comunicar las invitaciones, la respuesta no es aceptable porque, si las invitaciones se hacían “vía telefónica o personalmente”, ¿para qué se elaboraron los oficios suscritos por el Alcalde Local, aunque sin dirección ni teléfono y sin constancia de haberlos remitido, invitando a presentar propuesta? Además, no se indica en cuáles números telefónicos se le comunicó, especialmente al señor Héctor Lozano, que no registra dirección ni teléfono.

Además, de lo señalado en cuanto a la recepción de los documentos, confrontada la planilla de correspondencia se detectó que los números de radicación 1993 y 1994 corresponden a documentos radicados el 10/05/04 por Gerardo Amórtegui y Sandra González, respectivamente.

Segunda respuesta de la Administración:
“Como ya se había mencionado, el procedimiento utilizado por la  alcaldía local, a través de su Oficina de Planeación,  fue mediante la revisión de las hojas de vida entregadas en el banco de proyectos de la alcaldía local. De igual manera me permito reiterar que según el decreto 2170 este era un contrato de menor cuantía.

En cuanto a  los dos números de radicado la diferencia obedece a un error mecanográfico, los radicados reales son el 1903 y el 1904”.
4.1.6.3. A folio 41 aparece carta remisoria de 50 refrigerios fechado el 9 de mayo de 2004 según la observación se recibió el 8 de mayo de 2004; A folio 40 aparece carta remisoria de 1.500 refrigerios fechado el 9 de mayo de 2004; A folio 39 aparece la remisión de 50 refrigerios fechado el 10 de mayo de 2004; A folio 34 aparece escrito haciendo entrega de 300 refrigerios fechado el 11 de mayo de 2004.
A folio 9 aparece la certificación No. 43220 de antecedentes disciplinarios de la Personería de Bogotá expedida el 13 de mayo de 2004 a folio 29 aparece constancia de pago del registro distrital (consignación Banco de Occidente) fechado el 13 de mayo de 2004  (los resaltados son nuestros) y acta de iniciación tiene fecha 7 de mayo de 2004.

Con lo anteriormente descrito se observa que el contrato  inicia su ejecución antes de cumplir con los requisitos  de legalización del contrato como son la publicación en el Registro Distrital y los antecedentes disciplinarios contraviniendo presuntamente lo establecido en el parágrafo del artículo 41 de la Ley 80 de 1993.  

“Esta observación tiene como causa directa la ejecución del contrato sin requisitos legales, pero estos se subsanaron en forma posterior, como se evidencia del contenido de la misma observación”.

La respuesta no es aceptable porque en este caso no es posible subsanar el quebrantamiento de lo normado.

Se consolida el hallazgo administrativo con incidencia disciplinaria y fiscal por valor de $8.900.000, que corresponden al pago efectuado hasta la fecha de la revisión fiscal.
Segunda respuesta de la Administración:
“En cuanto a esta observación se debe precisar que los requerimientos hechos por la Contraloría ya habían sido subsanados cuando el grupo auditor hizo su revisión.

De igual forma es importante manifestar que el valor del contrato fue ejecutado en su totalidad con las características y términos estipulados en el contrato, y que los inconvenientes de forma serán incluidos en el plan de mejoramiento, en el caso de un hallazgo de tipo fiscal y disciplinario, la administración no observa ningún tipo de detrimento patrimonial”.
4.1.6.4. El contrato no tiene acta de liquidación como lo ordena la Ley, además faltan los documentos del representante legal del FDLT, así como la formulación del proyecto donde se evidencie la actividad desarrollada con este contrato.

“Los documentos del representante legal se anexan a la carpeta. El proyecto es el 6042, “fortalecimiento de la interacción y participación a la comunidad”, el cual se aporta en copia al contrato. Sobre la liquidación, si bien no se elaboró dentro de los cuatro meses, esta acta se realizará dentro de los términos ordenados en el artículo 36 del C.C.A. Ahora, hay que evaluarse, su exigencia, cuando se trata de contratos que se agotan con la sola entrega”.
La administración acepta que no se elaboró el acta liquidación. El contrato sí requiere de liquidación por ser da trato sucesivo que se prolonga en el tiempo (cláusula sexta plazo 3 meses o hasta agotar el valor). La copia del Proyecto no se aportó al contrato.

Segunda respuesta de la Administración:
“El proyecto para los tres contratos de suministro es el 6042, que se anexa, y la matriz de Proyección gastos mínimos esenciales de operación, cuya imputación presupuestal es la 3.1.1 11 07.35.6042.1.3, divulgación y realización de eventos con la comunidad. 

Ya fue aportada la copia del proyecto al contrato, la liquidación de este contrato se realizara de acuerdo a  los términos ordenados en el artículo 136 del C.C.A.  la liquidación de todo contrato se debe realizar dentro los cuatro meses siguientes a la terminación; en caso de no hacer se hará dentro de los dos meses siguientes, y si no se hace dentro de este término, se haría dentro de los dos años siguientes a su terminación, según se desprende de la interpretación del inciso final del artículo 136 del C.C.A  esto quiere que aúnes oportuno hacer esta liquidación. Por ello esta administración entrará a subsanarla”.
4.1.6.5. En la cláusula segunda del contrato  OBLIGACIONES DEL CONTRATISTA se estableció que la contratista se obliga a: “1) Suministrar los refrigerios de conformidad con el contenido de la propuesta de acuerdo con los requerimientos que efectué el Fondo de Desarrollo Local por intermedio del Alcalde Local o la persona que él designe hasta agotar el presupuesto” (resaltamos). Dentro de los documentos que reposan en las carpetas no reposan las solicitudes o requerimientos autorizados por el Alcalde Local o su delegado, si es del caso. Se incumplió lo pactado en esta cláusula.

“Esta obligación contractual o requerimiento se venía cumpliendo con el visto bueno del Alcalde en las respectivas solicitudes presentadas por los organizadores o responsables de los eventos. Esta aprobación se tomaba como el requerimiento o autorización indicado en el contrato. Copia de este documento se aportará a la carpeta”.
En la respuesta se admite la no existencia de este documento, es decir, se incumplió lo pactado. La justificación de que “se venía cumpliendo con el visto bueno…”, no es aceptable porque en tratándose de recursos del Estado, las actuaciones de los servidores públicos estarán presididas por las reglas sobre administración de bienes ajenos, es decir, con el máximo rigor, según lo ordena el estatuto para la contratación estatal. Además, los documentos pertinentes deben reposar en la carpeta del contrato.

Segunda respuesta de la Administración:

“Si se venia cumpliendo con el requisito toda vez que el alcalde local autorizaba, mediante visto bueno la entrega de refrigerios, el cual era coordinado por coordinación Administrativa.. De tal suerte que dicho documento se convertía en un requerimiento. A la contratista se autorizaba a entregar los refrigerios previo visto bueno del Sr Alcalde Local, o de su delegado, que para estos casos era el doctor Mario Alvarez. Documentos que reposaban en una carpeta llamada Refrigerios y que a la fecha hace parte integral de los contratos en mención”.

Evaluada la respuesta, en Mesa de Trabajo, se consideró que las respuestas no son satisfactorias porque no desvirtúa ni justifica lo observado por el Equipo Auditor respecto de este contrato.

Hallazgo de carácter Administrativo con incidencia y Disciplinaria. Debe incluirse en Plan de Mejoramiento. La Contraloría dará traslado a la Personería de Bogotá, D.C. para lo de su competencia.
4.1.7. Contrato de Suministro No. 06-CSUM-003-2004 (mayo 25). Suscrito con la señora ALBA NURY BELLO PEÑALOSA, C.C. 52.203.914 de Bogotá. Objeto: realizar el suministro de refrigerios para eventos de la localidad de acuerdo con la propuesta presentada que forma parte integral del presente contrato. Valor $8.900.000. Plazo: tres meses o hasta agotar el valor pactado.

En la evaluación fiscal se detectaron las siguientes observaciones: 

4.1.7.1. A folio 4 aparece invitación a presentar propuesta  a nombre de Alba Nury Bello Peñalosa, con fecha mayo 25 de 2004,  con dirección Calle 50 B No. 36-50, sin constancia de recibido.

Se presenta una propuesta a nombre de Izaura Cárdenas, la cual no tiene fecha, destinatario, no aparece radicada en la oficina de correspondencia de la Alcaldía Local la cual consta de un folio. Esta propuesta no tiene invitación a cotizar.

La propuesta suscrita por la Señora Alba Nury Bello Peñalosa adolece de radicación en la correspondiente oficina de la Alcaldía. Incumpliendo lo normado presuntamente lo normado en los literales e) y f) del artículo 2 de la Ley 87 de 1993.

“Esta invitación se entregó en la Oficina de Planeación”.
“Estas propuestas se recibía en la Oficina de Planeación, previa solicitud vía telefónica o requerimiento personal. Propuestas que fueron requeridas, no obstante la excepción planteada por el parágrafo del artículo 11 del decreto 2170 del 2002”.
“Efectivamente este procedimiento no se realizaba a través de la oficina de correspondencia, sino directamente se recibían en la Coordinación Administrativa. Omisión que no representa omisión legal, sino procedimental”.
En cuanto al procedimiento de comunicar las invitaciones, la respuesta no es aceptable porque, reiteramos, si las invitaciones se hacían “vía telefónica o personalmente”, ¿para qué se elaboró el oficio suscrito por el Alcalde Local, sin constancia de haberse remitido, invitando a presentar propuesta?

Segunda respuesta de la Administración:
“Como ya fue mencionado dichas omisiones, por parte de la Coordinación Administrativa, no son de tipo legal sino procedimental, lo que implicaría un compromiso su inclusión de dicho hallazgo en el plan de mejoramiento”.

4.1.7.2. Entre los folios 26 y siguiente (sin foliar) aparece constancia de pago de la publicación en el registro distrital  (consignación Banco de Occidente) fechado el 31 de mayo de 2004  a folio 30 aparece el acta de aprobación de la póliza fechado junio 1 de 2004 a folio 29  se encuentra el acta de iniciación con fecha mayo 26 de 2004. 

Con lo anteriormente descrito se observa que el contrato inició su ejecución antes de cumplir con los requisitos de legalización como son: la publicación en el Registro Distrital y aprobación de pólizas, contraviniendo presuntamente lo establecido en el parágrafo del artículo 41 de la Ley 80 de 1993.  

“Esta observación tiene como causa directa la ejecución del contrato sin requisitos legales, pero estos se subsanaron en forma posterior, como se evidencia del contenido de la misma observación.
La respuesta no es aceptable porque en este caso no es posible subsanar el quebrantamiento de lo normado.
Segunda respuesta de la Administración:
“En cuanto a esta observación se debe precisar que los requerimientos hechos por la contraloría ya habían sido subsanados cuando el grupo auditor hizo su revisión.

De igual forma es importante manifestar que el valor del contrato fue ejecutado en su totalidad con las características y términos estipulados en el contrato, y que los inconvenientes de forma serán incluidos en el plan de mejoramiento, en el caso de un hallazgo de tipo fiscal y disciplinario, la administración no observa ningún tipo de detrimento patrimonial.

La respuesta dada al primer informe de auditoria es válida, en razón de que se trata de un vicio de procedimiento, el cual la administración puede subsanar mediante la corrección de alguna de sus actuaciones en concordancia con el artículo 49 del C.C.A”.

Evaluada la respuesta, en Mesa de Trabajo, se consideró que no es satisfactoria porque no desvirtúa ni justifica lo observado por el Equipo Auditor respecto de este contrato.

Hallazgo de carácter Administrativo con incidencia y Disciplinaria. Debe incluirse en Plan de Mejoramiento. La Contraloría dará traslado a la Personería de Bogotá, D.C. para lo de su competencia.
4.1.8. Contrato de Suministro No. 06-CSUM-007-2004 (Julio 30). Suscrito con la señora ALBA NURY BELLO PEÑALOSA, C.C. 52.203.914 de Bogotá. Objeto: realizar el suministro de refrigerios para eventos de la localidad de acuerdo con la propuesta presentada que forma parte integral del presente contrato. Valor $8.900.000. Plazo: tres meses o hasta agotar el valor pactado.

En la evaluación fiscal se detectaron las siguientes observaciones: 

4.1.8.1. Dentro de la carpeta no hay invitaciones a proponer; las propuestas presentadas por los señores Julio Alarcón, Izaura Cárdenas y Alba Nury Bello Peñaloza no tienen fecha, número de recibido de la oficina de radicación de la Alcaldía Local; Las propuestas  de Julio Alarcón e Izaura Cárdenas no tienen carta de presentación ni destinatario; inobservando presuntamente lo normado en los literales e) y f) del artículo 2 de la Ley 87 de 1993.

“Ya se ha indicado el procedimiento que se venía ejecutando para formular las invitaciones, donde se le informaba a los proveedores vía telefónica, atendiendo la naturaleza del asunto y los requerimientos de la comunidad y eventos, y se les solicitaba, si estaban interesados, que se acercaran a la Alcaldía, para conocer los detalles de la convocatoria, y la propuesta se les recepcionaba en las oficinas respectivas. Este requisito de pluralidad no es legal, según lo excepciona, el parágrafo del artículo 11 del decreto 2170, cuando se trata de mínima cuantía, el cual indica que se requiere sólo una propuesta”.
En cuanto al procedimiento de comunicar las invitaciones, la respuesta no es aceptable porque, reiteramos, si las invitaciones se hacían “vía telefónica o personalmente”, ¿para qué se elaboró el oficio suscrito por el Alcalde Local, sin constancia de haberse remitido, invitando a presentar propuesta?

Segunda respuesta de la Administración:
“Como ya fue mencionado dichas omisiones no son de tipo legal, por estar excluidas como requisito en el parágrafo del artículo 11 del decreto 2170, sino procedimental, lo que implicaría la inclusión de dicho hallazgo en el plan de mejoramiento”.

4.1.8.2. El acta de iniciación aparece suscrita por Martín Emilio Rodríguez Cárdenas Alcalde Local  y Alba Nury Bello Peñaloza, fechada el 30 de julio de 2004 (folio 37), a folio 36 aparece la aprobación de póliza suscrita por el señor Alcalde Martín Emilio Rodríguez Cárdenas, de fecha 30 de julio de 2004, adicionalmente, en la póliza el asegurado y beneficiario no figura el Fondo de Desarrollo Local de Tunjuelito ni el NIT, solo aparece “FONDO DE DESARROLLO LOCAL”, en consecuencia en el evento de ocurrir el siniestro el FDL de Tunjuelito no podría, reclamar el amparo, también se observa que la dirección  de la contratista, no concuerda con la hoja de vida por lo anterior la Contraloría Local no se explica cómo el señor Alcalde pudo examinar y aprobar la póliza No. CE – 0162824, expedida por la Aseguradora Solidaria de Colombia cuando esta póliza fue expedida o emitida el 5 de agosto de 2004 e igualmente el pago se efectuó el mismo 5 de agosto, como consta a folios 33 y 34, es decir, se aprobó cinco días antes de expedirse (emitirse); además no hay un estudio previo por parte del Asesor Jurídico del Fondo de Desarrollo Local, en cuanto a la aprobación de las pólizas. Así mismo, a folio 35, aparece el recibo de consignación de pago de la publicación en el Registro Distrital de fecha 5 de agosto de 2004.

Si bien es cierto, el Acta de Iniciación aparece suscrita el 30 de julio, no es menos cierto que para esta fecha, no se habían cumplido con los requisitos de legalización del contrato como son: El pago de la publicación, el pago y expedición de la póliza.

En cuanto a la entrega de refrigerios se observa que a folios 54 de fecha agosto 4 de 2004, se entregaron 90 refrigerios en la Casa de la Cultura; a folio 55 de fecha agosto 3 de 2004, se entregaron 147 refrigerios a la Junta de Acción Comunal del barrio Venecia; a folio 56 de fecha agosto 2 de 2004, se entregaron 110 refrigerios a la Junta de Acción Comunal Venecia; a folio 57 de fecha agosto 2 de 2004, se entregaron 90 refrigerios en la Casa de la Cultura a folio No. 58, de fecha agosto 1, se entregaron 90 refrigerios en la Casa de la Cultura, a folio No. 59 de fecha 1 de agosto se entregaron 250 en el Salón Comunal Venecia y a folio 60 de fecha julio 31 de 2004 se entregaron 90 en la Casa de la Cultura; Es decir que se entregaron 867 refrigerios por valor de $2.601.000, sin que se haya legalizado el contrato.

La Contraloría Local en visita realizada a la Casa de la Cultura observa que dicha obra se encuentra en construcción y no ofrece garantía para realizar eventos de asistencia masiva de público lo cual es corroborado con las fotos tomadas a dicha obra.  

Con lo descrito anteriormente se observa que el contrato inicia su ejecución antes de cumplir con los requisitos de legalización del mismo como es la publicación en el Registro Distrital y expedición de la póliza, contraviniendo presuntamente lo establecido en el parágrafo del artículo 41 de la Ley 80 de 1993.  

Respuesta de la Administración:
“Es cierto que no se indica de manera expresa y literal cuál fondo de Desarrollo es el beneficiado; sin embargo, sí se podría inferir, en caso de que se presente el siniestro, que es el fondo de Desarrollo Local de Tunjuelito, porque en el objeto del seguro, en la póliza, se indica “Garantizar el cumplimiento para el suministro de refrigerios para eventos de la alcaldía Local según contrato de suministro No. 06-CSUM-007-2006 de julio 30 de 2004”, donde el primer número siempre corresponde al número de la Localidad.   

Es cierto que este contrato se empezó a ejecutar antes que se hubiera perfeccionado. Las solicitudes de entrega de los refrigerios se hicieron con la firma del contrato, dada la urgencia de los eventos.  Sin embargo, hay que advertir que la póliza tiene vigencia a partir del 30 de julio, lo que significa que realmente el contrato siempre estuvo amparado. 

No obstante que la casa de la cultura se encuentra en construcción, allí se hizo un evento de presentación de esta obra el día 15 de septiembre a la señora Directora del Instituto Distrital de Cultura y Turismo, tal como lo evidencia la carta enviada por su directora Martha Senn y por la Gestora cultural de la Localidad, documentos que se aportarán en copia al contrato.

En las demás entregas de estos refrigerios, se indica que las entregas se realizaron en la casa de la cultura, pero esto no es, en todos los casos, muy preciso. Fue una equivocación o indebida interpretación de la contratista, debido a que el contenido de los eventos eran en torno al tema de la cultura, o relacionados con el Instituto de Cultura, y que el punto de encuentro, la mayoría de las veces, de todos los participantes en esta comparsa, era en la Casa de La Cultura. Para superar este error, en declaración juramentada, el señor JOSE GELVER MEJIA VELASQUEZ, ganador de la convocatoria que hizo este instituto, certifica la recepción y el lugar de entrega de estos refrigerios. Estos refrigerios fue el único apoyo que la Alcaldía hizo a las actividades que se desarrollaron con ocasión del cumpleaños de Bogotá”.
La Administración admite la falla en la expedición de la Póliza de Garantía y que el contrato empezó a ejecutarse sin la legalización previa. 

En cuanto a la entrega de los refrigerios, señala “que las entregas se realizaron en la casa de la cultura, pero esto no es, en todos los casos, muy preciso. Fue una equivocación o indebida interpretación de la contratista…”, es decir admite que los documentos de entrega adolecen de veracidad. Además, en la “declaración juramentada” que allega, tampoco aclara la entrega por cuanto habla de entregas en las cuatro semanas anteriores al 7 de agosto, es decir, antes de suscribirse el contrato. Se concluye que, además de las normas ya señaladas, se pretermitieron los artículos 287, 291, 409 y 410 del Código Penal.

Segunda respuesta de la Administración:
“Se reitera la interpretación que se ha plasmado en el anterior informe, referido a que del contenido de la póliza existe la descripción de un código, 06, que identifica la Localidad a la que pertenece”.    

4.1.8.3. La propuesta presentada por Izaura Cárdenas, no tiene invitación a proponer, está sin fecha, sin carta remisoria, un solo folio, sin registro de recibido por ninguna dependencia del FDLT, firmada por Izaura Cárdenas; la señora Izaura también presentó propuesta para el Contrato de Suministros 03 del 2004 y las dos firmas a simple vista son diferentes, las direcciones anotadas son diferentes, toda vez que una corresponde al Norte y la otra al Sur; La tercera Propuesta no tiene invitación a proponer, sin fecha, sin carta remisoria, un solo folio, sin registro de recibido por ninguna dependencia del FDLT, firmada por Julio Alarcón, con dirección Calle 50 B Nº 34-56 Sur, el tipo de letra, y las características generales de su redacción son muy parecidas a la propuesta presentada por el señor Héctor Lozano en el anterior Contrato de Suministro, también adjudicado a Alba Nury Bello P. (folio 4).

Al realizar las pruebas de auditoria correspondientes, esta Unidad de Control, evidenció que en la dirección anotada por el mismo residía la señora María Luisa Cárdenas, y al realizar las respectivas averiguaciones la misma manifestó no conocer al mencionado señor Julio Alarcón y que esa era la residencia del señor Alcalde Local de Tunjuelito.   

Normas presuntamente transgredidas: artículo 3º; literal a) del numeral 5º y el numeral 8º del artículo 24; los numerales 1º, 2º  y 4º del artículo 26 de la Ley 80 de 1993, así como los literales e) y f) del artículo 2 de la Ley 87 de 1993.

“Las firmas que se observan en la propuesta del contrato 07 y 03 realmente no fueron objeto de verificación por parte de esta administración, puesto que se parte del principio de la buena fe que garantiza la Constitución Política. Desconocemos estos hechos. 

Como ya se ha indicado, dentro de los procedimientos contractuales no se hacían  invitaciones con cartas remisorias ni la recepción se hacía en la oficina de radicación, atendiendo la naturaleza del objeto del contrato, su cuantía, y el régimen aplicable en su momento.

En relación con la dirección que se cuestiona, por pertenecer presuntamente a mi residencia, el proponente Julio Alarcón, mediante declaración juramentada y escrito dirigido a la contraloría, las cuales ya obran en el contrato, esclarece los hechos. Faltaría por indicar que MARIA LUISA CARDENAS es mi señora madre, y que esta es la residencia de ella, mas no la mía. Mi residencia está ubicada en Kennedy. (ver constancia). Este hecho no configura ninguna inhabilidad e incompatibilidad; sobre todo cuando esta era una propuesta adicional, requisito que no es exigido por el decreto 2170, artículo 11, en su parágrafo. Situación que no transgrede ninguna norma legal”.
En la respuesta no se desvirtúa la falta de control y debido examen de los documentos presentados como propuesta.

Segunda respuesta de la Administración:
“Las propuestas entregadas fueros debidamente examinadas por la administración local como ya fue mencionado en los ítems anteriores el error de tipo procedimental utilizado en la alcaldía local, será incluido en el plan de mejoramiento. Por otro lado no es muy cierta la falta de control  en los documentos ya que no es de nuestra incumbencia verificar la veracidad de las firmas presentadas, incluso si se tiene en cuenta que dicha propuesta no fue seleccionada. La presunta comisión de conductas con relevancia penal debe se de conocimiento de las autoridades competentes”.
Evaluada la respuesta, en Mesa de Trabajo, se consideró que no es satisfactoria porque no desvirtúa ni justifica lo observado por el Equipo Auditor respecto de este contrato.

Hallazgo de carácter Administrativo con incidencia y Disciplinaria. Debe incluirse en Plan de Mejoramiento. La Contraloría dará traslado a la Personería de Bogotá, D.C. para lo de su competencia.
Teniendo en cuenta que a la fecha de la evaluación por parte del equipo auditor, el contrato se encontraba en ejecución, la Contraloría de Bogotá, D. C., se pronunciará en forma definitiva una vez se ejecute, se realicen los pagos y se surta el acto de liquidación, si a ello hay lugar.
4.1.9. Contrato de Suministro Nº 06-CS-01-2004

La contratista  es Olga Ruth González Cuesta, el Objeto del contrato es realizar el suministro de refrigerios para eventos de la Localidad de acuerdo con la propuesta presentada que forma parte integral del presente contrato, el valor del mismo es de ocho millones de pesos ($8.000.000), con un plazo de cinco (5) meses o hasta agotar el valor pactado, suscrito el 26 de marzo de 2004.

En el examen fiscal se detectaron las siguientes observaciones:

4.1.9.1. No hay solicitud o requerimiento del servicio, no se encuentra la formulación del proyecto donde se encuentre descrita esta actividad y se estipule el número de encuentros ciudadanos que se van a realizar, el número aproximado de asistentes y la justificación de ofrecerles un refrigerio. 

Falta el documento mediante el cual el Alcalde Local ordena iniciar el proceso de contratación.

A folios 10 y 11 aparecen las invitaciones a que hagan propuestas para contratar el suministro de refrigerios, sin establecer cantidad, valor, plazo. Ninguna posee dirección.  Solo la ganadora tiene firma de recibida la invitación.

No hay términos de referencia ni presupuesto oficial y finalmente (folios 13 a 17) se suscribió el contrato por un valor de ocho millones de pesos ($8.000.000).

Las observaciones registradas, incumplen presuntamente lo normado en el artículo 3, numerales 1, 2, 3 del artículo 26 de la Ley 80 de 1993, así como el artículo 35 del decreto Distrital 854 de 2001.

Respuesta de la Administración:

“El proyecto donde se encuentra descrita esta actividad es el 6042 “fortalecimiento a la interacción y participación de la comunidad”, del cual se anexa copia al contrato.

Sobre la solicitud o requerimiento del servicio, este se hizo verbal. Procedimiento que se continuó haciendo en esta administración. Los documentos relacionados con el número de encuentros ciudadanos y el número promedio de participantes se aportan al contrato. Sobre la justificación de entregar un refrigerio a los asistentes, es simplemente una herramienta de motivación a la comunidad, para que asuman comportamientos de aceptación frente a mecanismos de participación ciudadana consagrado legal y constitucionalmente, y aplicado como política Distrital”.
“Evidentemente no existe”.
 “Este procedimiento, de solicitar varias propuestas no era necesario, no es necesario, puesto que así lo permite el parágrafo del artículo11 del decreto 2170 del año 2002”.
 “Este requisito no es obligatorio en tratándose de contratación de mínima cuantía: decreto 2170 del 2002, parágrafo del artículo11.

Analizada la respuesta el grupo auditor encuentra que no es aceptable el argumento de que la solicitud o requerimiento “se hizo verbal”, porque se continuó haciendo en esta administración, toda vez, que contraviene el ordenamiento señalado. La copia del Proyecto 6042 no se encuentra en la carpeta del contrato. Como no se consultó el CISE, era necesario elaborar Términos de Referencia.

Segunda respuesta de la Administración:
“La administración acepta incluir dicho hallazgo en el plan de mejoramiento.

Los procedimientos internos de nuestra administración indican que este acto administrativo está implícito en la solicitud de iniciación del proceso contractual.
Era a partir de esta actuación que se iniciaba el proceso de contratación”.

4.1.9.2. Falta solicitud del Alcalde Local para que se expida el Certificado de Registro Presupuestal, incumpliendo lo normado en el numeral 5 del artículo No. 38 “De las responsabilidades fiscales” del Decreto Distrital No. 1139 del 29 de diciembre de 2000, que a la letra dice: “El ordenador del gasto que no informe oportunamente los compromisos legalmente adquiridos o los gastos legalmente ejecutados”.
A folio 25 obra el Certificado de Registro Presupuestal, expedido el 29 de marzo de 2004, tres (3) días después de suscrita el Acta de Iniciación del Contrato, que reposa a folio 26, Así mismo se evidencio entrega de refrigerios, los días:  26 de marzo de 2004, cantidad 1.000, folio 43, 26 de marzo de 2004, cantidad 300, folio 42, 26 de marzo de 2004, cantidad 100, folio 27, se evidencia que el contrato empezó su ejecución antes de ser legalizado contraviniendo presuntamente  lo establecido en el parágrafo del articulo 41 de la Ley 80 de 1993.  

“Creemos que este requisito no es necesario, porque  tal solicitud se expide con base en el mismo contrato. Si bien la norma indicada habla de la omisión de informar oportunamente los compromisos legalmente adquiridos, la falta de esta solicitud no implica la presencia de esta pretermisión. Desconocemos la norma que nos obligue a agotar este procedimiento”.

 “Realmente las entregas se iniciaron el 26 de marzo, fecha de suscripción del contrato, antes de legalizarse el contrato. Pero también se advierte que la póliza tiene vigencia desde el 26 de marzo, amparando toda la ejecución del contrato y la publicación se hizo desde el mismo 26 de marzo”.

La Administración acepta que las entregas se iniciaron antes de la legalización del contrato. El argumento de que la póliza “tiene vigencia desde el 26 de marzo, amparando toda la ejecución del contrato…”, no es de recibo porque esto no subsana la trasgresión de la ley.

Segunda respuesta de la Administración:
“En consideración a que la falta mencionada no causo ningún perjuicio en la ejecución del contrato ni puso en peligro la gestión de la administración local y por las razones anteriormente expuestas en la respuesta a su requerimiento inicial, la administración considera este error de tipo administrativo, susceptible de corregir como ya se hizo”.

4.1.9.3. A folio 21 aparece la póliza No. 31GU011726 de Confianza Compañía Aseguradora de Fianzas S.A. expedida el 29 de marzo de 2004, que ampara el contrato en mención, sin embargo, con fecha  26 de marzo de 2004, el Alcalde Local, doctor Jorge E. Camargo Quitián, suscribe el acta de aprobación de pólizas de garantía, es decir, tres (3) días antes. La Contraloría Local no entiende cómo el señor Alcalde pudo examinar y aprobar la póliza tres (3) días antes de ser expedida. Presuntamente, se transgredió lo normado en el artículo 18 del Decreto 679 de 1994; el artículo 3º; los literales a) y c) del numeral 5º y el numeral 8º del artículo 24; los numerales 1º, 2º  y  4º del artículo 26 de la Ley 80 de 1993.

“La fecha de aprobación de la póliza de la póliza corresponde a la fecha que inicia la vigencia de la póliza y a la fecha que se inicia la ejecución contractual”.

La respuesta no es aceptable porque no responde lo observado por el ente fiscalizador.

Segunda respuesta de la Administración:
“Procedimiento que evidencian desde el pasado irregularidades de carácter organizativo en la Oficina Jurídica del fondo”.
Evaluada la respuesta, en Mesa de Trabajo, se consideró que no es satisfactoria porque no desvirtúa ni justifica lo observado por el equipo auditor respecto de este contrato.

Hallazgo de carácter Administrativo con incidencia y Disciplinaria. Debe incluirse en Plan de Mejoramiento. La Contraloría dará traslado a la Personería de Bogotá, D.C. para lo de su competencia.
4.1.10. Contrato de Prestación de Servicio No.  06-CPS-033-2004
Contratista: José Mario Sepúlveda Enciso. Objeto: la reimpresión del libro Memoria Histórica de la Localidad de Tunjuelito, por valor de ocho millones de pesos ($8.000.000) con un plazo de trece (13)  días.

En el examen fiscal se detectaron las siguientes observaciones:

4.1.10.1. La Administración Local determinó realizar una segunda reimpresión del libro “Memoria Histórica de la Localidad de Tunjuelito”, sin tener en cuenta que se debe obedecer a la formulación y desarrollo de un proyecto en donde se demuestre la necesidad, oportunidad, características técnicas  y fin para el cual se desarrolla y contrata la ejecución del mismo. No se elaboraron los términos de referencia. No se estableció el presupuesto oficial. Lo señalado, evidencia que no se realizaron los estudios previos y por lo tanto no se tuvo en cuenta ningún factor de planeación. Presuntamente se transgredió el artículo 35 del Decreto Distrital 854 de 2001; los numerales 2, 3 y 5 del artículo 34 de la Ley 734 de 2002; el numeral 12 del artículo 25;  numerales 1, 3 y  4 del artículo 26; artículo 29  de la  Ley 80 de 1993 y artículos 8 y 10 del Decreto 2170 del año 2002.

Respuesta de la Administración:

“Este contrato sí obedeció al desarrollo del proyecto No. 6022 de Gestión Pública Admirable, Sistemas de Información y Comunicación, el cual se aporta al expediente. Los términos de referencia a la fecha se encuentran en el expediente, los cuales se encontraban en la Coordinación Administrativa. El presupuesto oficial se indica en los términos de referencia. Por lo tanto no existe transgresión de norma legal”.
Revisado el Proyecto 6022, no se evidenció que se haya contemplado la reimpresión de libros. Además de la trasgresión a las normas citadas, presuntamente, se incurrió en lo contemplado en el artículo 399 del código Penal.

En cuanto a los Términos de Referencia, allegados después de la revisión de auditoria, no es aceptable la respuesta en el sentido de que “se encontraban en la Coordinación Administrativa”. 
4.1.10.2. No se cursaron invitaciones a cotizar; no hay orden del Alcalde Local para abrir el proceso de contratación. Transgrediendo, presuntamente, lo normado en el artículo 3, el numeral 4 del artículo 26 de la Ley 80 de 1993.

“El procedimiento sobre las invitaciones que se venía aplicando en la administración ya se ha indicado en puntos anteriores. Las órdenes de apertura del proceso de contratación, se encuentran en el archivo de la secretaría del despacho con fecha 29 de abril de 2004, y ya se han aportado al expediente. No sobra considerar que el parágrafo del artículo 11 del decreto 2170, no exigía estos requisitos cuando se refiere a procesos de contratación de mínima cuantía, por lo tanto no es procedente la transgresión de normas legales”.
Analizada la respuesta, el grupo auditor encuentra que, a la falta de invitación a cotizar, no es aceptable como se señaló anteriormente que contraviene el ordenamiento señalado. Tampoco es aceptable el argumento de que las órdenes reposan en la secretaría del despacho, porque estos documentos forman parte del contrato y como tal deben reposar en la carpeta contentiva de éste. Como en la consulta al CISE no reporta todos los componentes contratados, no es dable invocar el parágrafo mencionado porque éste faculta es para celebrar el contrato sin pluralidad de ofertas. 

Segunda respuesta de la Administración:
“Reiteramos lo anunciado en la respuesta dada en este punto, sobre los procedimientos relacionados con las invitaciones, la recepción de sus respuestas y demás actividades relacionadas con la publicidad de los términos de referencia. Actividades que estaban bajo la responsabilidad de La coordinación Administrativa. Ya se ha dicho en otros puntos que según el decreto 2170, artículo 11, parágrafo, no era requisito hacer varias invitaciones ni contar con varias ofertas

Sobre la orden de iniciar el proceso de contratación, no obstante la respuesta dada en el informe anterior, se verificó esta documentación, y se determinó que este acto, según nuestros procedimientos, iba implícito con las solicitud del CDP, cuya elaboración era de responsabilidad de la coordinación Administrativa”. 

4.1.10.3. No reposa en la carpeta del contrato cuadro comparativo de evaluación de propuestas. La propuesta presentada por el contratista no tiene constancia de haber sido radicada en la oficina de correspondencia de la Alcaldía Local, con fecha, hora, numeración consecutiva del recibido y persona que la recibe; No hay estudio de los precios del mercado. Presuntamente se transgredió lo normado en los numerales 1, 2 y 3 del  articulo 4 del Decreto 2170 de 2002, concordante con el articulo 29 de la Ley 80 de 1993. Adicionalmente, se incumple lo establecido por la Secretaría de Gobierno en cuanto a la recepción de información externa, la cual debe ser radicada.  

No hay certeza de cómo se allegó la propuesta de JMS Impresores, ni de cuál fue el proceso para la selección del contratista. En la carpeta no reposa documento alguno al respecto. Lo estipulado en los numerales dos (2) y cuatro (4) de la página uno (1) del Contrato, carece de soportes, pues, no hay invitaciones, no hay propuestas, en consecuencia, no era posible la evaluación y/o calificación que permitiera la selección del contratista. Presuntamente, se desconoció lo normado en los numerales 1, 2, 3, y 4 del artículo 4 del Decreto 2170 de 2002.
Respuesta de la Administración:

“El cuadro comparativo reposaba en la carpeta abierta para este fin, y ya se aportó al contrato; no obstante no ser requisito según lo ordena el decreto 2170, artículo 11, parágrafo. La propuesta se allegó a la Oficina de Coordinación Administrativa y Financiera”.
“Estas propuestas, como ya se ha indicado, se solicitaban por teléfono, se entregaba la solicitud y se recibían las propuestas en la Coordinación Administrativa. En este caso, por medio de este procedimiento, se llamaron a varios impresores, pero solo presenta propuesta JMS. Este requisito y los demás exigidos en la observación no so exigido por el decreto 2170, artículo 11, parágrafo, por ser contratación de mínima cuantía. Sin embargo, a la fecha ya reposa la invitación en la carpeta. Recuérdese que la norma legal no exige un número plural de propuestas, basta con el estudio de mercado, el cual se asume con la consulta en el SICE, cuyo documento se anexa”.
La Administración no aportó el cuadro comparativo de las propuestas al contrato, como lo manifiesta en la respuesta. En pruebas de auditoria se estableció que la empresa EDITORA GUADALUPE LTDA., presentó la Cotización No. 12834, radicada en la Alcaldía Local el 31 de mayo de2004, bajo el No. 2383, por un valor total de $4.700.000 para la reimpresión de 1000 ejemplares del libro “recuperación Histórica de la Localidad de Tunjuelito”. Esta cotización, inexplicablemente, no fue considerada por la Administración a pesar de que tener un valor mucho más económico y tener la experiencia de ser los impresores originales del libro. Además de las normas citadas, presuntamente, se incurrió en lo señalado en los artículos 292, 294, 409 y 410 del Código Penal. 

Segunda respuesta de la Administración:
“El cuadro comparativo de evaluación de propuestas, obra a folio 43 a  48. Se insiste en la modalidad de los procedimientos que se ejecutaban, por parte de la Coordinación Administrativa, referida a las invitaciones su radicación y recepción de las propuestas.

Como prueba de estos procedimientos, y su responsabilidad, tenemos el caso de la radicación No. 2383 del 31 de mayo de 2004, relacionada con la impresión de unos libros, la cual fue remitida a la oficina de Planeación el día 2 de junio de 2004, con el fin de que se le diera el trámite pertinente, esto es, que se incluyera en la evaluación económica y jurídica en el caso que se decidiera contratar. Trámite que se constata al revisar el libro radicador que existe en la secretaria del despacho. Este despacho no conoce la causa real, de por qué la Coordinación Administrativa no incluyó esta propuesta en el cuadro comparativo. 

Estas adjudicaciones se hacen con base en los estudios que presenta la Oficina de Planeación. 

Según información entregada por la coordinación Administración, esta póliza tenía fecha 31 de mayo de 2004, con una vigencia de 25 días hábiles. Estando sin vigencia al momento que se hizo la evaluación. Igualmente por haberse aportado con un mes de anticipación, sin que la administración hubiera tomado la decisión de reimpresión, y   sin que se hubiese generado la necesidad, porque para esa fecha no se habían agotado esto libros  Además, porque carecía de credibilidad ya que esta cotización indicaba un precio menor al que este contratista había cobrado en el contrato ODS 246. 

Los estudios de mercado realizado por la oficina de Planeación se fundamentaron y estructuraron en la comparación de las propuestas que obran en la carpeta recomendando su adjudicación a la de menor costo”.

Evaluada la respuesta, en Mesa de Trabajo, se consideró que no es satisfactoria porque no desvirtúa ni justifica lo observado por el Equipo Auditor.

Hallazgo de carácter Administrativo con incidencia Disciplinaria y Penal. Debe incluirse en Plan de Mejoramiento. La Contraloría dará traslado a la Personería de Bogotá, D.C. y a la Fiscalía General de la Nación, para lo de su competencia.
En consideración a que este contrato, a la fecha de la evaluación fiscal, se encontraba en ejecución y no se habían hecho la totalidad de los pagos y/o  liquidación definitiva del contrato, la Contraloría de Bogotá se pronunciará una vez se surtan dichos trámites.

4.2. CONTRATOS CELEBRADOS FDL TUNJUELITO  - UEL

4.2.1. Contratos celebrados por la UEL - Secretaría de Gobierno

Contrato SGDC-C-6-14-0022-00-03. Celebrado con el señor ENGELS GERMÁN CORTÉS TRUJILLO, con el Objeto de “…realizar la consultoría para la capacitación en prevención de riesgos y atención de emergencias en las localidades de TUNJUELITO y MÁRTIRES, de acuerdo con los términos de referencia…”; por un Valor Total de $30.642.500, de los cuales el FDL Tunjuelito le corresponden $12.832.500; y con un Plazo para la ejecución de 150 días calendario, a partir de la suscripción del Acta de Iniciación.
En el examen fiscal se detectó la siguiente observación: 
El Acta de Iniciación fue suscrita el 3 de marzo de 2004, dos meses y 18 días después de perfeccionado, sin que haya justificación para esta demora. Con esta conducta, presuntamente, se transgredió lo establecido en el numeral 4º del Art. 25 de la Ley 80: "Art. 25.- Del principio de economía. En virtud e este principio: (...) 4º Los trámites se adelantarán con austeridad de tiempo, medios y gastos y se impedirán las dilaciones y los retardos en la ejecución del contrato".

Respuesta de la UEL-Secretaría de Gobierno:

“Al respecto es necesario señalar que:

Esta Dirección mediante oficio 3-2003-37666 de diciembre 19 de2003, le remite al Alcalde Local de Tunjuelito, copia de la resolución de adjudicación, de la propuesta, del contrato a fin de que ordene a quien corresponda la expedición del registro presupuestal correspondiente, y su envío a la mayor brevedad posible.

El 22 de diciembre de 2003 se remite mediante oficio 3-2003-37758 al Alcalde Local de Tunjuelito copia de la póliza debidamente aprobada y la publicación respectiva.

El 6 de enero de 2004, mediante oficio 3-2004-00265 la responsable de presupuesto del Fondo de Desarrollo Local de Tunjuelito remite a este despacho el Certificado de Registro Presupuestal No. 414.

Ya con el lleno de los requisitos de ejecución señalados en el artículo 41 de la Ley 80 de 1993, y ante la no iniciación del contrato se remite el oficio 2-2004-01991 de enero 27 de 2004 al contratista ENGELS GERMÁN CORTÉS TRUJILLO, señalándole que de conformidad con la cláusula vigésima segunda del contrato SGDC-C-6-14-0022-00-03, éste se entiende perfeccionado con la firma de las partes y el registro presupuestal correspondiente. Para su ejecución deberán cumplirse los siguientes requisitos: a) Por parte del contratista: constitución de la garantía única y la suscripción de acta de inicio. b) Por parte de los fondos: Aprobación de la garantía única.

En ese orden de ideas existe la obligación por parte de quien contrata con el Distrito de presentar ante las localidades y concretar con el Supervisor General (Alcalde Local) y el interventor designado, la iniciación de la ejecución del objeto contractual.

El contratista ENGELS FEDERICO CORTÉS TRUJILLO, mediante oficios de fechas 21 de enero y 16 de febrero de 2004, solicita al Alcalde Local de Tunjuelito la designación de interventor y la suscripción del acta de iniciación respectiva.

El 18 de marzo de 2004 mediante oficio 3-2004-07914 el Coordinador Administrativo y Financiero de la Alcaldía Local de Tunjuelito envía a este despacho el acta de iniciación.

Ante la demora en la suscripción del acta de inicio del contrato en mención, se solicitó al Alcalde Local de Tunjuelito mediante oficio 3-2004-09174 de fecha marzo 31 del año en curso, se informara a este despacho, las razones por las cuales las actas de inicio se firmaron hasta el 3 de marzo de 2004, esto es dos meses y medio después de haber sido firmado el contrato. A la fecha no se ha recibido respuesta.

En ese orden de ideas, es necesario resaltar que de conformidad con lo establecido en la cláusula séptima del contrato, la Supervisión General del contrato le corresponde al Alcalde Local de acuerdo a lo normado en el artículo 36 del Decreto Distrital 854 de 2001. Así mismo, la Interventoría será ejercida por el Alcalde Local o por quien él designe. A su vez, el interventor dentro de sus obligaciones tiene claramente establecida suscribir el acta de iniciación del contrato”.

La señora Directora de la UEL-Secretaría de Gobierno demuestra los documentos del Contrato los envió de manera oportuna y que fue en la Alcaldía Local de Tunjuelito en donde se presentó la demora y que le solicitó al Alcalde Local de Tunjuelito informara el motivo de la tardanza y que “A la fecha no se ha recibido respuesta”. 

Con esta demora se ocasionó perjuicio a la Administración del FDL Tunjuelito que no recibió en forma oportuna los servicios contratados.

Segunda respuesta de la Administración:
“Si bien desde el 19 de diciembre se envió este contrato a la alcaldía Local, otros trámites como el envió por la UEL de la Póliza aprobada, y la publicación, se surtieron sólo hasta el 6 de enero de 2004”.
Evaluada la respuesta, en Mesa de Trabajo, se consideró que no es satisfactoria porque no desvirtúa ni justifica lo observado por el Equipo Auditor.

Hallazgo de carácter Administrativo, debe incluirse en Plan de Mejoramiento. 
4.2.2. Contratos celebrados por la UEL –IDRD
Contrato No. IDRD-06-15-00-2003. Contratista Recreación, Deporte y Salud limitada; Objeto “…llevar a cabo la organización, Planeación, Ejecución y Dirección de Núcleos – Escuelas de Formación Deportiva de la Localidad de Tunjuelito con cargo a los recursos locales”; Valor de $120.375.000; Plazo para la ejecución de siete (7) meses contados a partir de la suscripción del Acta de Iniciación.
En el examen fiscal se detectaron las siguientes observaciones: 

4.2.2.1. En el Pliego de Condiciones de la Licitación Pública se estableció en el numeral "6.1.1. Personal y equipos del contratista El personal mínimo requerido para la adjudicación de la presente licitación corresponde al que aparece relacionado a continuación. (...) 2. Trece (13) Instructores Deportivos, por seis (6) meses de ejecución del contrato. Requisitos: Licenciado en Educación Física, Deportes, Cultura Física, Profesional en Ciencias del Deporte y con un (1) año de experiencia en desarrollo o ejecución de actividades deportivas. O Entrenador deportivo certificado por la liga o federación deportiva específica y con tres (3) años de experiencia en el deporte a desarrollar". Revisadas las Hojas de Vida de los Instructores aportadas por el Contratista se estableció que: John Edison González Ricaurte, fútbol de salón; Maritza Tolosa Jiménez, baloncesto; Carlos Alberto Garavito González, atletismo; Maritza Rocío López García, voleibol; Wilson Alirio Gómez Alba, taekwando; José Noel Rojas Amaya, taekwando; Jesús Baltazar Muñoz, ajedrez; Laureano Guayará Torres; y, Ricardo Aguacia no reúnen los requisitos señalados. Presuntamente se transgredió lo señalado en los numerales 1º, 4º, 5º y 8º del Art. 4º; numeral 8º del Art. 24; el numeral 3º del Art. 25; y, los numerales 1º y 4º del Art. 26 de la Ley 80.

Respuesta de la UEL- IDRD:

“Teniendo en cuenta los requisitos que debía cumplir el personal ofrecido por el proponente y siendo éstos condición para la escogencia de la oferta, dicho requisito se debió constatar al momento de calificar la oferta.

Sin embargo, una vez suscrito el contrato, le corresponde al interventor técnico y administrativo, previo al inicio de clases, verificar que el personal ofrecido sigue siendo el mismo, esto teniendo en cuenta que la oferta del contratista hace parte del contrato.

En este punto consideramos conveniente señalar que la interventoría técnica y administrativa del contrato 06-15-00-003, fue contratada por la Alcaldía Local de Tunjuelito, en representación del Fondo de Desarrollo Local, mediante el contrato de prestación de servicios y suministro No. 25-02 de diciembre 31 de 2002”.

La respuesta no desvirtúa lo endilgado por el ente auditor y no es aceptable que la UEL-IDRD traslade la responsabilidad al Interventor del contrato porque, como bien lo afirma en su respuesta, dicho requisito debió constatarse al momento de calificar la oferta. Con esta omisión se perjudicó la Administración y, en últimas la población beneficiaria del proyecto, toda vez que no se prestó el servicio con la calidad contratada.

Segunda respuesta de la UEL:
“Es cierto que esta Oficina tenía la obligación de verificar que el personal ofrecido por el proponente cumpliera con los requisitos establecidos en los pliegos de condiciones, lo cual constituía requisito para que el proponente que hubiese ocupado el primer lugar, pudiera suscribir el contrato, so pena de adjudicar el contrato al proponente del segundo lugar, como requisito previo a la suscripción del contrato.

Lo que en nuestra respuesta se indica, es que una vez verificado tales requisitos, corresponde al interventor controlar que el personal se mantenga, dado que cualquier cambio debe ser solicitado por el contratista y verificado por el interventor y aprobado por esta Oficina.

La interventoría técnica y administrativa generalmente se realiza por personal contratado por el Instituto, pero en este caso la realizó la Alcaldía Local, sin que el interventor dependiera de esta Oficina, perdiendo así la competencia para controlar la ejecución del contrato.

Entonces, en ese sentido se anotó que es obligación del interventor técnico y administrativo, verificar que el personal ofrecido continúe siendo el mismo ofrecido por el contratista.

Valga anotar que igualmente el área técnica del Instituto revisó, los informes producidos durante la ejecución del contrato, dando la correspondiente certificación de cumplimiento, en los términos pactados, al igual que el contrato cuenta con certificación de cumplimiento expedida por el Alcalde Local, en su condición de Supervisos General del contrato.

Entonces no encontramos que la población beneficiaria del proyecto se haya perjudicado, al igual que no existió omisión por parte de este Oficina”.

4.2.2.2. El Recibo del Pago de la Publicación de Contrato en el Registro Distrital corresponde al "08-UEL-IDRD Salud Ltda.", es decir, no se llenaron los requisitos de legalidad previos a la ejecución.

Respuesta de la UEL- IDRD:

“Al respecto hemos encontrado la siguiente situación, que explica el porque el recibo de pago de publicación se refiere al contrato 08 y no al 15.

Cuando el contratista hace entrega mediante oficio con radicado interno No. 13721 de agosto 3 de 2004, de la póliza y de la copia de pago de publicación en la Imprenta Distrital, se refiere al contrato 08 de las escuelas deportivas de Tunjuelito, el cual tiene anotación a mano, sin firma alguna que dice “es el contrato 15/03”.

Igualmente, al parecer posteriormente, el contratista anexa copia del citado contrato el cual tiene anotado en el encabezamiento el número 08 y en la parte inferior el No. 06-15-00-2003, explicando que por esto anotó 08 en su consignación y no 15.

Visto el contrato original, se encuentra que el encabezado presenta corrector y sobre el mismo, el número 15, el cual está impreso con fechador, es de anotar que revisado cada folio del contrato por su parte posterior, se nota el No. 08 con la misma impresión del encabezamiento, tal como aparece en la fotocopia entregada por el contratista.

Esto nos lleva a concluir, que efectivamente se cometió un error en el encabezado del contrato, que fue corregido posteriormente y que por lo tanto el contratista sí canceló los valores de publicación del contrato No. 15 de 2003, es decir se cumplieron los requisitos de legalización del citado contrato, que el error presentado y corregido, en nuestro concepto y salvo mejor criterio, no afecta la legalización del mismo”.

Evaluada la respuesta, en Mesa de Trabajo, se consideró que no es satisfactoria porque no desvirtúa ni justifica lo observado por el Equipo Auditor, no allegó los documentos que demuestran haber subsanado las observaciones respecto de este contrato. 

Hallazgo de carácter Administrativo con incidencia Disciplinaria y debe incluirse en Plan de Mejoramiento. La Contraloría dará traslado a la Personería de Bogotá, D.C. para lo de su competencia.

Evaluada la respuesta, en Mesa de Trabajo, se consideró que no es satisfactoria porque no desvirtúa ni justifica lo observado por el Equipo Auditor.

Hallazgo de carácter Administrativo. Debe incluirse en Plan de Mejoramiento.
4.2.3 Tiempo de Viabilización  de los Proyectos FDLT – UEL.

TABLA No. 1

PLAZOS  APROBACION PROYECTOS UEL

PLAZOS EN DIAS

	TOTALES
	UEL
	FDL T
	12

	Entre primera radicación y devolución
	660
	0
	51,85%

	Entre la primera devolución y la reformulación
	0
	303
	23,80%

	Entre la reformulación y el aval
	285
	0
	22,39%

	Entre el aval y el registro en BBPPL
	25
	0
	1,96%

	TOTAL
	970
	303
	1273


Entre la primera radicación y la devolución al FDLT, se registraron tiempos que sumaron 660 días, en poder de las 6 UEL que registran información, es decir el 51.85% del total del tiempo. Entre la primera devolución y la reformulación de los proyectos por parte del FDLT, se utilizan 303 días, es decir el 23.80%, entre la reformulación y el aval de las UEL, el plazo es de 285, esto es el 22.39% del tiempo y entre el aval y el registro en el Banco de proyectos transcurrieron 25, esto es el 1.96%. En total se utilizaron 1273 días entre la presentación inicial de los proyectos ante las UEL por parte del FDLT y el registro por parte de esos entes en el Fondo de Desarrollo Local.

4.3. CONVENIOS INTERADMINISTRATIVOS CELEBRADOS POR EL FONDO DE DESARROLLO LOCAL DE TUNJUELITO

4.3.1. Convenio Interadministrativo 020 de 2003 (diciembre 22), suscrito con la Universidad Distrital Francisco José de Caldas; Objeto “…realizar LA INTERVENCIÓN EN LOS ARCHIVOS DE LA ALCALDÍA LOCAL DE TUNJUELITO, todo de conformidad con los términos de referencia y la propuesta presentada…”, por un valor total de $42.000.000 y plazo de cinco (5) meses, con un total de cincuenta y cuatro (54) folios. 
En la evaluación fiscal se detectaron las siguientes observaciones:

4.3.1.1. En la Cláusula Sexta del Convenio se estableció que: "El presente convenio tendrá una duración de cinco (5) meses, contados a partir de la suscripción del acta de iniciación, previo perfeccionamiento del mismo, ..."; según documento que reposa en la carpeta contentiva del Convenio, el Acta de Iniciación fue suscrita a los veintitrés (23) días del mes de febrero de 2004 por: JORGE ENRIQUE CAMARGO QUITIÁN, Alcalde Local; RICARDO GARCÍA DUARTE, Rector Universidad Distrital F. J. C (folio 48); no obstante lo anterior, a la fecha de la evaluación fiscal (octubre 21 de 2004), ocho (8) meses después, no hay ninguna evidencia sobre ejecución parcial o total del Convenio, ni documento de suspensión o prórroga, solo reposa un Acta de Reiniciación del Convenio, suscrita el quince (15) de agosto de 2004 por MARTÍN EMILIO RODRÍGUEZ CÁRDENAS, Alcalde Local de Tunjuelito y RICARDO GARCÍA DUARTE, Rector Universidad Distrital Francisco José de Caldas (folio 549 . No hay evidencia sobre designación de Interventor del Convenio ni documento que acredite sus actuaciones.

Lo anterior indica que no se allegan oportunamente los documentos soporte de las actuaciones; no hay cumplimiento de los compromisos convenidos, causando grave perjuicio a la Administración, pues, los documentos de las diferentes dependencias de la Alcaldía aún no están debidamente archivados según el ordenamiento legal y reglamentario hecho que no permite medir los resultados de los compromisos adquiridos.

Con esta conducta, presuntamente, se transgredió lo normado en el artículo 3º, los numerales 1º, 4º, 8º y 9º del artículo 4º; el numeral 1º del artículo 14; los numerales 3º, 4º y 5º del artículo 25; los numerales 1º, 2º, 4º y 5º del artículo 26; artículo 39;  y, el artículo 51 de la Ley 80 de 1993; numerales 2, 3, 5 y 10 del artículo 34 de la Ley 734 de 2002.

Respuesta de la Administración:

“Anexamos copia del acta de suspensión del convenio suscrita el 15 de abril de 2004, por el Rector de la Universidad y el Alcalde Local”.

“El convenio no tiene presupuesto para la Interventoría, en razón a que el seguimiento lo hace el Archivo de Bogotá, pues es la entidad encargada de dar las directrices sobre las series de retención documental. Los funcionarios del Archivo distrital encargados del seguimiento son ELVIA SOLER y CARLOS ANDRÉS MUÑOZ”.
En cuanto a la aclaración de que el seguimiento lo hace el Archivo de Bogotá, es aceptable, sin embargo, se reitera que en la carpeta no reposa documento que demuestre sus actuaciones. En los demás aspectos señalados, la Administración no da respuesta a lo observado por la Contraloría. Se limita a presentar una copia del Acta de Suspensión.

Segunda respuesta de la Administración:
“La causa inmediata de la demora en la ejecución, como se ha indicado en otras oportunidades, obedeció a una suspensión y la consecuente reiniciación. Para el caso concreto no se requería prórroga. Esta suspensión fue de común acuerdo entre las partes, acudiendo a lo establecido en la ley 80, sobre la primacía de las voluntades. Como puede observarse la ejecución de estos convenios estuvo demarcado por la presencia de nuevas administraciones, por parte del contratista como del contratantes, se hizo necesario asumir con responsabilidad la ejecución de este contrato, y por ello se decidió, optar por su suspensión, como mecanismo idóneo para superar las contradicciones en la ejecución, en los términos del numeral 5º del artículo 25 de la ley 80 de 1993. Sobre estas determinaciones se hicieron en este período algunos Comités, donde participó, a nombre de la Universidad el INDEXUD, quien fue en últimas con quien se definieron los pormenores para la ejecución del contrato. Se anexan copias de las actas levantadas en desarrollo de los Comités Operativos que se implementaron como mecanismo para que se garantizara el cumplimiento de los fines estatales. Unicamente, en el momento en que se definieron los instrumentos para la adecuada ejecución se celebró el acta de reiniciación de la ejecución del contrato. Esta suspensión en ningún momento puso en riesgo el cumplimiento del contrato, ni de los fines de esta contratación, por el contrario dio garantía, de una eficiente ejecución”.
4.3.1.2. En el literal a) de la Cláusula Cuarta del Convenio, se pactó un "pago anticipado" del cincuenta por ciento (50%), pero, dadas las características del Convenio, no se está comprando un bien o un servicio a precios fijos o establecidos por el mercado, sino que se está aunando esfuerzos para cumplir un cometido común a las dos entidades, luego, no es dable hablar de un "pago anticipado", en realidad se trata de un anticipo. Dicho pago se efectuó mediante la Orden de Pago No. 062 de febrero 23 de 2004  por un valor de $17.500.000 (folio 49). Hasta la fecha de la auditoria, no se han reportado o entregado los “productos”, ni ejecutado los compromisos pactados de acuerdo al cronograma allegado (folio 13).

Esta situación genera perjuicio grave para el erario público distrital que destinó y entregó recursos importantes para la solución de una problemática sin que, hasta la fecha, se haya resuelto.

Presuntamente se trasgredió lo normado en: numeral 8º del artículo 4º; numerales 6º y 7º del artículo 24; numerales 1º y 4º del artículo 26; el artículo 51 de la Ley 80; y, artículo 7º del Decreto 2170 de 2002.

Respuesta de la Administración:

“En el convenio se firmó un anticipo, por error mecanográfico se digitó pago anticipado, sin embargo la administración procederá a subsanar el error conjuntamente con la Universidad Distrital”.
La Administración argumenta que se trató de “error mecanográfico” y que en realidad se pactó un anticipo. En este caso, debe cumplirse lo establecido por la ley y los reglamentos para el manejo de los anticipos y presentar cuentas sobre su utilización.
Segunda respuesta de la Administración:
“Al aceptarse que en este contrato se trató de un anticipo, es legal que se deba presentar cuentas sobre su manejo. Requisito que debe existir para que se hagan otros desembolsos A la fecha estamos a la espera de estos informes por parte de la Universidad Distrital, y su seguimiento y exigencia le corresponde al Interventor.  Sin embargo, como sólo se reiniciación el 15 de agosto, aún no es oportuno hacer estar exigencias”.

4.3.1.3. En cuanto al archivo y manejo de los documentos del Convenio, se encuentra que: en la carpeta contentiva del Convenio no reposan los documentos que acreditan la facultad de los servidores públicos que suscriben el Convenio, tales como decreto o resolución de nombramiento, acta de posesión, formato único de hoja de vida, decreto o resolución de asignación de la facultad para contratar, documento de identificación; documentos que certifican el pago de publicación (consignación bancaria) y que son requisito de legalización; no se allegan los documentos originales correspondientes sino que se archivan fotocopias borrosas o en papel que pierde su legibilidad rápidamente (fax); los documentos no están debidamente foliados; no hay un control de radicación que permita determinar la fecha en que se allegan.

Presuntamente se contraviene lo señalado en numeral 5º del artículo 34 de la Ley 734 de 2002; el artículo 4 de la Ley 87 de 1993.

Respuesta de la Administración:

“En los folios 1 a 6 aparecen los decretos de nombramiento del Alcalde Local”.

En cuanto a este punto, el grupo auditor acepta que en la carpeta aparecen los decretos de nombramiento del Alcalde Local, sin embargo, la constancia del pago de publicación en la Gaceta Distrital no reposa y la Administración omite referirse al respecto.

Segunda respuesta de la Administración:
“Al haberse aceptado, por parte del equipo auditor, la mayoría de observaciones referidas en este punto, basta por aclarar lo relacionado con la publicación”.
Evaluada la respuesta, en Mesa de Trabajo, se consideró que no es satisfactoria porque no desvirtúa ni justifica lo observado por el Equipo Auditor.

Hallazgo de carácter Administrativo con incidencia y Disciplinaria. Debe incluirse en Plan de Mejoramiento. La Contraloría dará traslado a la Personería de Bogotá, D.C. para lo de su competencia.
Finalmente, como quiera que el Convenio, a la fecha de la evaluación por parte del equipo auditor, se encontraba en ejecución, la Contraloría de Bogotá, D. C., evaluará y se pronunciará en forma definitiva una vez se ejecute y se surta el acto de Liquidación del Convenio.

4.3.2. Convenio Interadministrativo 021 de 2003 (folios 49), suscrito con la Universidad Distrital Francisco José de Caldas, con el objeto de “…realizar el proyecto APOYO A LOS PROCESOSDE SENSIBILIZACIÓN, DIVULGACIÓN Y CONTROL AMBIENTAL – ACTIVIDAD RECREACIÓN Y FORTALECIMIENTO D A GRUPOS INFANTILES Y JUVENILES AMBIENTALES DE LA LOCALIDAD DE TUNJUELITO, todo de conformidad con el Proyecto 6031..”, por un valor total de $94.700.000 y plazo de seis (6) meses.

En la evaluación fiscal se detectaron las siguientes observaciones:

4.3.2.1. En la Cláusula Sexta del Convenio se estableció que: "El presente convenio tendrá una duración de seis (6) meses, contados a partir de la suscripción del acta de iniciación, previo perfeccionamiento del mismo, ..."; según documento que reposa en la carpeta contentiva del Convenio, el Acta de Iniciación fue suscrita a los ocho (8) días del mes de marzo de 2004 por: JORGE ENRIQUE CAMARGO QUITIÁN, Alcalde Local; RICARDO GARCÍA DUARTE, Rector Universidad Distrital F. J. C; y, JAIRO IVÁN PEÑA AYAZO, Interventor, Decano de la Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales de la Universidad Nacional. 

Reposa una fotocopia de Acta de Suspensión del convenio con fecha quince (15) de abril de 2004, suscrita por MARTÍN EMILIO RODRÍGUEZ CÁRDENAS, Alcalde Local de Tunjuelito; y, RICARDO GARCÍA DUARTE, Rector Universidad Distrital Francisco José de Caldas. Esta Acta de Suspensión no tiene soporte alguno que la justifique, ni hay solicitud previa. Al Interventor y al Supervisor, no se les comunicó sobre esta decisión y tampoco se le solicitó la opinión sobre la suspensión del Convenio.

Luego reposa fotocopia de Acta de Reiniciación del Convenio, suscrita el quince (15) de agosto de 2004, por MARTÍN EMILIO RODRÍGUEZ CÁRDENAS, Alcalde Local de Tunjuelito; y, RICARDO GARCÍA DUARTE, Rector Universidad Distrital Francisco José de Caldas. 

De lo anterior se deduce que, a la fecha, después de transcurrido más de la mitad del tiempo de ”duración” pactado, el Convenio no ha empezado a ejecutarse, es decir, no se cuenta ya con el tiempo suficiente para la ejecución dentro de la vigencia 2004, causando grave perjuicio a la población a la cual estaba dirigido el proyecto. 

Además, para la vigencia presupuestal de 2004, no reposa el Certificado de Disponibilidad Presupuestal y el Certificado de Registro Presupuestal No. 295 está fechado el 21 de agosto del 2004, situación que no es clara en cuanto al manejo presupuestal del Convenio, luego, se desconocieron las normas presupuéstales.

Corrobora nuestra apreciación lo siguiente: 

La doctora SANDRA LILIANA ROYA BLANCO, designada mediante Resolución No. 016 de 2004 (marzo 23), expedida por el Alcalde Local de Tunjuelito, para ejercer la función de Supervisión del Convenio, mediante oficio fechado el 18 de mayo de 2004, dirigido al doctor MARTÍN EMILIO RODRÍGUEZ CÁRDENAS, Alcalde Local de Tunjuelito, rinde informe sobre los convenios suscritos por el Fondo de Desarrollo Local de Tunjuelito con la Universidad Distrital Francisco José de Caldas y denuncia una serie de irregularidades; refiriéndose específicamente al Convenio Interadministrativo 021 de 2003, señala:

“4. CONVENIOS SIN RESERVA 2004. Los convenios 021, 026 y 032 no cuentan con reserva presupuestal de 2004, en razón a que se estaba esperando la adición presupuestal del CONFIS, el cual ya dio concepto favorable, (…) de no llevarse a cabo antes del primero de junio e iniciarse la ejecución en esta misma fecha estos convenios deberán terminarse por mutuo acuerdo, en razón a que no sería posible su ejecución en el plazo estipulado ya que como se ha anotado anteriormente no se pueden constituir pasivos de conformidad con la Ley 819 de 2003, Art. 8 y el acuerdo 102 de 2003, Art. 35.

Cabe recordar, que todos los convenios tienen contratadas las interventorías externas, razón por la cual deberán igualmente terminarse por mutuo acuerdo las interventorías de los convenios que no pueden ya ejecutarse”.

En este caso, es muy importante tener en cuenta la calidad de la persona que suscribe el mencionado documento, toda vez que se trata de la Supervisora del Convenio y que no hay documento que responda o desvirtúe lo allí señalado, es decir, hay aceptación tácita.

Con esta conducta, presuntamente, se transgredió lo normado en el artículo 3º, los numerales 1º, 4º, 8º y 9º del artículo 4º; el numeral 1º del artículo 14; los numerales 3º, 4º y 5º del artículo 25; los numerales 1º, 2º, 4º y 5º del artículo 26; y, el artículo 51 de la Ley 80 de 1993; numerales 2, 3, 5 y 10 del artículo 34 de la Ley 734 de 2002.

Respuesta de la Administración:

“3. El acta de iniciación fue suscrita el 17 de febrero de 2004, no obstante el Convenio fue suspendido el 15 de abril de 2004, y reiniciado el 15 de agosto de 2004, mientras la Universidad Distrital luego del cambio de Rector estuvo en disposición de iniciar la convocatoria pública para seleccionar el personal que debe laborar en todos los convenios suscritos. Anexamos copia del certificado de disponibilidad presupuestal y del Registro presupuestal. Respecto del Certificado de Registro Presupuestal, me permito informarle que en vista de que el presupuesto de rentas e ingresos y de gastos de inversión de la vigencia fiscal de 2004 fue realizado por decreto de repetición No. 06 del 19 de diciembre de 2003, se hizo necesario ajustarlo a lo aprobado por el CONFIS en su reunión No. 18 del 14 de noviembre de 2003, en consecuencia con fecha 18 de junio de los corrientes, la Secretaría de Hacienda Distrital (Directora Distrital de Presupuesto) presentó concepto favorable, para proceder a la presentación del traslado presupuestal ante la Junta Administradora Local, en consecuencia dicha modificación fue aprobada mediante Acuerdo Local el 14 de julio de 2004. Por dichas razones la reserva presupuestal de este convenio, fue suscrita con fecha de agosto, momento en el cual habían sido adicionados los recursos necesarios para efectuarla”.

Evaluada la respuesta de la Administración, el equipo auditor encuentra que no es aceptable porque, en primer lugar, como se indicó en el requerimiento, el Acta de Suspensión no está motivada, ni hay documentos que soporten tal decisión; en segundo lugar, el argumento de que se suspendió el convenio “…mientras la Universidad Distrital luego del cambio de Rector estuvo en disposición de iniciar la convocatoria pública…” no es válido, toda vez que, el compromiso es institucional y no personal, el cumplimiento de las obligaciones adquiridas mediante el Convenio no puede estar sujeto al vaivén de cambio de directivos, así no se pactó; en tercer lugar, el doctor RICARDO GARCÍA DUARTE, en su condición de Rector de la Universidad fue quien suscribió el Convenio y el Acta de Iniciación, es decir, tenía conocimiento pleno de los compromisos adquiridos desde un principio; y, en cuarto lugar, no se entiende cómo a la Supervisora del Convenio, asignada mediante Resolución por el Alcalde Local, no se le dan a conocer las decisiones que toman el Alcalde  Local y el Rector de la Universidad respecto del Convenio, y no atendieron su informe.

En lo relacionado con el trámite presupuestal, la Administración hace un recuento de un proceso que adelantó pero no explica ni justifica el motivo por el cual no se imputaron oportunamente los compromisos.

Segunda respuesta de la Administración:
“Las partes en el presente contrato, de común acuerdo, según lo permite la ley 80, decidieron modificar el contrato, sin mas consideraciones que las indicadas en el numeral primero del artículo 14 de la ley 80 de 1993. Ahora con esta suspensión temporal lo que se pretendía era definir elementos que permitieran una adecuada ejecución, con el fin de que el objeto y los fines de este contrato se cumpliera. No es posible afirmar que por no ejecutarse durante la vigencia del año 2004, se hayan causados perjuicios a la población a la cual estaba dirigido el proyecto. Por el contrario, con la creación de estos elementos de operatividad durante la suspensión se estaba garantizando estos beneficios para la comunidad.  

Respecto de la reserva presupuestal y el registro, hay que indicar, que si bien inicialmente fueron expedidos, por efecto del cambio de vigencia, se hizo necesario surtir los trámites legales ante el CONFIS. Así lo indica la doctora SANDRA ROYA, supervisora del convenio, en su informe cuando sostiene “ ... se estaba esperando la adición presupuestal del CONFIS, ...”, lo que exigió en el trámite presupuestal expedir nuevos documentos. Esta modificación tan solo fue aprobada mediante acuerdo local el 14 de julio de 2004. Esta situación en parte explica una de las causas de suspensión del contrato, ya que es la configuración directa de una fuerza mayor. La motivación aunque no es expresa, se desprende de la necesidad de interpretar el contrato en todo su contexto, ya que no es suficiente observar el texto literal del convenio, que es parte del contrato, sino sus ingredientes que lo condicionaron, tales como el trámite ante el CONFIS, su acuerdo local del 14 de julio del año 2004, y los certificados de disponibilidad y registro presupuestal que se anexan. No es cierto lo que afirma la doctora SANDRA  en su escrito que el documento CONFIS  para esa fecha ya estaba aprobado. Agregando a ello los elementos de carácter operacional, que se definieron de común acuerdo, dentro del Comité respectivo, para garantizar la debida ejecución del contrato. 

La oportunidad de la imputación presupuestal esta determinada por el trámite ante el CONFIS que era de obligatorio cumplimiento. 

La  copia del acta de suspensión a la que se refiere el informe ya es aceptada por la auditoria, cuyo soporte, de carácter técnico es el trámite ante el CONFIS, documento que fue aprobado el 14 de julio de 2004. Lo que indica que lo que es irregular es haber firmado un Acta de Iniciación sin que se haya definido el aspecto presupuestal. Otro elemento que le sirve de motivación es la definición de algunos aspectos básicos entre las parte para iniciar su ejecución, como lo fue las convocatorias públicas.

Se aporta copia de la certificación del registro presupuestal No. 295 y del certificado de disponibilidad presupuestal”.
4.3.2.2. En el literal a) de la Cláusula Cuarta, se pactó un "pago anticipado" del cincuenta por ciento (50%), pero, dadas las características del Convenio, no se está comprando un bien o un servicio a precios fijos o establecidos por el mercado, sino que se está aunando esfuerzos para cumplir un cometido común a las dos entidades, luego, no es dable hablar de un "pago anticipado", en realidad se trata de un anticipo. Dicho pago se efectuó mediante la Orden de Pago No. 405 de agosto 21 de 2004  por un valor de $38.850.000 (no se indicó el concepto), y, hasta la fecha de la auditoria, no se han reportado las cuentas del anticipo o entregado los productos, generando un grave perjuicio al erario público distrital y de contera a la comunidad que no recibió los beneficios propuestos.

Presuntamente se trasgredió lo normado en: numeral 8º del artículo 4º; numerales 6º y 7º del artículo 24; numerales 1º y 4º del artículo 26; el artículo 51 de la Ley 80; y, artículo 7º del Decreto 2170 de 2002.

Respuesta de la Administración:

“8. En el convenio se pagó un anticipo, por error mecanográfico se digitó pago anticipado, sin embargo la administración procederá a subsanar el error conjuntamente con la Universidad Distrital”.

Se acepta el argumento en cuanto lo manifestado de que se trató de “error mecanográfico” y que en realidad se pactó un anticipo. En este caso, debe cumplirse lo establecido por la ley y los reglamentos para el manejo de los anticipos y presentar cuentas sobre su utilización. Como la Administración no demuestra haber cumplido con esta normativa.

Segunda respuesta de la Administración:
“Es verdad, y así lo aceptado el ente investigador que se trató de un anticipo. Y en consecuencia es cierto que se deba cumplir con las exigencias legales. Sin embargo, también es dable observar que a la fecha de esta respuesta la Universidad está ejecutando este anticipo, por lo que no ha entregado las respectivas cuentas. Este requisito se hará obligatorio en el momento que el cronograma de cumplimiento así lo requiera y la necesidad de nuevos desembolsos así lo indique. Esta obligación, por parte del contratista, y su seguimiento y observancia, es de obligatorio cumplimiento por  parte del Interventor”.
4.3.2.3. En cuanto al archivo y manejo de los documentos del Convenio, se encuentra que: en la carpeta contentiva del Convenio no reposan los documentos que acreditan la facultad de los servidores públicos que suscriben el Convenio, tales como decreto o resolución de nombramiento, acta de posesión, decreto o resolución de asignación de la facultad para contratar, documento de identificación; no se allegan los documentos originales correspondientes; se archivan fotocopias borrosas o en papel que pierde su legibilidad rápidamente (fax); los documentos no están debidamente foliados; no hay un control de radicación que permita determinar la fecha en que se allegan.

Presuntamente se contraviene lo señalado en numeral 5º del artículo 34 de la Ley 734 de 2002; el artículo 4 de la Ley 87 de 1993.

Respuesta de la Administración:

“En la carpeta del convenio reposan los decretos de nombramiento del Alcalde Local”.

La respuesta de la Administración no desvirtúa lo endilgado por el ente de control fiscal, solo hace referencia a los decretos de nombramiento del Alcalde Local.

Segunda respuesta de la Administración:
“La ausencia de estos documentos, es parte del tema observado como constante en algunos convenios celebrados con la Universidad Distrital, y que hacen referencia sobre manejo de documentos y metodología de archivo. Sobre los documentos del alcalde, no obstante que no son de manejo exclusivo de esta administración, ya fueron aportados. Y, en general, se tomarán las medidas necesarias para sanear estos deficiencias”. 

Evaluada la respuesta, en Mesa de Trabajo, se consideró que no es satisfactoria porque no desvirtúa ni justifica lo observado por el Equipo Auditor.

Hallazgo de carácter Administrativo con incidencia y Disciplinaria. Debe incluirse en Plan de Mejoramiento. La Contraloría dará traslado a la Personería de Bogotá, D.C. para lo de su competencia.
Finalmente, como quiera que el Convenio, a la fecha de la evaluación por parte del equipo auditor, se encontraba en ejecución, la Contraloría de Bogotá, D. C., se pronunciará en forma definitiva una vez se ejecute y/o se surta el acto de Liquidación del Convenio.

4.3.3. Convenio Interadministrativo 023 de 2003 (folios 49), suscrito con la Universidad Distrital Francisco José de Caldas, con el objeto de “…realizar el proyecto “FORTALECIMIENTO A LOS VINCULOS PROVIDA DE LA FAMILIA Y RECREACIÓN DEL ADULTO MAYOR” todo de conformidad con el Proyecto 6113..”, por un valor total de $110.800.000 y plazo de diez (10) meses.

En la evaluación fiscal se detectaron las observaciones:

4.3.3.1. En la Cláusula Sexta del Convenio se estableció que: "El presente convenio tendrá una duración de diez (10) meses, contados a partir de la suscripción del acta de iniciación, previo perfeccionamiento del mismo, ..."; según documento que reposa en la carpeta contentiva del Convenio, el Acta de Iniciación fue suscrita a los veintitrés (23) días del mes de febrero de 2004 por: JORGE ENRIQUE CAMARGO QUITIÁN, Alcalde Local; RICARDO GARCÍA DUARTE, Rector Universidad Distrital F. J. C; no obstante lo anterior, a la fecha de la evaluación fiscal (octubre 20 de 2004), ocho (8) meses después, no hay ninguna evidencia sobre ejecución parcial o total del Convenio, ni documento de suspensión o prórroga, hecho que indica un absoluto desgreño administrativo frente a la ejecución del Convenio y por ende del Proyecto, causando grave perjuicio a la población de adultos mayores de la Localidad, que tres (3) años después de apropiados los recursos aún no reciben el “bienestar” ni el mejoramiento de su calidad y condiciones de vida, como se anuncia en el Proyecto.

Corrobora nuestra apreciación lo siguiente: 

La doctora SANDRA LILIANA ROYA BLANCO, designada mediante Resolución No. 016 de 2004 (marzo 23), expedida por el Alcalde Local de Tunjuelito, para ejercer la función de Supervisión del Convenio, mediante oficio fechado el 18 de mayo de 2004, dirigido al doctor MARTÍN EMILIO RODRÍGUEZ CÁRDENAS, Alcalde Local de Tunjuelito, rinde informe sobre los convenios suscritos por el Fondo de Desarrollo Local de Tunjuelito con la Universidad Distrital Francisco José de Caldas y denuncia una serie de irregularidades; refiriéndose específicamente al Convenio Interadministrativo 023 de 2003, señala:

“3. CONVENIOS CON RESERVA QUE NO SE HAN INICIADO Y YA NO PUEDEN EJECUTARSE. Los convenios que relaciono a continuación cuentan con reserva presupuestal de 2004, a la fecha no se han iniciado y poseen un plazo de ejecución de diez meses, por tal motivo es imposible cumplir con el objeto y alcance de los convenios (…) esta supervisión recomienda terminar por mutuo acuerdo los convenios y que la universidad (sic) restituya al Fondo el valor de los anticipos girados, pues, un otrosí o modificación al convenio, no es viable por tanto es de imposible cumplimiento las metas fijadas en el proyecto (…) Convenio 023 (…) a la fecha no se ha suscrito actas de iniciación, ni se ha iniciado en su ejecución (…) pero la Universidad nunca devolvió las actas firmadas y a la fecha no se ha iniciado la ejecución…”.

En escrito de data junio 18 de 2004, suscrito por RICARDO ANTONIO TORRES PEDRAZA, “Interventor Proyecto 6113”, radicado el 13 de julio de 2004 con el No. 3066, dirigido al doctor MARIO IVAN ALVAREZ M., manifiesta entre otras cosas:

“…hasta el momento no ha habido poder humano que pueda colocar de acuerdo al contratante y al contratista para que comience en firme la ejecución de dicho proyecto (…) el denominador común ha sido que falta la firma del señor rector de la Universidad Distrital para dar inicio (…) hasta el momento no he recibido ningún soporte para la ejecución de recursos ni el Cronograma general de actividades…”.

Con oficio FDLTC-019 de fecha septiembre 20 de 2004, radicado el 29 de septiembre de 2004 con el No. 4661, dirigido al doctor MARTÍN EMILIO RODRÍGUEZ, Alcalde Local de Tunjuelito, la doctora YINET BOHÓRQUEZ PINTO, Contador del FDL Tunjuelito, le informa, entre otras cosas:

“… a la fecha no se muestra ejecución en la documentación que reposa en la carpeta de dicho convenio. Adicionalmente no reposa suspensión ni prórrogas, queriendo decir con esto que el anticipo registrado en contabilidad seguirá figurando en este rubro…”

En este caso, es muy importante tener en cuenta la calidad de las personas que suscriben los documentos citados (Supervisor, Interventor y Contador) y que, además, no hay documento que responda o desvirtúe lo señalado, es decir, hay aceptación tácita.

Con esta conducta, presuntamente, se transgredió lo normado en el artículo 3º, los numerales 1º, 4º, 8º y 9º del artículo 4º; el numeral 1º del artículo 14; los numerales 3º, 4º y 5º del artículo 25; los numerales 1º, 2º, 4º y 5º del artículo 26; y, el artículo 51 de la Ley 80 de 1993; numerales 2, 3, 5 y 10 del artículo 34 de la Ley 734 de 2002.

Respuesta de la Administración:

“3. Anexamos copia de las actas de suspensión y reiniciación del convenio, estamos a la espera de que el IDEXUD envíe los primeros informes de ejecución. No es cierto que los recursos lleven tres años de apropiados, ya que son recursos de la vigencia 2003, y el Convenio empezó a ejecutarse el 15 de agosto de 2004”.

Evaluada la respuesta de la Administración, el equipo auditor encuentra que no es aceptable porque, en primer lugar, no hay documentos que soporten la fuerza mayor o el caso fortuito que den lugar a la decisión tomada según el Acta de Suspensión que allega, además, no se explica la razón por la cual la mencionada acta no reposa en la carpeta del convenio; en segundo lugar, nueve (9) meses después de iniciado el convenio no es de recibo el argumento de que “estamos a la espera de que el IDEXUD envié los primeros informes de ejecución”, máxime cuando la Gerencia General de los proyectos y la Supervisión General de los contratos y, por ende, el control del Convenio es de responsabilidad del Alcalde Local; en tercer lugar, el doctor RICARDO GARCÍA DUARTE, en su condición de Rector de la Universidad, suscribió el Convenio y el Acta de Iniciación, es decir, tenía conocimiento pleno de los compromisos adquiridos desde un principio; y, en cuarto lugar, no se entiende cómo a la Supervisora del Convenio, asignada mediante Resolución por el Alcalde Local, al Interventor del proyecto y a la Contadora del Fondo de desarrollo Local de Tunjuelito no se le dan a conocer las decisiones que toman el Alcalde  Local y el Rector de la Universidad respecto del Convenio, cual es la suspensión del convenio.

Segunda respuesta de la Administración:
“Primero hay que advertir que el Acta de iniciación también es improcedente por cuanto se hace en una época en que no se había firmado el convenio. Así lo indica el interventor en informe del 18 de junio: “ ... el denominador común ha sido la falta de la firma del Rector de la Universidad distrital para dar inicio. Lo que se traduce en una causal de fuerza mayor no imputable a esta administración.

Respecto a la afirmación de la doctora SANDRA, no es en su extensión real, por cuanto existía reserva presupuestal de la vigencia 2003, pero todas fenecieron con el cambio de vigencia. Y por razones presupuestales, se hizo necesario solicitar un traslado, cuyo trámite significaba un documento CONFIS, que solo hasta julio del 2004 se terminó su trámite.

Sobre la existencia de un período de tres años en la ejecución del contrato es importante afirmar que estos recursos corresponden al año 2003.

El convenio inició su ejecución en el mes de febrero y se suspendió en marzo, lo que significa dos meses de ejecución. Luego se reinició en el mes de agosto, es decir, que a la fecha del informa por parte de la contadora, en total llevaba tres meses de ejecución, y por ello se afirma”. 

Sobre la inquietud del avance de este convenio y su seguimiento se solicitó constancia del Director Archivo de Bogotá. Se anexa”.
4.3.3.2. En el literal a) de la Cláusula Cuarta, se pactó un "pago anticipado" del cincuenta por ciento (50%), pero, dadas las características del Convenio, no se está comprando un bien o un servicio a precios fijos o establecidos por el mercado, sino que se está aunando esfuerzos para cumplir un cometido común a las dos entidades, luego, no es dable hablar de un "pago anticipado", en realidad se trata de un anticipo. Dicho pago se efectuó mediante la Orden de Pago No. 060 de febrero 23 de 2004  por un valor de $45.500.000, y, hasta la fecha de la auditoria, no se han reportado las cuentas del anticipo o entregado los productos, generando un grave perjuicio al erario público distrital y de contera a la comunidad que no recibió los beneficios propuestos.

Presuntamente se trasgredió lo normado en: numeral 8º del artículo 4º; numerales 6º y 7º del artículo 24; numerales 1º y 4º del artículo 26; el artículo 51 de la Ley 80; y, artículo 7º del Decreto 2170 de 2002.

Respuesta de la Administración:

“5. En el convenio se pagó un anticipo, por error mecanográfico se digitó pago anticipado, sin embargo la administración procederá a subsanar el error conjuntamente con la Universidad Distrital”.

La Administración señala que se trató de “error mecanográfico” y que en realidad se pactó un anticipo. En este caso, debe cumplirse lo establecido por la ley y los reglamentos para el manejo de los anticipos y presentar cuentas sobre su utilización. Como la Administración no demuestra haber cumplido con esta normativa.

4.3.3.3. En cuanto al archivo y manejo de los documentos del Convenio, se encuentra que: en la carpeta contentiva del Convenio no reposan los documentos que acreditan la facultad de los servidores públicos que suscriben el Convenio, tales como decreto o resolución de nombramiento, acta de posesión, decreto o resolución de asignación de la facultad para contratar, documento de identificación; no se allegan los documentos originales correspondientes sino que se archivan fotocopias borrosas o en papel que pierde su legibilidad rápidamente (fax); los documentos no están debidamente foliados; no hay un control de radicación que permita determinar la fecha en que se allegan.

Presuntamente se contraviene lo señalado en numeral 5º del artículo 34 de la Ley 734 de 2002; el artículo 4 de la Ley 87 de 1993.

Respuesta de la Administración:

“7. En la carpeta del convenio reposan los decretos de nombramiento del Alcalde Local”.

La respuesta de la Administración no desvirtúa lo endilgado por el ente de control fiscal, solo hace referencia a los decretos de nombramiento del Alcalde Local.

Segunda respuesta de la Administración:
“Como se ha indicado en los puntos anteriores, y por ser coincidentes con los puntos señalados en es acápite, se desarrollarán de manera enunciativa, así:  

La delegación de la función de supervisar  por parte del alcalde, se hace por acto administrativo, donde el segundo acto administrativo, al nombrar nuevo supervisor está tácitamente derogando el primero de los actos  en este caso con el acto donde se nombra al nuevo supervisor, deroga el contenido del anterior.

Una vez aceptado por es órgano de auditoria, que la actuación corresponde a un anticipo, solo se requiere demostrar su manejo, pero por parte del contratista, y, para ello se oficiará al interventor de todos los convenios, para que informe sobre estos manejos. Además, la ausencia del informe sobre estos manejos, condiciona el pago de nuevos desembolsos, hasta que el interventor y el supervisor no indiquen el correcto manejo de estos dineros.

Ya se ha comentado que la cláusula que se adicionó a todos los convenios celebrados con la Universidad Nacional (OTRO SI), por ser una  modificación de mutuo acuerdo de estos convenios fue firmada por los representantes legales de los contratantes, esto es, por el alcalde Local y el Rector de la Universidad. Esta facultad no había sido delegada en ese entonces, ni aún hoy ha sido delegado. Quiere decir que legalmente nadie podía asumir esta responsabilidad. Cosa diferente es que esta cláusula adicional haya creado un Comité, y que en ella se haya indicado sus miembros. Comité que tenía como finalidad darle la viabilidad operativa al convenio. 

Esta cláusula involucraba actos de trámite y no de ejecución, como al parecer pudo existido esta duda en su interpretación por parte de la Contraloría. 

Sobre la inexistencia de la viabilidad de los contratos nos atenemos a los resultados de la investigación.

En cuanto a la ausencia de los documentos de suspensión y reinicio  del contrato, esto obedeció a las circunstancias especiales que se presentaron al momento de quererse dar inicio a la ejecución. (CONFIS, FIRMA DEL RECTOR, etc.), y, sobre todo, en el manejo que le ha dado la Universidad a los documentos, ya que tan sólo con fecha 26 de octubre de 2004 fueron radicados en esta administración todos los documentos de estos convenios.

Sobre el Acta de convocatoria, este fue gestionado de manera unilateral por el contratante, sin consideración a la realidad contractual, y no a la autorización por parte de esta Administración.

Por último, hay que indicar que los procedimientos que se ejecutaban en la Oficina de Planeación, y que se advierten como son la ausencia de radicado, de invitación, eran los procedimientos internos que desde la administración anterior se venía aplicando, y que hoy son objeto de mejoramiento”.
Evaluada la respuesta, en Mesa de Trabajo, se consideró que no es satisfactoria porque no desvirtúa ni justifica lo observado por el Equipo Auditor.

Hallazgo de carácter Administrativo con incidencia y Disciplinaria. Debe incluirse en Plan de Mejoramiento. La Contraloría dará traslado a la Personería de Bogotá, D.C. para lo de su competencia.
Finalmente, como quiera que el Convenio, a la fecha de la evaluación por parte del equipo auditor, se encontraba en ejecución, la Contraloría de Bogotá, D. C., se pronunciará en forma definitiva una vez se ejecuten y se surta el acto de Liquidación del Convenio.

4.3.4. Convenio Interadministrativo 027 de 2003, suscrito con la Universidad Distrital Francisco José de Caldas, 
En la evaluación fiscal se detectaron las siguientes observaciones:

4.3.4.1. En el literal a) de la Cláusula Cuarta, se pactó un "pago anticipado" del cincuenta por ciento (50%), pero, dadas las características del Convenio, no se está comprando un bien o un servicio a precios fijos o establecidos por el mercado, sino que se está aunando esfuerzos para cumplir un cometido común a las dos entidades, luego, no es dable hablar de un "pago anticipado", en realidad se trata de un anticipo. Además, ni en el Proyecto ni en la propuesta de la Universidad se habla de anticipo o de “pago anticipado”. Presuntamente se trasgredió lo normado en: numeral 8º del artículo 4º; numerales 6º y 7º del artículo 24; numerales 1º y 4º del artículo 26; el artículo 51 de la Ley 80; y, artículo 7º del Decreto 2170 de 2002”.

Respuesta de la Administración:

“5. En el convenio se pagó un anticipo, por error mecanográfico se digitó pago anticipado, sin embargo la administración procederá a subsanar el error”.
Se acepta el argumento en cuanto lo manifestado de que se trató de “error mecanográfico” y que en realidad se pactó un anticipo. En este caso, debe cumplirse lo establecido por la ley y los reglamentos para el manejo de los anticipos y presentar cuentas sobre su utilización, con los debidos soportes como son: facturas, pagos a terceros, rendimientos financieros y otros. Como la Administración no demuestra haber cumplido con esta normativa.

Evaluada la respuesta, en Mesa de Trabajo, se consideró que no es satisfactoria porque no desvirtúa ni justifica lo observado por el Equipo Auditor.

Hallazgo de carácter Administrativo con incidencia y Disciplinaria. Debe incluirse en Plan de Mejoramiento. La Contraloría dará traslado a la Personería de Bogotá, D.C. para lo de su competencia.
Finalmente, como quiera que el Convenio, a la fecha de la evaluación por parte del equipo auditor, se encontraba en ejecución, la Contraloría de Bogotá, D. C., evaluará y se pronunciará en forma definitiva una vez se ejecute y se surta el acto de Liquidación del Convenio.

4.3.5. El señor Alcalde Local suscribió el Contrato de Prestación de Servicios No. 06-CPS-042-2003 (diciembre 30), con el señor GUILLERMO ALEJANDRO PARRA GÓMEZ, con el objeto de ejercer la interventoría técnica, administrativa y financiera de la ejecución del Proyecto 6031, Componte Mesa Inter Local. 
En la evaluación fiscal a este contrato, practicada el 6 de octubre de 2004, es decir, nueve meses después de suscrito, se detectó: a) Se denominó Contrato de Prestación de Servicios, sin cumplir los requisitos señalados en el numeral 3º de la Ley 80, tales como: certificación por parte de la Dirección de Recursos Humanos de la Secretaría de Gobierno sobre no disponibilidad de personal para esas funciones; b) No hay Acta de Iniciación del Contrato, documento necesario para contar el término de ejecución, como lo señala la Cláusula Sexta; c) Mediante Resolución No. 019 de 2004 (marzo 23), el Alcalde Local designó a la doctora SANDRA LILIANA ROYA BLANCO, como Supervisora del Contrato, entre otros, función que no se ha desempeñado, de acuerdo con los documentos de la carpeta del Contrato; d) No hay evidencia sobre actuaciones del Interventor en el desempeño de sus funciones; e) No hay evidencia sobre el cumplimiento parcial o total del Contrato, como se pactó en la Cláusula Sexta, que señala: “La duración del presente contrato es de SEIS (06) meses contados a partir del perfeccionamiento…”; ni hay documento de prórroga o suspensión del mismo. 
Presuntamente se transgredió lo normado en los numerales 1º, 2º, 4º y 5º del artículo 26; y, el artículo 51 de la Ley 80.

Respuesta de la Administración:

“El Alcalde Local está facultado para contratar las Interventorías de los convenios Interadministrativos sin que por ello sea necesario autorización por parte de la Dirección de Gestión Humana, según lo reglado por el artículo 36 del Decreto 854 de 2001. El acta de iniciación del contrato se firmó en 17 de agosto, y el primer informe del interventor data del 29 de septiembre de 2004”.
No se dio respuesta a los puntos señalados por el organismo de control. En cuanto a la afirmación de que  “El Alcalde Local está facultado para contratar las Interventorías de los convenios Interadministrativos…”, es válida en los casos señalados en la norma citada, pero para ello es necesario el cumplimiento de los requisitos que la misma norma señala: “En todos los casos respecto de los contratos de interventoría los términos de referencia o pliego de condiciones serán definidos por la UEL”. Se manifiesta que el acta de iniciación se firmó el “17 de agosto y el primer informe del interventor data del 29 de septiembre de 2004”, pero no se allegan las copias y, como se manifestó en el requerimiento, estos documentos no reposan en la carpeta del contrato, luego, no es aceptable el argumento.

Segunda respuesta de la Administración:

“Como se observa, este contrato en verdad no es de prestación de servicios, sino que es un contrato de interventoría que no requiere certificación de la Oficina de Recursos Humanos. (ver art. 36 del decreto 854). Sobre el Acta de Inicio esta obra a folio 97 de fecha 17 de agosto. El interventor, ha informado de su gestión mediante informes bimensuales, el primero radicado el15 de octubre de 2004. Recuérdese que la fecha de iniciación es del 17 de agosto”.
Evaluada la respuesta, en Mesa de Trabajo, se consideró que no es satisfactoria porque no desvirtúa ni justifica lo observado por el Equipo Auditor.

Hallazgo de carácter Administrativo con incidencia y Disciplinaria. Debe incluirse en Plan de Mejoramiento. La Contraloría dará traslado a la Personería de Bogotá, D.C. para lo de su competencia.
Finalmente, como quiera que el Contrato, a la fecha de la evaluación por parte del equipo auditor, se encontraba en ejecución, la Contraloría de Bogotá, D. C., evaluará y se pronunciará en forma definitiva una vez se ejecute, se efectúen los pagos y se surta el acto de Liquidación del Convenio.

ANEXOS



ANEXO. 1

CUADRO DE HALLAZGOS DETECTADOS Y COMUNICADOS

	TIPO DE HALLAZGOS
	CANTIDAD
	VALOR
	REFERENCIACIÓN

	ADMINISTRATIVOS
	17
	NA
	4.1.1, 4.1.2, 4.1.3, 4.1.4, 4.1.5, 4.1.6, 4.1.8, 4.1.9, 4.1.10
4.2.1, 4.2.2

4.3.1, 4.3.2, 4.3.3, 4.3.4, 4.3.5

	FISCALES
	2
	$8.135.567
	4.1.3, 4.1.5

	DISCIPLINARIOS
	16
	NA
	4.1.1, 4.1.2, 4.1.3, 4.1.4, 4.1.5, 4.1.6, 4.1.8, 4.1.9, 4.1.10

4.2.2

4.3.1, 4.3.2, 4.3.3, 4.3.4, 4.3.5

	PENALES
	2
	
	4.1.1, 4.1.10
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